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* INICIATIVAS Y PROPOSICIONES

«Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de
la Cámara de Diputados, por la que informa el turno que le
corresponde a las iniciativas con proyecto de decreto y a
las proposiciones con punto de acuerdo registradas en el
orden del día del martes 30 de abril de 2013, de conformi-
dad con el artículo 100, numeral 1, y 102, numeral 3, del
Reglamento de la Cámara de Diputados 

Con fundamento en los artículos 100, numeral 1, y 102, nu-
meral 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados, se in-
forma a la honorable Asamblea los turnos dictados a las
iniciativas con proyecto de decreto y a las proposiciones
con punto de acuerdo, registradas en el orden del día del 30
de abril de 2013 y que no fueron abordadas. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 30 de abril de 2013.— Diputado
Francisco Arroyo Vieyra (rúbrica), Presidente.»

«Iniciativas con proyecto de decreto

1. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
suscrita por diputados integrantes de diversos grupos par-
lamentarios. 

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dic-
tamen. 

2. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
de Aviación Civil y de la Ley de Aeropuertos, a cargo del
diputado Juan Manuel Carbajal Hernández, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Transportes, para dictamen. 

3. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
de Aguas Nacionales, a cargo del diputado Alfonso Inzun-
za Montoya, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. 

Turno: Comisión de Recursos Hidráulicos, para dicta-
men. 

4. Que reforma el artículo 16 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Ma.
Guadalupe Mondragón González, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dic-
tamen. 

5. Que reforma el artículo 59 de la Ley Federal de Radio y
Televisión, a cargo del diputado Jaime Bonilla Valdez, del
Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo. 

Turno: Comisión de Radio y Televisión, para dicta-
men. 

6. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Salud, suscrita por diputadas integrantes de la
Comisión de Equidad y Género. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen. 

7. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
del Impuesto Sobre la Renta, a cargo del diputado Enrique
Cárdenas del Avellano, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para
dictamen. 

8. Que reforma el artículo 61 de la Ley General de Salud,
a cargo de la diputada Erick Marte Rivera Villanueva, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen. 

Proposiciones con punto de acuerdo

1. Con punto de acuerdo relativo a los delitos de feminici-
dio cometidos en el estado de Puebla, suscrito por las di-
putadas María del Rocío García Olmedo y Laura Guadalu-
pe Vargas Vargas, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional.

Turno: Comisión de Equidad y Género, para dictamen
y a la Comisión Especial para conocer y dar seguimien-
to puntual y exhaustivo a las acciones que han empren-
dido las autoridades competentes en relación a los femi-
nicidios registrados en México, para opinión.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 30 de abril de 2013 / Anexo5

* El anexo corresponde a lo mencionado por la Presidencia, en la
página 332 del Diario de los Debates del 30 de abril de 2013.



Año I, Primer Periodo, 30 de abril de 2013 / Anexo Diario de los Debates de la Cámara de Diputados6

2. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular de
la PGR y a los titulares de las procuradurías de Justicia de
las entidades federativas, para que refuercen las acciones
realizadas y se lleven a cabo las investigaciones pertinen-
tes para que sean consignados los responsables de la em-
presa “Chamba México Agencia de Empleos SA de CV”, o
“Chamba México SA de CV”, por la presunta comisión del
delito de fraude y demás delitos que se determinen, a car-
go del diputado Raúl Gómez Ramírez, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen. 

3. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal, para que ordene la inclusión en el Plan Nacio-
nal de Desarrollo, la preservación, la implementación del
aprovechamiento y el desarrollo integral sustentable de los
trópicos mexicanos, a cargo del diputado Martín de Jesús
Vásquez Villanueva, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisiones Unidas de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales y de Energía, para dictamen. 

4. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal, para que a través de la Secretaría de Economía,
apoye a las empresas mineras de “pocitos”, particularmen-
te de la región carbonífera del estado de Coahuila, a cargo
del diputado José Guillermo Anaya Llamas, del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Economía, para dictamen. 

5. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Secre-
taría de Salud, a incorporar en el esquema de salud y en el
Plan Nacional de Desarrollo, las unidades de especialida-
des médicas de enfermedades crónicas, suscrito por los di-
putados Abel Octavio Salgado Peña y Gabriel Gómez Mi-
chel, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen. 

6. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SCJN,
para que resuelvan a favor de la soberanía de las legislatu-
ras locales y para que declare la constitucionalidad de las
normas que protegen el derecho a la vida de la persona hu-
mana desde el momento de la concepción, en los estados
de Guanajuato, Oaxaca y Querétaro, en la sentencia que
habrá de dictar con motivo de las controversias constitu-

cionales 62/2009, 89/2009 y 109/2009, a cargo de la dipu-
tada Carmen Lucía Pérez Camarena, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Derechos Humanos, para dicta-
men. 

7. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los titula-
res de la Secretaría de Desarrollo Agrario Territorial y Ur-
bano, y de la Sagarpa, para que desarrollen un programa
tendiente a reactivar las parcelas escolares de los ejidos, a
cargo de la diputada María Rebeca Terán Guevara, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional. 

Turno: Comisiones Unidas de Reforma Agraria y de
Agricultura y Sistemas de Riego, para dictamen. 

8. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal, para que se apliquen las medidas correctivas y
compensatorias en defensa de la economía de los produc-
tores de leche y del desarrollo de la actividad económica,
así como de la estabilidad de la producción nacional, a car-
go del diputado Francisco González Vargas, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional y sus-
crita por diputados integrantes de diversos grupos
parlamentarios. 

Turno: Comisión de Economía, para dictamen.»

CONSTITUCION POLITICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, suscrita por integrantes de diversos grupos parlamen-
tarios

Que reforma los artículos los artículos 74, fracciones VII,
VIII y IX; 79, párrafos primero y segundo de la fracción I;
108, último párrafo; 116, párrafo sexto de la fracción II y
117, fracción VIII; y se adicionan los artículos 25, con un
párrafo segundo, pasando los actuales párrafos segundo a
octavo a ser los párrafos tercero a noveno; 74, con las frac-
ciones VIII y IX, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, suscrita por los diputados, Miguel
Alonso Raya del Grupo Parlamentario PRD, Jorge Iván Vi-



llalobos Seañez del Grupo Parlamentario PAN, Arturo Es-
cobar y Vega, Y Tomás Torres Mercado, del Grupo Parla-
mentario PVEM, María Sanjuana Cerda Franco del Grupo
Parlamentario PANAL, Lilia Aguilar Gil del Grupo Parla-
mentario PT, Ricardo Mejía Berdeja del Grupo Parlamen-
tario MC y Marco Antonio Bernal Gutiérrez, José Manzur
Quiroga y Manuel Añorve Baños, del Grupo Parlamentario
PRI, integrantes de la LXII Legislatura, y con fundamento
en lo establecido en los artículos 71, fracción II, y 72 Inci-
so H, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; y en los artículos 6, fracciones I y IV, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, someten a
consideración de esta honorable asamblea la siguiente ini-
ciativa con proyecto de decreto. 

Exposición de Motivos

La disciplina financiera de estados y municipios, es una re-
forma impostergable, con ese objetivo, la presente iniciati-
va, recoge en su esencia e integralidad, los diversos pro-
yectos que se han planteado en el Congreso de la Unión,
con el propósito de dar armonía al texto de la Carta Mag-
na, y de las facultades exclusivas de la Cámara de Diputa-
dos.

A raíz de los problemas que se suscitaron con la crisis de
1995 y ante la vulnerabilidad del sistema de pagos que no
resistía la cartera vencida, el gobierno federal implementó
un programa para atender la grave situación que ponía en
peligro las finanzas de los gobiernos locales con deuda pú-
blica. Con este programa, una gran parte de la deuda pú-
blica fue reestructurada y los programas financieros de los
estados y municipios recuperaron su viabilidad.

Después la Secretaría de Hacienda y Crédito Público fue
impulsando, por medio de convenios con las entidades fe-
derativas, una serie de cambios orientados a crear y/o con-
solidar la normatividad estatal sobre la deuda pública y a
sanear las finanzas de los estados que presentaban mayores
problemas.

En los últimos años ha sido evidente que los recursos que
recauda y distribuye el gobierno federal y los que generan
los estados y municipios, a través de una serie de disposi-
ciones fiscales, jurídicas y presupuestarias, aunque se han
incrementado, no son suficientes para atender las necesida-
des de la población, por lo que las entidades y municipios
han tenido que hacer uso del endeudamiento cada vez más
para realizar inversiones en infraestructura.

Sin embargo, el endeudamiento de los estados y munici-
pios de México, que ha crecido en los últimos años, lleva a
un urgente replanteamiento sobre el manejo responsable de
las finanzas públicas. Sobre todo porque el uso incorrecto
de los recursos públicos mina la posibilidad de un futuro
con crecimiento y desarrollo para las entidades y munici-
pios del país.

Con las reformas que hagamos debemos garantizar el uso
responsable de la contratación de financiamiento dentro o
fuera del país; créditos, empréstitos o préstamos para los
gobiernos estatales y municipales, así como de su adminis-
tración transparente. Tenemos la oportunidad de fortalecer
el marco normativo dentro del respeto del federalismo de
nuestro país, por ello esta iniciativa se orienta a fijar lími-
tes muy claros y precisos al endeudamiento de estados y
municipios, que contribuirá a disminuir el costo de la deu-
da al que cada vez acceden más.

Las regiones del país requieren urgentemente incrementar
la inversión en proyectos de infraestructura para proveer
los servicios sociales básicos y de comunicaciones y trans-
portes que la sociedad exige.

En este marco de necesidades sociales, es importante que
los sistemas financieros superen la simple transmisión de la
información y logren sentar las bases de un sistema de ren-
dición de cuentas en la cual la sociedad evalúe los recursos
financieros que ejercen los tres niveles y órdenes de go-
bierno, de manera especial los obtenidos por deuda públi-
ca, que permita generar bienestar y desarrollo en las enti-
dades y municipios. Para ello es fundamental utilizar de
manera ética, responsable y transparente los recursos fi-
nancieros con los que cuentan.

Por lo anterior, hoy a diferencia de hace algunos años, es
importante legislar sobre deuda pública para las entidades
y municipios, que permita seguir considerando esta alter-
nativa para financiar parcial o totalmente, complementan-
do inversiones de los tres órdenes de gobierno y de la ini-
ciativa privada, los proyectos de infraestructura que tienen
una alta rentabilidad social y/o una fuente de repago.

El uso incorrecto de los recursos públicos mina la posibili-
dad de un futuro con crecimiento y desarrollo para las en-
tidades del país.

Algunos gobiernos estatales y municipales han abusado del
endeudamiento al realizar obras políticamente rentables,
dejando la responsabilidad de la operación, el manteni-
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miento y el pago de dicha deuda a las siguientes adminis-
traciones.

Esto ha ocasionado el sobregiro de la capacidad de endeu-
damiento de los estados y municipios cuando el presupues-
to que se destina al pago de los intereses y el capital es tan
grande que limita seriamente su operación normal, ponien-
do en peligro el equilibrio de la tesorería y los servicios pú-
blicos que el gobierno está obligado a proporcionar.

La experiencia negativa cuando la ha habido, consiste en
que la deuda se incrementa exageradamente; gran parte del
capital que proviene de la deuda se malgasta; los desem-
bolsos anuales para hacer frente al financiamiento se dis-
paran más allá de lo prudente, por lo que las finanzas del
gobierno en sus tres ámbitos, se desequilibran y tienen gra-
ves problemas para pagar las deudas.

La incapacidad de los gobiernos locales para atender sus
obligaciones crediticias, por lo general ha coincidido con la
presencia de cualquiera de los siguientes factores o una
combinación de ellos:

• Un desequilibrio de fondos de operación en el que los
gastos corrientes exceden significativamente a los in-
gresos corrientes en un período fiscal.

• Una desviación importante y creciente en la recauda-
ción de los ingresos pronosticados.

• Un incremento inesperado en el monto de los intereses
a pagar en un ejercicio (cuando en los contratos se esti-
pulan tasas variables de interés), por causas de un des-
equilibrio macroeconómico como incrementos constan-
tes en las tasas de inflación.

• Una actitud displicente de la banca privada, para otor-
gar créditos sin el debido sustento.

Este es el momento de generar el marco legal que haga po-
sible un uso más eficiente, responsable y transparente de
los recursos públicos por parte de los funcionarios estatales
y municipales, el cual dé certeza a los ciudadanos de que
sus impuestos están siendo destinados de la mejor forma
posible y tengan la garantía de que nadie ha comprometido
su bienestar o los servicios públicos a los que tienen dere-
cho en los años por venir.

De acuerdo con cifras de la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público indican que entre 2000 y junio de 2012, la

deuda de estados y municipios aumentó el doble que sus
ingresos, lo que puso a muchos de ellos en riesgo de insol-
vencia financiera, limitó sus posibilidades de endeudarse
para proyectos realmente necesarios y paralizó a algunos
por la falta de liquidez ante sus proveedores.

En estos últimos 12 años la deuda de estados y municipios
aumentó en más de 130 por ciento. Más del 50 por ciento
de esos recursos fueron erogados en los últimos cuatro
años sin que se conozca con el suficiente detalle el destino
de los mismos, las tasas a las que fueron contraídos cada
uno de esos créditos y las razones que justificaron su con-
tratación.

Por otra parte, toda iniciativa que verse sobre empréstitos,
corresponde a la Cámara de Diputados, en razón de que, de
conformidad con el artículo 72 inciso H de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, el conocimien-
to como Cámara de origen en dicha materia está reservado
a la H. Cámara de Diputados del Congreso de la Unión.

Artículo 72 inciso h) de la Constitución

h. La formación de las leyes o decretos puede comenzar
indistintamente en cualquiera de las dos Cámaras, con
excepción de los proyectos que versaren sobre emprés-
titos, contribuciones o impuestos, o sobre el recluta-
miento de tropas, todos los cuales deberán discutirse
primero en la Cámara de Diputados.

En ese tenor, el propósito de la presente iniciativa es armo-
nizar los preceptos constitucionales, a partir de las faculta-
des exclusivas de la Cámara de Diputados.

Por lo expuesto, fundado y motivado, nos permitimos po-
ner a consideración de esta honorable Cámara de Diputa-
dos la siguiente iniciativa de

Decreto que reforma la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos

Artículo Único: Se reforman los artículos 74, fracciones
VII, VIII y IX; 79, párrafos primero y segundo de la frac-
ción I; 108, último párrafo; 116, párrafo sexto de la frac-
ción II y 117, fracción VIII; y se adicionan, los artículos
25, con un párrafo segundo, pasando los actuales párrafos
segundo a octavo a ser los párrafos tercero a noveno; 74,
con las fracciones VIII y IX, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:



Artículo 25. …

El Estado velará por la estabilidad de las finanzas públicas
y del sistema financiero para coadyuvar a generar condi-
ciones favorables para el crecimiento económico y el em-
pleo. Para ello, procurará el equilibrio presupuestario y la
sostenibilidad financiera, tomando en consideración los ci-
clos económicos nacionales e internacionales. El Plan Na-
cional de Desarrollo y los planes estatales y municipales
deberán observar dichos principios.

…

Artículo 74. …

I. a VI. …

VII. Para iniciar leyes en materia de responsabilidad ha-
cendaria que tengan por objeto el manejo sostenible de
las finanzas públicas en la Federación, los Estados y
Municipios y el Distrito Federal, con base en los princi-
pios establecidos en el párrafo segundo del artículo 25.

VIII. Para iniciar leyes que establezcan las bases gene-
rales, para que los Estados, el Distrito Federal y los Mu-
nicipios puedan incurrir en endeudamiento; los límites y
modalidades bajo los cuales dichos órdenes de gobierno
podrán afectar sus respectivas participaciones para cu-
brir los empréstitos y obligaciones de pago que contrai-
gan; la obligación de dichos órdenes de gobierno de ins-
cribir y publicar la totalidad de sus empréstitos y
obligaciones de pago en un registro público único, de
manera oportuna y transparente; un sistema de alertas
sobre el manejo de la deuda; así como las sanciones
aplicables a los servidores públicos que no cumplan sus
disposiciones.

IX. Conocer, y en su caso, objetar, a través de la comi-
sión legislativa competente y en un plazo máximo de
quince días hábiles, la estrategia de ajuste para fortale-
cer las finanzas públicas de los Estados, planteada en los
convenios que, en su caso, pretendan celebrar con el go-
bierno federal para obtener garantías. Lo anterior apli-
cará en el caso de los Estados que tengan niveles eleva-
dos de deuda en los términos de la ley. Transcurrido
dicho plazo sin pronunciamiento alguno, inclusive du-
rante los periodos de receso del Congreso de la Unión,
dichas estrategias se considerarán no objetadas. Asimis-
mo, de manera inmediata a la suscripción del convenio

correspondiente, ser informado de la estrategia de ajus-
te para los Municipios que se encuentren en el mismo
supuesto, así como de los convenios que, en su caso, ce-
lebren los Estados que no tengan un nivel elevado de
deuda.

X. Las demás que le confiere expresamente esta Consti-
tución.

Artículo 79. …
…
…

I. Fiscalizar en forma posterior los ingresos, egresos y
deuda; las garantías que, en su caso, otorgue el gobier-
no federal respecto a empréstitos de los estados y muni-
cipios; el manejo, la custodia y la aplicación de fondos
y recursos de los Poderes de la Unión y de los entes pú-
blicos federales, así como realizar auditorías sobre el
desempeño en el cumplimiento de los objetivos conte-
nidos en los programas federales, a través de los infor-
mes que se rendirán en los términos que disponga la ley.

También fiscalizará directamente los recursos federales
que administren o ejerzan los estados, los municipios, el
Distrito Federal y los órganos político-administrativos
de sus demarcaciones territoriales, con excepción de las
participaciones federales. En el caso de los Estados y
Municipios cuyos empréstitos cuenten con la garantía
de la federación, fiscalizará el destino y ejercicio de los
recursos correspondientes que hayan realizado los go-
biernos locales. Asimismo, fiscalizará los recursos fede-
rales que se destinen y se ejerzan por cualquier entidad,
persona física o moral, pública o privada, y los transfe-
ridos a fideicomisos, mandatos, fondos o cualquier otra
figura jurídica, de conformidad con los procedimientos
establecidos en las leyes y sin perjuicio de la competen-
cia de otras autoridades y de los derechos de los usua-
rios del sistema financiero.

…
…
…

II. a IV. …
…
…
…
…
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Artículo 108. …

…

…

Las Constituciones de los estados de la República precisa-
rán, en los mismos términos del primer párrafo de este ar-
tículo y para los efectos de sus responsabilidades, el carác-
ter de servidores públicos de quienes desempeñen empleo,
cargo o comisión en los Estados y en los Municipios. Di-
chos servidores públicos serán responsables por el manejo
indebido de recursos públicos y la deuda pública.

Artículo 116. …

…

I. …

II. …

…

…

…

…

Las legislaturas de los estados contarán con entidades
estatales de fiscalización, las cuales serán órganos con
autonomía técnica y de gestión en el ejercicio de sus
atribuciones y para decidir sobre su organización inter-
na, funcionamiento y resoluciones, en los términos que
dispongan sus leyes. La función de fiscalización se des-
arrollará conforme a los principios de posterioridad,
anualidad, legalidad, imparcialidad y confiabilidad. Asi-
mismo, deberán fiscalizar las acciones de Estados y
Municipios en materia de fondos, recursos federales y
locales, y deuda pública.

…

…

III. a VII. …

Artículo 117. …

I. a VII. …

VIII. Contraer directa o indirectamente obligaciones o
empréstitos con gobiernos de otras naciones, con socie-
dades o particulares extranjeros, o cuando deban pagar-
se en moneda extranjera o fuera del territorio nacional.

Los estados y municipios no podrán contraer obligacio-
nes o empréstitos sino cuando se destinen a inversiones
públicas productivas y a su refinanciamiento o reestruc-
tura, mismas que deberán realizarse bajo condiciones de
mercado, inclusive los que contraigan organismos des-
centralizados, empresas públicas y fideicomisos y, en el
caso de los Estados, adicionalmente para otorgar garan-
tías respecto al endeudamiento de los municipios. Lo
anterior, conforme a las bases que establezcan las legis-
laturas en la ley correspondiente, en el marco de lo pre-
visto en esta Constitución, y por los conceptos y hasta
por los montos que las mismas aprueben. Los ejecutivos
informarán de su ejercicio al rendir la cuenta pública.
En ningún caso podrán destinar empréstitos para cubrir
gasto corriente.

Las legislaturas locales, por el voto de las dos terceras
partes de sus miembros presentes, deberán autorizar los
montos máximos para, en condiciones de mercado, con-
tratar dichos empréstitos y obligaciones, previo análisis
de su destino, capacidad de pago y, en su caso, el otor-
gamiento de garantía o el establecimiento de la fuente
de pago.

Sin perjuicio de lo anterior, los Estados y Municipios
podrán contratar obligaciones para cubrir sus necesida-
des de corto plazo, sin rebasar los límites máximos y
condiciones que establezca la ley. Dichas obligaciones
deberán liquidarse a más tardar tres meses antes del tér-
mino del período de gobierno correspondiente y no po-
drán contratarse nuevas obligaciones durante esos últi-
mos tres meses.

IX. …

…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.



Segundo. La ley reglamentaria en materia de responsabili-
dad hacendaría aplicable a las entidades federativas y los
municipios que deberá expedirse en términos de la fracción
VII del artículo 74 constitucional, así como las reformas
que sean necesarias para cumplir lo previsto en este Decre-
to, deberán publicarse en el Diario Oficial de la Federación
dentro de los 90 días naturales siguientes a la entrada en vi-
gor del presente decreto.

Tercero. Dentro del plazo de 180 días naturales contados a
partir de la entrada en vigor de la ley reglamentaria a que
se refiere el artículo anterior, las legislaturas de las entida-
des federativas realizarán las reformas necesarias para ar-
monizar su legislación con este decreto y la ley citada.

Cuarto. Las entidades federativas y los municipios se su-
jetarán a las disposiciones de este decreto y a las de las le-
yes a que se refiere el artículo transitorio segundo, a partir
de la fecha de su entrada en vigor y respetarán las obliga-
ciones que, con anterioridad a dicha fecha, hayan sido ad-
quiridas con terceros en los términos de las disposiciones
aplicables.

Quinto. La ley reglamentaria establecerá la transitoriedad
conforme a la cual entrarán en vigor las restricciones esta-
blecidas en relación a la contratación de obligaciones de
corto plazo, a que se refiere el artículo 117, fracción VIII,
último párrafo constitucional.

Sexto. Las entidades federativas y los municipios enviarán
al Ejecutivo federal un informe sobre todos los empréstitos
y obligaciones de pago vigentes a la entrada en vigor del
presente decreto, en un plazo máximo de 60 días naturales,
conforme a los lineamientos que aquél emita. Dicha infor-
mación será remitida a la Cámara de Diputados en un pla-
zo máximo de 60 días naturales posteriores al término del
plazo señalado anteriormente.

Séptimo. La ley reglamentaria establecerá que en el regis-
tro a que se refiere el artículo 74, fracción VIII, constitu-
cional, se incluirán cuando menos los siguientes datos de
cada empréstito u obligaciones: deudor, acreedor, monto,
tasa de interés, plazo, tipo de garantía o fuente de pago, así
como los que se determinen necesarios para efectos de for-
talecimiento de la transparencia y acceso a la información.

En tanto se implementa el referido registro, se pondrá a
disposición de las comisiones legislativas competentes de
la Cámara de Diputados un reporte de las obligaciones y
empréstitos a que se refiere el artículo 9 de la Ley de Co-

ordinación Fiscal con la que actualmente cuenta el registro,
a más tardar en un plazo de 30 días naturales; así como,
aquella información adicional que las comisiones legislati-
vas competentes soliciten a las autoridades relacionadas
con la misma. Igualmente, se deberá informar cada cierre
trimestral (marzo, junio, septiembre y diciembre), los em-
préstitos y obligaciones registrados en cada periodo, espe-
cificando en su caso, si fue utilizado para refinanciar o re-
estructurar créditos existentes. Lo anterior, con el objeto de
que en tanto entra en vigor la ley reglamentaria y se imple-
menta el registro, la Cámara de Diputados pueda dar pun-
tual seguimiento al endeudamiento de los estados y muni-
cipios.

Los servidores públicos y demás personal la Cámara de Di-
putados que tengan acceso a la información referente al
presente artículo transitorio, serán responsables del mane-
jo de la misma y responderán por los daños y perjuicios
que en su caso ocasionen por su divulgación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 30 de abril de 2013.— Diputados:
Tanya Rellstab Carreto, Marco Antonio Bernal Gutiérrez, José Manzur
Quiroga, Manuel Añorve Baños, Miguel Alonso Raya, Jorge Villalo-
bos Seañez, Arturo Escobar y Vega, Tomás Torres Mercado, María
Sanjuan Cerda Franco, Lilia Aguilar Gil, Ricardo Mejía Berdeja (rú-
bricas).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen. 

LEY DE AVIACION CIVIL -  LEY DE AEROPUERTOS

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de las Leyes de Aviación Civil, y de Aeropuertos, a cargo
del diputado Juan Manuel Carbajal Hernández, del Grupo
Parlamentario del PRI

El diputado Juan Manuel Carbajal Hernández, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional y de la LXII Legislatura del honorable Congreso
de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en el artículo
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, y en el artículo 6, fracción I, del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a considera-
ción de esta asamblea iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley de
Aviación Civil, con base en la siguiente
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Exposición de Motivos

Se entiende por cabotaje, el transporte aéreo mediante re-
muneración o cualquier otro tipo de contraprestación one-
rosa, de pasajeros, carga, correo o una combinación de es-
tos, entre dos o más puntos en territorio nacional.

Adicionalmente el cabotaje constituye la octava libertad
del aire,1 ya que concede el derecho a que el operador aé-
reo de un Estado, transporte tráfico comercial enteramente
dentro del territorio de otro estado.

El objetivo de la presente iniciativa es evitar el que existan
permisionarios extranjeros que prestan servicios de trans-
porte aéreo privado comercial en territorio mexicano y
ofreciendo servicio a terceros por el cual reciben una com-
pensación, en un escenario de competencia sin tratamiento
regulatorio uniforme dado que en México es relativamente
más costoso operar el servicio de taxi aéreo debido todavía
a la sobre regulación que existe en el sector y la carga ad-
ministrativa de que exigen las autoridades correspondien-
tes. La información pública indica que no existe una certi-
ficación para vigilar a los permisionarios extranjeros que
ofrezcan el servicio de transporte aéreo no regular o taxi
aéreo que realizan cabotaje en México, por lo que se com-
promete la seguridad de sus usuarios potenciales.

En el artículo 32 del Reglamento de la Ley de Aviación Ci-
vil, ya se dispone que los permisionarios extranjeros no
pueden realizar prácticas de cabotaje en territorio nacional,
ello toda vez que únicamente el permisionario mexicano
que preste servicio de transporte aéreo privado comercial
bajo la modalidad de taxi aéreo o de fletamento, puede
transportar entre dos o más puntos en territorio nacional a
los pasajeros, carga, correo o una combinación de éstos que
hayan embarcado en un punto en el extranjero.

Por lo anterior, consideramos que dicha práctica también se
tiene que regular a través de la Ley de Aviación Civil, es-
tableciendo claramente la prohibición de las prácticas de
cabotaje por parte de permisionarios extranjeros que pres-
tan servicios de transporte aéreo privado comercial en te-
rritorio nacional, imponiendo sanciones como la revoca-
ción del permiso, así como multas ejemplares y hasta la
inmovilización de la aeronave como garantía del pago de la
multa. 

El cabotaje realizado por aeronaves con matrícula extran-
jera, actualmente está regulado y se sanciona en otros paí-
ses: i) En los Estados Unidos de América el cabotaje de re-

ferencia se encuentra prohibido2 con multas de hasta
27,500 dólares; ii) Canadá de forma semejante prohíbe las
operaciones de cabotaje3 y al ser identificada debe de ser
considerada como una aeronave importada por lo que cau-
sa impuestos equivalentes a su adquisición en forma inme-
diata, iii) En la Unión Europa la restricción es semejante
pero la sanción es equiparable a tener que realizar la im-
portación de la aeronave e incurrir en los impuestos co-
rrespondientes por lo que se aplican tasas en el rango del
15 por ciento al 20 por ciento por IVA con base en el valor
de la aeronave y los aranceles aplicables que fluctúan entre
el 2.7 por ciento y el 7.7 por ciento. Tales normatividades
otorgan, seguridad a las empresas nacionales sujetas a la
regulación propia de la jurisdicción del país de origen y a
los usuarios de los taxis aéreos.

En este sentido, la revocación de los permisos y concesio-
nes por prestar servicios distintos a los señalados en estos,
ya están previstos en el artículo 15, fracción IX, de la Ley
de Aviación Civil; pero para efectuar la mencionada revo-
cación, se requiere haber sido sancionado previamente tres
veces por el mismo motivo, de conformidad con el párrafo
tercero de dicho artículo. 

No obstante lo anterior, se quiere establecer la revocación
inmediata del referido permiso, para los permisionarios ex-
tranjeros de transporte aéreo privado comercial que reali-
cen prácticas de cabotaje en territorio nacional, y por lo
tanto, se sugiere que la disposición en cuestión quede de la
siguiente manera: 

Artículo 15. Las concesiones o los permisos se podrán
revocar por

IX. Prestar servicios distintos a los señalados en la con-
cesión o permiso respectivo;

La Secretaría revocará las concesiones o permisos de ma-
nera inmediata únicamente en los supuestos de las fraccio-
nes I a V y VII anteriores. De igual forma procederá en el
caso de las fracciones IX, tratándose de permisionarios
extranjeros de servicios de transporte aéreo privado
comercial que realicen prácticas de cabotaje en territo-
rio nacional, y X, cuando a su juicio sea grave la infrac-
ción para la seguridad de la operación.

En los casos de las fracciones VIII, IX, excepto en el caso
de permisionarios extranjeros de servicios de transpor-
te aéreo privado comercial que realicen prácticas de ca-
botaje en territorio nacional, y XI, la Secretaría sólo re-



vocará la concesión o permiso cuando previamente hubie-
se sancionado al respectivo concesionario o permisionario,
por lo menos en tres ocasiones por las causas previstas en
la misma fracción”.

Al respecto, se hace notar que en los términos del último
párrafo del artículo 15 de la Ley de Aviación Civil, la re-
vocación del permiso traería como consecuencia que su ti-
tular no pueda obtener, directa o indirectamente otro per-
miso dentro de un plazo de cinco años, contado a partir de
la fecha en que hubiere quedado firme la resolución res-
pectiva.

La otra reforma propuesta en la presente iniciativa preten-
de establecer en la Ley de Aviación Civil la prohibición de
practicar el cabotaje en territorio nacional a los permisio-
narios extranjeros. En este sentido, el artículo 18, párrafo
segundo, de la Ley de Aviación Civil, dispone que el trans-
porte aéreo entre dos o más puntos en territorio nacional, se
realizará exclusivamente por personas morales mexicanas. 

De dónde se desprende que el cabotaje en territorio nacio-
nal no puede realizarse ni por extranjeros (permisionarios
o no), ni por personas físicas mexicanas.

No obstante, se quiere establecer la prohibición expresa de
practicar el cabotaje para los permisionarios extranjeros
del servicio de transporte aéreo privado comercial, en el ar-
tículo 27 de la Ley de Aviación Civil, por lo que se propo-
ne el texto siguiente:

Artículo 27

…

Los permisionarios extranjeros que presten el servi-
cio de transporte aéreo privado comercial no podrán
realizar prácticas de cabotaje en territorio nacional.

Finalmente, se propone establecer una multa como me-
dida de coerción para quienes realicen estas prácticas,
para ello, se propone se propone adicionar una fracción
II Bis al artículo 86 de la Ley de Aviación Civil, de esta
manera se estima poner una multa que se encuentre den-
tro de los rangos permitidos, pues de lo contrario, el im-
poner una multa que rebase el monto de la máxima
prevista en la Ley de Aviación Civil para infracciones
que repercuten directamente en la seguridad aérea, daría
lugar a impugnaciones y juicios de amparo, por consi-
derar que la multa no guarda relación con la gravedad de

la infracción, ni con el bien jurídico tutelado, vulneran-
do el primer párrafo de artículo 22 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

No obstante lo anterior, de considerar procedente esta-
blecer una multa ejemplar y la inmovilización de la ae-
ronave, en los términos señalados, se propone el texto
siguiente:

Artículo 86. Las infracciones a lo dispuesto en la pre-
sente Ley cometidas por el concesionario o permisiona-
rio, según se trate, serán sancionadas por la Secretaría
de acuerdo con lo siguiente:

…

II Bis. Practicar el cabotaje en territorio nacional,
siendo permisionario extranjero de servicios de
transporte aéreo privado comercial, con una multa
de diez mil a veinticinco mil salarios mínimos.

Cuando el cabotaje sea detectado por la autoridad
aeronáutica en el momento en que se esté cometien-
do o inmediatamente después de haberse cometido,
la mencionada autoridad podrá decretar el asegura-
miento de la aeronave, ante el riesgo inminente de
que el permisionario extranjero realice cualquier
maniobra tendente a evadir la imposición de la san-
ción, para lo cual deberá levantar acta circunstan-
ciada en la que precise las razones para efectuarlo.

Dicho aseguramiento quedará sin efectos si la auto-
ridad aeronáutica no emite la resolución correspon-
diente dentro de los seis meses siguientes a la fecha
en que se levante el acta a que se refiere el párrafo
anterior, o si el infractor garantiza por cualquier for-
ma establecida en la legislación aplicable, su sujeción
al procedimiento que se instaure en su contra.

Los gastos que genere el aseguramiento de la aero-
nave que realice el cabotaje correrán a cargo del per-
misionario extranjero infractor.

Toda práctica que se lleve a cabo dentro de los límites ge-
ográficos del territorio nacional, debe ser regulada con el
fin de no dejar vacíos en la interpretación de las leyes y de
otorgar seguridad a los usuarios. Además, una estructura de
sanciones aplicables creíbles y de magnitud suficiente para
reducir la incidencia de tales actos ilegales y que represen-
tan un riesgo a los usuarios de tales servicios.
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Aunado a las reformas anteriores, el que suscribe la pre-
sente iniciativa también está preocupado por proponer re-
formas que simplifiquen los trámites en la aviación gene-
ral, con el objeto de abatir la corrupción por parte de las
autoridades, evitar la doble tramitación y homologar las re-
gulaciones con nuestro principal socio comercial que es
Estados Unidos.

Dentro de estas reformas, se propone que el Certificado de
Aeronavegabilidad sea permanente, este certificado, es el
documento oficial que acredita que la aeronave está en
condiciones técnicas satisfactorias para realizar operacio-
nes de vuelo. Al día de hoy es un documento que se tiene
que tramitar cada año y que bastaría con que fuera revisa-
da en la inspección técnica anual que hacen las autoridades
a las aeronaves que se encuentran en servicio, así se evita-
ría la sobrerregulación que hay en el sector.

Es necesario reformar el artículo 11 de la Ley de Aviación
Civil con el objeto de que disminuir los costos a la aviación
general, pues cada tripulación que realiza una capacitación
en el extranjero, tiene el siguiente problema:

Cuando la tripulación va a concluir su curso inicial y va te-
ner su examen en simulador y examen teórico; un Inspec-
tor de la autoridad mexicana “no calificado” tiene que asis-
tir a dar FE, de que ha sido concluida y aprobada dicha
capacitación.

Es ilógico que un sinodal no calificado tenga que asistir a
los entrenamientos en el extranjero a solo dar FE de lo
aprobado. Todo esto genera gastos extraordinarios a las
empresas como sigue:

a) Avión (viaje redondo) = 1,000.00 dólares

b) Viáticos de 3 días = 1,350.00 dólares

c) Reservación de hotel (3 días) = 800.00 dólares

d) Total = 3,150 dólares 

De esta manera, si tomamos en cuenta que en promedio ca-
da piloto asiste 2 veces al año a capacitación, el gasto apro-
ximado que hace cada empresa de aviación es de 6,300 dó-
lares al año.

Se estima que el impacto al sector de la aviación general en
México, conformado por un aproximado de 600 aeronaves
es de 3,780,000 dólares al año, que son equivalentes

53,865,000 pesos al año. Lo anterior, sólo para ir a dar fe
de una capacitación en el extranjero.

En este mismo sentido, se propone reformar el artículo 38
con el objetivo de que la licencia del personal técnico ae-
ronáutico sea permanente y que quede sujeta a la vigencia
del certificado médico y al curso recurrente en simulador,
mismos requisitos que son establecidos en el Reglamento
de Aviación Civil.

Se propone reformar el artículo 41 de la Ley de Aviación
Civil para que el aterrizaje de la aeronave en la estación se
considere como cierre de vuelo, con el objeto de disminuir
la corrupción que hay en las comandancias al entregar el
cierre de vuelo y porque se considera un trámite innecesa-
rio.

Por último, las reformas a la Ley de Aeropuertos son con el
objeto de facilitar la tramitación de los permisos para tener
un aeródromo civil en zonas alejadas, siempre y cuando su
punto de referencia de aeródromo o helipuerto esté alejado
al menos a una distancia de 10 millas náuticas del punto de
referencia del aeropuerto más cercano.

Derivado de lo anterior, someto a la consideración del ple-
no el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley de Aviación Civil, y de la Ley de
Aeropuertos

Primero. Se reforma el último párrafo del artículo 15; se
adiciona un párrafo al artículo 27; un párrafo al artículo 32;
un párrafo al artículo 38; un párrafo al artículo 41;  y, una
fracción VIII al artículo 86 de la Ley de Aviación Civil pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 11. Los servicios de transporte aéreo sujetos a
permiso serán:

I. Nacional no regular;

II. Internacional regular;

III. Internacional no regular; y

IV. Privado comercial.

Los permisos se otorgarán: a personas morales mexicanas
en el caso de la fracción I; a sociedades extranjeras en el



supuesto de la fracción II; a personas morales mexicanas o
sociedades extranjeras en el caso de la fracción III; y a per-
sonas físicas o morales mexicanas o extranjeras en el de la
fracción IV.

Para la prestación del servicio de transporte aéreo interna-
cional regular por personas morales mexicanas, se estará a
lo dispuesto en el artículo 9 de esta ley.

Asimismo, requerirá de permiso el establecimiento de ta-
lleres aeronáuticos y centros de capacitación y adiestra-
miento, que podrá otorgarse a personas físicas o morales
mexicanas o extranjeras.

Los permisos se otorgarán por plazo indefinido.

En el reglamento correspondiente se precisarán los requisi-
tos para la obtención de los permisos a que se refiere este
artículo.

En el caso del permiso para el establecimiento de talle-
res aeronáuticos, estos pueden ser propios o contrata-
dos y deben cerciorarse de que el mantenimiento de las
aeronaves se efectúe con sujeción a lo previsto en los
manuales del fabricante y a los programas de manteni-
miento e inspección, y en su caso el programa de man-
tenimiento puente, aprobados por la Secretaría, a los
boletines de servicio del fabricante y directivas de aero-
navegabilidad, suplementos a los manuales e instruc-
ciones de aeronavegabilidad continua, todos ellos de
conformidad con las normas oficiales mexicanas y de-
más disposiciones administrativas correspondientes.

Los talleres aeronáuticos que estén ubicados en el ex-
tranjero deberán contar con la autorización previa de
la Secretaría, para realizar trabajos de mantenimiento,
inspección y reparación de sus aeronaves, motores, hé-
lices y sus componentes

En el caso del permiso para los centros de capacitación,
estos se otorgarán cuando se basen en planes y progra-
mas de estudio aprobados a una institución autorizada
por la Autoridad Aeronáutica, con el objeto de  adqui-
rir o actualizar los conocimientos y habilidades  reque-
ridos para obtener, revalidar, convalidar y recuperar
las licencias, permisos o certificados de capacidad.

Los centros de capacitación que estén ubicados en el ex-
tranjero, impartidos por algún concesionario, permisio-

nario o institución educativa para la formación, capaci-
tación y adiestramiento del personal técnico aeronáuti-
co deberán contar con la autorización previa de la Se-
cretaría

Artículo 15. Las concesiones o los permisos se podrán re-
vocar por:

I a VIII…

IX. Prestar servicios distintos a los señalados en la con-
cesión o permiso respectivo;

X. a XIII…

La Secretaría revocará las concesiones o permisos de ma-
nera inmediata únicamente en los supuestos de las fraccio-
nes I a V y VII anteriores. De igual forma procederá en el
caso de las fracciones IX, tratándose de permisionarios
extranjeros de servicios de transporte aéreo privado co-
mercial que realicen prácticas de cabotaje en territorio
nacional, y X, cuando a su juicio sea grave la infracción
para la seguridad de la operación.

En los casos de las fracciones VIII, IX, excepto en el caso
de permisionarios extranjeros de servicios de transpor-
te aéreo privado comercial que realicen prácticas de ca-
botaje en territorio nacional, y XI, la Secretaría sólo re-
vocará la concesión o permiso cuando previamente hubiese
sancionado al respectivo concesionario o permisionario,
por lo menos en tres ocasiones por las causas previstas en
la misma fracción.

…

Artículo 27…

…

…

…

Los permisionarios extranjeros que presten el servicio
de transporte aéreo privado comercial no podrán reali-
zar prácticas de cabotaje en territorio nacional.

Artículo 32. Toda aeronave, para realizar vuelos, deberá
llevar a bordo la póliza de seguro o el documento que acre-
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dite que ésta se encuentra vigente, así como los certificados
de aeronavegabilidad y de matrícula o copia certificada de
este último, vigentes. 

La obtención del certificado de aeronavegabilidad se suje-
tará a las pruebas, al control técnico y a los requisitos de
mantenimiento que establezcan los reglamentos.

En todos los casos, las aeronaves tendrán que llevar a bor-
do los documentos y equipo que señalen los tratados, esta
Ley y demás disposiciones aplicables.

La vigencia del certificado de aeronavegabilidad es per-
manente, siempre y cuando la aeronave cumpla, en to-
do momento, con los requerimientos de mantenimiento
de la aeronavegabilidad. En caso de incumplimiento de
los citados requerimientos establecidos en el Reglamen-
to de esta Ley, la Secretaria podrá suspender, cancelar
o establecer una vigencia determinada del certificado
de aeronavegabilidad, según sea el caso.

La verificación de los requisitos del mantenimiento de
la aeronavegabilidad se realizará conforme a los proce-
dimientos establecidos por la Dirección General de Ae-
ronáutica Civil

Artículo 38. El personal técnico aeronáutico está constitui-
do por el personal de vuelo que interviene directamente en
la operación de la aeronave y por el personal de tierra, cu-
yas funciones se especifiquen en el reglamento correspon-
diente. Dicho personal deberá, además de ser mexicano por
nacimiento que no adquiera otra nacionalidad, contar con
las licencias respectivas, previa comprobación de los re-
quisitos de capacidad, aptitud física, exámenes, experien-
cia y pericia, entre otros.

Para el caso de la aviación privada no comercial, los pilo-
tos extranjeros y nacionales podrán convalidar u obtener la
licencia de piloto privado, previo el cumplimiento de las
disposiciones expresas en el reglamento correspondiente. 

La vigencia de las licencias del personal técnico aero-
náutico será indefinida salvo que:

I. El titular de la licencia, incumpla con lo dispuesto
en la presente Ley y en la demás normatividad apli-
cable;

II. Se solicite la obtención de una licencia con motivo
de la suspensión o cancelación de otra anterior, caso

en que su vigencia será de un año, transcurrido el
cual, de mediar una nueva solicitud, la Secretaría de-
terminará si conforme al cumplimiento del interesa-
do en el uso de la licencia, se le otorga con carácter
indefinido o nuevamente por un año; ó

III. Se trate de la convalidación de licencia cuya vi-
gencia no podrá exceder la que la Autoridad de Avia-
ción Civil haya otorgado a la licencia extranjera.

Para que el personal técnico aeronáutico pueda dedi-
carse al ejercicio de su actividad deberá acreditar ante
la Autoridad Aeronáutica ser titular de una licencia vi-
gente expedida por la Autoridad, contar con la constan-
cia de aptitud psicofísica vigente correspondiente a su
actividad.

Terminada la vigencia de la constancia de aptitud psi-
cofísica, el interesado tendrá hasta 30 días posteriores
para su renovación, periodo en el cual no podrá ejercer
su actividad como personal técnico aeronáutico.

Artículo 41. La responsabilidad del comandante compren-
de desde el momento en que se hace cargo de la aeronave
para iniciar el vuelo hasta su entrega a la autoridad compe-
tente o al representante del concesionario o permisionario
y, en el caso del servicio de transporte aéreo privado no co-
mercial, al propietario o poseedor de la aeronave, quienes
serán solidariamente responsables con el comandante o pi-
loto, por cualquier orden dictada en contravención a lo dis-
puesto por esta Ley.

La responsabilidad del comandante también com-
prenderá abrir su plan de vuelo. El aterrizaje de la
aeronave en la estación se considerará como cierre
de plan de vuelo.

Artículo 86. Las infracciones a lo dispuesto en la presente
Ley cometidas por el concesionario o permisionario, según
se trate, serán sancionadas por la Secretaría de acuerdo con
lo siguiente:

…

VIII. Practicar el cabotaje en territorio nacional,
siendo permisionario extranjero de servicios de
transporte aéreo privado comercial, con una multa
de diez mil a veinticinco mil salarios mínimos.



Cuando el cabotaje sea detectado por la autoridad ae-
ronáutica en el momento en que se esté cometiendo o in-
mediatamente después de haberse cometido, la mencio-
nada autoridad podrá decretar el aseguramiento de la
aeronave, ante el riesgo inminente de que el permisio-
nario extranjero realice cualquier maniobra tendente a
evadir la imposición de la sanción, para lo cual, el co-
mandante del aeropuerto, deberá levantar acta circuns-
tanciada en la que precise las razones para efectuarlo.

Dicho aseguramiento quedará sin efectos si la autori-
dad aeronáutica no emite la resolución correspondiente
dentro de los seis meses siguientes a la fecha en que se
levante el acta a que se refiere el párrafo anterior, o si
el infractor garantiza por cualquier forma establecida
en la legislación aplicable, su sujeción al procedimiento
que se instaure en su contra.

Los gastos que genere el aseguramiento de la aeronave
que realice el cabotaje correrán a cargo del permisio-
nario extranjero infractor.

Segundo. Se adicionan 2 párrafos al artículo 18; y, un ar-
tículo 18 BIS, ambos de la Ley de Aeropuertos para quedar
como sigue:

Artículo 18. Los interesados en obtener permiso deberán
acreditar, como mínimo, y según la naturaleza del aeródro-
mo civil de que se trate, lo siguiente:

I. La capacidad jurídica, técnica, administrativa y finan-
ciera, para asegurar que se opere en condiciones de ca-
lidad y seguridad; y

II. La acreditación legal de la posibilidad de usar y
aprovechar el terreno para establecer instalaciones ne-
cesarias para prestar los servicios, según se trate, que
cumpla con requisitos técnicos de seguridad y disposi-
ciones en materia ambiental y cuente con el personal
técnico y administrativo capacitado.

La resolución de la Secretaría sobre el otorgamiento de
permisos, deberá emitirse en un plazo que no exceda de
noventa días naturales, contados a partir de aquel en que se
hubiere presentado la solicitud debidamente integrada; tra-
tándose de aeródromos de servicio particular, una vez
transcurrido dicho plazo se considerará autorizado el per-
miso si la Secretaría no hubiere comunicado resolución al-

guna al promovente; el permiso se entenderá otorgado por
diez años.

Cuando la Secretaría resuelva negativamente sobre el otor-
gamiento de un permiso, ésta contará con 30 días naturales
posteriores a la fecha de la resolución, para remitir al pro-
movente un documento explicativo sobre los motivos para
la negación del permiso.

Los interesados en obtener un permiso, no requerirán
estudio operacional de trayectorias, cuando se trate de
helipuertos, ni estudio de espacio aéreo, cuando se tra-
te de aeródromos, ambos no controlados y de operación
bajo reglas visuales de vuelo (VFR), siempre y cuando
su punto de referencia de aeródromo o helipuerto esté
alejado al menos a una distancia de 10 millas náuticas
del punto de referencia del aeropuerto más cercano.

Artículo 18 Bis. Un aeródromo de servicio particular
que requiera emplazarse en un sitio de manera tempo-
ral para realizar operaciones bajo reglas de vuelo visual
(VFR) en horario diurno, podrá obtener permiso expe-
dido por la Secretaría, siempre y cuando se utilice por
menos de 30 días, con no más de 10 operaciones por día.

Para obtener el referido permiso para el emplazamien-
to de estos aeródromos, únicamente deberá notificarse
previamente por escrito a la autoridad aeroportuaria
del aeropuerto más cercano, no exentándoles de obser-
var los aspectos jurídicos, técnicos, operacionales y de
infraestructura necesarios para llevar a cabo operacio-
nes aéreas con seguridad, sin perjuicio de las sanciones
que en su caso procedan, de conformidad con las dispo-
siciones aplicables.

El permiso a que se refiere el presente artículo podrá
solicitarse hasta por tres ocasiones en el transcurso de
un año, que no podrán ser consecutivas, por lo que, al
término de la vigencia de la tercera, para seguir siendo
utilizado el emplazamiento del aeródromo, deberá ob-
tener el permiso correspondiente.

En caso de que se utilice por más tiempo o mayor nú-
mero de operaciones de los contemplados en el primer
párrafo que antecede, el interesado deberá obtener el
permiso correspondiente.
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Transitorio

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas:

1 Establecidas en el Convenio de Chicago de 1944, donde se definen
las 9 libertades del aire.

2 49 USC § 41703 (c):US Code-Section 41703: Sobre navegación de
aeronaves civiles extrajeras y §294.81 del Departamento de Transpor-
te, excepto en ciertas circuntancias de emergencia con permiso expli-
cito de la autoridad.

3 Memorandum D3-2-1: “2. A foreign non-tax paid aircraft involved in
international commercial transportation is restricted to international
flights from a point abroad to a point or points in Canada and return to
a point abroad. The carriage of Canadian residents to, and their arrival
from, foreign destinations is permitted provided the flight is limited to
international service. Any foreign aircraft that ceases to be involved in
international commercial transportation while in Canadian airspace
must be immediately reported to the CBSA and formally accounted for
as it is deemed to have been imported. 

3. Under no circumstances may a foreign non-tax paid empty aircraft
enter Canada for the sole purpose of carrying passengers or goods
point-to-point in Canada.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 30 de abril de 2013.— Diputado
Juan Manuel Carbajal Hernández (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Transportes, para dictamen. 

LEY DE AGUAS NACIONALES

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley de Aguas Nacionales, a cargo del diputado Al-
fonso Inzunza Montoya, del Grupo Parlamentario del PRI

El suscrito, diputado Alfonso Inzunza Montoya, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional a la Sexagésima Segunda Legislatura del Congre-
so de la Unión, con fundamento en lo establecido en el ar-
tículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos 6o.,

numeral 1, fracción I, 77, numeral 1, y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a consideración de es-
ta honorable asamblea, la presente iniciativa con proyecto
de decreto por el que se adiciona una fracción VII Bis y se
modifican la fracción LVII del artículo 3o., así como los
numerales 3, 4, 5, 6, 7 y 8 del artículo décimo quinto tran-
sitorio, ambos de la Ley de Aguas Nacionales, con el pro-
pósito de alentar la sustentabilidad y el desarrollo de la
acuacultura, bajo la siguiente

Exposición de Motivos

La acuacultura sostiene actualmente un 43 por ciento de la
producción mundial de pescado utilizada para el consumo
humano, y se prevé que aumente y compense el déficit
mundial esperado de suministro procedente de la pesca de
captura y las demandas de la sociedad.

Como referente a este panorama, la pesca de captura cesó
de crecer a mediados de la década de 1980, mientras que el
sector acuícola ha mantenido una tasa de crecimiento me-
dio anual del 8.7 por ciento en todo el mundo.

La mayor parte de la producción acuícola de pescado, crus-
táceos y moluscos proviene de aguas continentales (61 por
ciento en cantidad y 53 por ciento en valor). 

En el caso de México, nuestro país ocupa el lugar número
20 en producción mundial por acuacultura. Esta actividad
tiene cobertura nacional, destacando el cultivo de especies
como el camarón, tilapia, langostino, bagre, trucha arcoíris,
ostión y peces de ornato.

Desde la óptica oficial se pronostica que derivado del au-
mento de la población y a causa de la pobreza extrema que
ha llevado a una dieta deficiente y poco balanceada, con ni-
veles de desnutrición elevados, se requiere contar con una
seguridad alimentaria, razón por la cual la acuacultura se
perfila como una alternativa llamada a incrementar la ofer-
ta de proteínas de origen animal.

La acuacultura está reconocida como una actividad que en
los aspectos económico y social ha venido contribuyendo
de manera importante al desarrollo sustentable de las po-
blaciones humanas, gracias entre otras bondades a que co-
adyuva en el mejoramiento de la seguridad alimentaria en
las comunidades rurales, promueve el cuidado del medio
ambiente a través de las campañas de reforestación y del
cuidado del agua, además de detonar el desarrollo de capa-
cidades y habilidades altamente técnicas.



Es asimismo una actividad que favorece el combate de la
pobreza en el medio rural, al ser generadora de empleos a
nivel local e involucrar a la familia en la unidad de pro-
ducción, así como a las mujeres en la empresa familiar,
además de ofrecer beneficios económicos directos al pro-
ductor.

No obstante los saldos positivos, no se reconoce la impor-
tancia de las aportaciones de la acuacultura a la seguridad
alimentaria y mucho menos al ahorro de agua. Esto último,
por no ser precisamente un recurso de consumo en su apro-
vechamiento.

Ahora bien, en el caso de la acuacultura en México, en la
Ley de Aguas Nacionales se estipula para esta actividad el
octavo lugar de prelación, lo que implica que tenga una
menor jerarquía entre los diferentes usuarios del agua.

Las tarifas de pago son más altas con respecto a las demás
actividades de producción primaria, causando que los pro-
ductores tengan mayores costos de producción.

A través de recientes investigaciones, se reconoce que aun-
que la acuacultura tiene sus particularidades, es una activi-
dad preponderantemente primaria.

A pesar de esto, la legislación actual no otorga a la acua-
cultura el reconocimiento como actividad que aporta a la
seguridad alimentaria, además de tampoco reconocerle los
ahorros en el uso del recurso agua.

En consecuencia y con la prontitud del caso, se requiere
modificar el marco legal correspondiente al nivel de prela-
ción que la acuacultura tiene frente a otras actividades pro-
ductivas primarias, para otorgarle reconocimiento como un
sector que aporta bienes favorables a la seguridad alimen-
ticia.

De esta manera, los acuicultores podrán tener la seguridad
de un marco jurídico que los ubique de entrada en el sector
económico primario, brindándoles mejores oportunidades
para regularizar su situación legal en el uso del agua e in-
corporando a la acuacultura a relaciones comerciales de ca-
rácter formal y facilitándole al productor el acceso a los
programas de apoyo para el campo ante las diferentes ins-
tancias gubernamentales y niveles de gobierno.

La eventual reforma al marco legal que preceptúa el nivel
de prelación de la acuacultura en cuanto al uso del agua, es-
taría posibilitando el aseguramiento de la producción. In-

cluso, la seguridad jurídica permitirá integrar medidas tec-
nológicas que mejoren la calidad del agua por unidad de
producción.

Esto, constituiría un detonante para permitir al sector un
mejor desarrollo en cuanto a la integración de nichos de
mercado con productos de calidad, inocuos o que contribu-
yen a mejorar la salud de los mexicanos, así como ser un
factor de impulso al desarrollo sustentable en el sector pri-
mario.

La legislación en la materia establece que no se pagará el
derecho por la extracción o derivación de aguas nacionales
que realizan personas físicas dedicadas a actividades agrí-
colas o pecuarias, debido a que estas guardan buen nivel de
prelación.

Resulta un contrasentido que para diversos efectos se en-
marque a la acuacultura como una actividad económica
perteneciente al sector primario con alto potencial de desa-
rrollo y que para otros propósitos, como lo es la materia
que ocupa la presente Iniciativa, sea considerada en un or-
den preferente lejano al que se otorga a las de carácter pe-
cuario y agrícola.

La presente Iniciativa tiene por ello como objetivo central:
homologar el uso del agua dulce para la actividad acuíco-
la, con el uso del agua para las actividades primarias.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a la con-
sideración de este pleno, el siguiente proyecto de

Decreto por el que se adiciona una fracción VII Bis y se
modifican la fracción LVII del artículo 3o., así como los
numerales 3, 4, 5, 6, 7 y 8 del artículo decimo quinto
transitorio, ambos de la Ley de Aguas Nacionales

Artículo Primero. Se adiciona una fracción VII Bis al ar-
tículo 3o. de la Ley de Aguas Nacionales, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 3o. Para los efectos de esta Ley se entenderá por:

VII. . . 

VII Bis. “Aprovechamiento de Paso” aquel realizado
en cualquier actividad que no implique consumo de
volúmenes de agua, y sus alteraciones no excedan los
parámetros que establezcan las normas oficiales me-
xicanas.
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Artículo Segundo. Se modifica la fracción LVII del ar-
tículo 3o. de la Ley de Aguas Nacionales, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 3o. Para los efectos de esta Ley se entenderá por:

LVI. ...

LVII. “Uso en Acuacultura” el aprovechamiento de
paso de aguas nacionales en el conjunto de activida-
des dirigidas a la reproducción controlada, pre en-
gorda y engorda de especies de la fauna y flora rea-
lizadas en instalaciones en aguas nacionales, por
medio de técnicas de cría o cultivo, que sean suscep-
tibles de explotación comercial, ornamental o recre-
ativa. 

Artículo Tercero. Se modifican los numerales 3, 4, 5, 6, 7
y 8 del artículo Décimo Quinto Transitorio de la Ley de
Aguas Nacionales, para quedar como sigue:

Décimo Quinto. En tanto se cumple con lo dispuesto en el
Párrafo Tercero del Artículo 22 de esta Ley, se observará el
siguiente orden de prelación de los usos del agua para la
concesión y asignación de la explotación, uso o aprove-
chamiento de aguas nacionales, superficiales y del subsue-
lo, aplicable en situaciones normales:

1. Doméstico;

2. Público urbano;

3. Acuacultura;

4. Pecuario;

5. Agrícola;

6. Usos para la conservación ecológica o uso ambien-
tal;

7. Generación de energía eléctrica para servicio pú-
blico;

8. Industrial;

9. Generación de energía eléctrica para servicio privado;

10. Lavado y entarquinamiento de terrenos;

11. Usos para turismo, recreación y fines terapéuticos;

12. Uso múltiple, y

13. Otros.

Lo anterior se aplicará sin perjuicio de lo dispuesto en el
Artículo 29 BIS y en el Título Quinto, de esta Ley.

Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 30 abril de 2013.—
Diputado Alfonso Inzunza Montoya (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Recursos Hidráulicos, para
dictamen. 

CONSTITUCION POLITICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 16 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la
diputada María Guadalupe Mondragón González, del Gru-
po Parlamentario del PAN

La que suscribe, diputada María Guadalupe Mondragón
González, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional de la LXII Legislatura del honorable
Congreso de la Unión, en ejercicio de la facultad que le
otorga el artículo 71, fracción II, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, y de conformidad
con lo dispuesto en los artículos 6o., fracción I, del nume-
ral 1; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a la consideración de esta asamblea la siguiente ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona el
artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos con base en la siguiente

Exposición de Motivos

El arraigo: una figura cuestionada.

A partir de su entrada en vigor en el 2008, el arraigo ha sus-
citado opiniones divididas entre los que consideran necesa-



ria su aplicación y quienes lo rechazan. Entre los primeros
es frecuente enterarse de declaraciones de las autoridades
responsables de la procuración de justicia en el sentido de
que resulta imprescindible para enfrentar a la delincuencia
organizada. Son defensores de derechos humanos tanto
presidentes de organismos públicos como miembros de or-
ganizaciones sociales los que militan en contra de su vi-
gencia. La Conferencia Nacional de Procuración de Jus-
ticia acordó de manera unánime solicitar al Senado de la
república revisar la posibilidad de hacer una enmienda
constitucional para devolver las posibilidades de arraigo a
delitos del orden común, mientras que los estados de Chia-
pas, Chihuahua, Yucatán y Oaxaca han eliminado la figura.
Guanajuato no la incluyó en su nuevo Código de Procedi-
mientos Penales. Los presidentes de la Comisión Estatal
de Derechos Humanos de Hidalgo y el del Distrito Fe-
deral han pedido que el arraigo desaparezca de nuestra le-
gislación. Este último elaboró un estudio en detalle al que
haremos alusión más adelante. Diversas instancias de las
Naciones Unidas se han sumado a la exigencia en contra
del arraigo y otras de la misma Organización junto con or-
ganismos regionales y numerosas naciones han reconocido
el esfuerzo que significa para el pueblo de México el com-
bate a la delincuencia. 

Cabe señalar que el decreto publicado el 18 de junio del
2008 en el Diario Oficial de la Federación relativo a los
juicios orales establece, en el régimen transitorio, lo si-
guiente:

Décimo Primero. En tanto entra en vigor el sistema pro-
cesal acusatorio, los agentes del Ministerio Público que de-
termine la ley podrán solicitar al juez el arraigo domicilia-
rio del indiciado tratándose de delitos graves y hasta por un
máximo de cuarenta días.

Esta medida será procedente siempre que sea necesaria pa-
ra el éxito de la investigación, la protección de personas o
bienes jurídicos, o cuando exista riesgo fundado de que el
inculpado se sustraiga a la acción de la justicia.

Lo anterior implica que las Procuradurías de Justicia y Fis-
calías locales están en aptitud de aplicar el arraigo hasta el
2016.

El ex titular de la Subprocuraduría Jurídica y de Asuntos
Internacionales de la Procuraduría General de la Repúbli-
ca, Jorge Alberto Lara Rivera en el artículo “La figura
del arraigo es pertinente y cumple cabalmente criterios de

derechos humanos” (Revista “dfensor” de febrero de 2012,
de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal)
considera lo siguiente:

No podemos realizar una discusión objetiva sobre el arrai-
go sin tener en cuenta y poner en el centro de la discusión
de las figuras penales y procesales a la figura de la víctima.
Y me parece que la necesidad de procurar seguridad, tran-
quilidad, e incluso en algunos casos a la propia seguridad
física y seguridad en la vida, en los bienes, en la familia y
el entorno de las víctimas, hace que esta figura de medida
cautelar cobre relevancia, pertinencia y plena legitimidad.

Luis de la Barreda Solórzano, en un artículo titulado De-
tener para investigar menciona lo siguiente:

Reprobación

El arraigo ha sido reprobado por organismos nacionales
e internacionales de derechos humanos.

El Comité contra la Tortura de la ONU expresó el 7 de
febrero de 2007 preocupación por la figura del ‘arraigo
penal’ que, según la información recibida, se habría con-
vertido en una forma de detención preventiva con el uso
de casas de seguridad (casas de arraigo) custodiadas por
policías judiciales y agentes del Ministerio Público,
donde se pueden detener indiciados durante 30 días —
hasta 90 días en algunos estados— mientras se lleva a
cabo la investigación para recabar evidencia, incluyen-
do interrogatorios, y propuso al Estado mexicano “ga-
rantizar que la figura del arraigo desaparezca tanto en la
legislación como en la práctica, a nivel federal así como
a nivel estatal.

El Subcomité para la Prevención de la Tortura y otros
Tratos Crueles, Inhumanos o Degradantes de la ONU
consideró en el informe sobre su visita a México que “la
figura jurídica del arraigo puede llegar a propiciar la
práctica de la tortura al generar espacios de poca vigi-
lancia y vulnerabilidad de los arraigados, quienes no tie-
nen ninguna condición jurídica claramente definida pa-
ra poder ejercer su derecho de defensa”.

El Comité de Derechos Humanos de la ONU lamentó el
22 de marzo de 2010 la falta de aclaraciones sobre el ni-
vel de pruebas necesarias para una orden de arraigo y re-
comendó al Estado mexicano la eliminación de esa fi-
gura jurídica.
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La Relatora Especial de la ONU sobre la Independencia
de Jueces y Abogados señaló, al concluir su visita a Mé-
xico en octubre de 2010, que la figura del arraigo es re-
sultado del mal funcionamiento del sistema de investi-
gación y procuración de justicia, pues coloca los
incentivos en una dirección contraria al fortalecimiento
de la capacidad investigativa de la autoridad y viola el
principio de presunción de inocencia.

La Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal
(cdhdf), en su Recomendación 2/2011, consideró que
“con la solicitud y otorgamiento de las órdenes de arrai-
go se prolongan privaciones de la libertad de las perso-
nas, sin controlarse la legalidad de la detención, lo cual
viola el derecho a la libertad personal consagrado en la
Constitución y en los instrumentos internacionales de
derechos humanos reconocidos por el Estado mexica-
no”, y que “el modelo de la reforma de 2008, al estable-
cer en la Constitución el arraigo, se alejó de la concep-
ción del derecho penal ciudadano y lo aproximó a
modelos represivos de restricciones a los derechos hu-
manos y libertades fundamentales reconocidos en diver-
sos instrumentos internacionales. A través del arraigo se
establece un régimen de excepción […].

Las opiniones provenientes del ámbito internacional impli-
can una valoración, en sede legislativa, de la relación de los
tratados internacionales con el derecho interno especial-
mente con nuestra Ley Fundamental que abordaremos en
esta misma iniciativa.

Antes de la reforma constitucional de justicia penal y se-
guridad pública del 2008, el arraigo estaba contemplado en
los códigos de procedimientos penales así federal como del
fuero común. La Suprema Corte de Justicia de la Nación
resolvió que el arraigo regulado en la ley penal procesal de
Chihuahua era violatorio de garantías en razón de que afec-
taba directamente la libertad personal sin contar con res-
paldo constitucional. De ahí que ante la oleada de violen-
cia desatada por la delincuencia a fines de la
administración federal 2000-2006 e intensificada con la
entrada de la siguiente 2006-2012, el titular del Ejecutivo
Federal se vio obligado a recurrir a las Fuerzas Armadas
permanentes para enfrentar la emergencia nacional. Con
dicha decisión para mantener y en muchos casos recuperar
la seguridad interior, se presentaron sendas iniciativas ante
el Congreso de la Unión para dotar a todos los cuerpos de
seguridad de instrumentos jurídicos a fin de superar los ata-
ques y peligrosidad creciente mostrada por los grupos cri-

minales. De esta manera, por tratarse de una restricción a
la libertad personal, los legisladores incorporaron a la Ley
Fundamental la figura del arraigo.

Para la mayoría de las organizaciones defensoras de dere-
chos humanos la inclusión del arraigo en la reforma cons-
titucional de justicia penal no hizo más que dar la vuelta a
la jurisprudencia de la Corte. La reforma posterior también
constitucional pero en materia de derechos humanos puso
en contraste aun más agudo la restricción que a título de
medida cautelar implica el arraigo con diversos derechos
humanos como la libertad y la integridad personales y la
presunción de inocencia, entre otros. Es importante, como
hemos visto, saber en qué consiste la figura del arraigo.
Luis David Coaña Be, maestro en derecho penal y ampa-
ro; profesor en la Facultad de Derecho de la Universidad
Autónoma de Yucatán considera lo siguiente:

En términos coloquiales, al arraigo lo podemos definir co-
mo una medida preventiva que permite al Ministerio Pú-
blico tener a su disposición al sospechoso de haber come-
tido un delito mientras se perfeccionan y localizan los
medios de prueba idóneos para lograr la integración de la
averiguación con todos los elementos necesarios para pro-
ceder a la consignación respectiva.

Todos reconocen su naturaleza jurídica ubicándolo en el
grupo de las medidas cautelares, lo cual deja ya entrever su
importancia: dichas medidas tienen la finalidad de preser-
var el juicio principal. En otras palabras, el arraigo como
medida cautelar está concebido como un instrumento para
asegurar ya no digamos el éxito sino la mera instauración
del procedimiento penal. En medio de una escalada de vio-
lencia caracterizada por miles de muertos y desaparecidos
así como la expansión de la actividad de los grupos crimi-
nales más allá del trasiego de drogas perpetrando sistemá-
ticamente delitos como el secuestro, la desaparición y la
extorsión además de las ejecuciones, conviene ponderar
con detenimiento las opiniones en pro y en contra del arrai-
go como medida cautelar en el combate a la delincuencia.

Las objeciones principales en torno al arraigo son las si-
guientes:

a) No es acorde con el principio de inocencia.

b) Se tramita y, en su caso, concede sin escuchar al afec-
tado.



c) Se prolongan privaciones de la libertad, sin contro-
larse la legalidad de la detención.

d) Se obstaculiza y hasta se impide el contacto del inte-
resado con su defensa.

e) Se registran casos de tortura.

Principio de Inocencia

José Antonio Caballero, profesor e investigador del CI-
DE, especializado en administración de justicia y proceso
penal, opina lo siguiente: El arraigo es muy barato. Basta
con una sospecha. Eso es lo que preocupa, que se utilice
como la única vía para investigar.

A fin de aminorar la afectación de este principio, habrá de
requerirse al Ministerio Público que precise las pruebas
que pretende desahogar y la existencia material de los me-
dios específicos para introducir un elemento de racionali-
dad en su petición. Lo anterior con el propósito de evitar la
práctica de detener para investigar ya que al presentar la
solicitud de arraigo, la autoridad de procuración de justicia
debe contar con elementos probatorios que si bien insufi-
cientes sí permitan una valoración de la probable autoría o
participación del detenido en hechos delictuosos más allá
de la mera sospecha.

Es importante señalar que en tratándose de delincuencia or-
ganizada la dinámica criminal derivada el núcleo del tipo
penal consistente en la asociación o acuerdo para delinquir,
esto es, para concebir, planear, preparar y llevar a cabo
otros ilícitos como el trasiego de drogas, adquisición y trá-
fico de armas prohibidas, privaciones de la libertad en mo-
dalidad de secuestro, lesiones y homicidio con agravantes,
trata de personas, robo de vehículos, asalto y extorsiones,
entre otros, requiere para su investigación de desarrollar
actividades de inteligencia. Este tipo de investigación, por
su naturaleza, implica períodos prolongados ya que las ac-
ciones que la componen llevan tiempo, tales como la infil-
tración de agentes encubiertos en las células criminales, la
identificación de los miembros y su lugar en la jerarquía
con miras a intervenir sus comunicaciones privadas, la so-
licitud de cateos, el seguimiento que necesariamente tiene
que ser durante varios días o semanas a algún presunto in-
tegrante de la delincuencia. La recolección de datos es só-
lo el principio pues el denominado ciclo de inteligencia
continúa con el análisis de la información para generar pro-
ductos que sean finalmente útiles hacia la revelación de los
mapas o redes delictivas que conduzcan al ejercicio de la

acción penal. En relación con la complejidad de las investi-
gaciones sobre la delincuencia organizada, el ex Subprocu-
rador Lara en el artículo ya citado, considera lo siguiente:

¿Cuál es la racionalidad más importante de esta redistribu-
ción de cargas y responsabilidades en el sistema acusato-
rio? Es propiciar parámetros de investigaciones de exce-
lencia entre la Policía y el Ministerio Público, las cuales
sean a fondo y, en la medida de lo posible, que puedan ir
generando que figuras como la flagrancia –que nunca deja-
rán de existir ni de tener pertinencia– puedan ir dando pa-
so a investigaciones de calado mucho más profundo, in-
vestigaciones que  impliquen inteligencia criminal,
inteligencia financiera y redes de vínculos para prevenir y
combatir el fenómeno delictivo en los casos particulares.

Y es para este tipo de investigaciones profundas, hacia las
cuales tenemos que marchar, que las  nuevas figuras inves-
tigativas y las nuevas medidas cautelares se están plante-
ando. Desde esta visión el arraigo parece ser un puente, so-
bre todo atendiendo al fenómeno complejo de la
delincuencia organizada.

En consecuencia, la solicitud de un arraigo debe reflejar los
medios de prueba de los que se tiene noticia en relación
con el ejercicio de las atribuciones que para investigar a la
delincuencia organizada tiene el Ministerio Público como
las citadas intervención de comunicaciones privadas y
práctica de cateos.

En este orden de ideas, el arraigo será de otorgarse sólo si
existe una congruencia entre los datos que el Ministerio
Público aporte sobre la conducta del detenido y las pruebas
que manifieste planea obtener y desahogar para efectos de
una consignación a los tribunales. Desde luego, lo anterior
presupone hechos que impliquen la existencia del delito
grave o de delincuencia organizada; una investigación e in-
dicios razonables sobre la participación del sujeto en la co-
misión del ilícito.

In audita parte

Antes de decidir sobre el otorgamiento de la medida, el
juez tiene el deber de escuchar al detenido pues sus expli-
caciones pueden resultar ilustrativas en descargo de los da-
tos que llevaron al Ministerio Público a considerarlo miem-
bro de la delincuencia organizada o autor en algún nivel de
participación de otro delito. De igual forma, el arraigado
debiera tener el derecho de aportar pruebas en cualquier
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momento tendientes a formar en el juez la convicción del
levantamiento de la medida cautelar.

Legalidad de la detención

Habiendo determinado la Suprema Corte de Justicia de
la Nación que el arraigo entraña una privación de la liber-
tad, debiera valorar el juzgador, de manera previa a la pro-
cedencia de la medida cautelar, si la persona fue detenida
bajo los supuestos constitucionales y de ley. Lo anterior sin
importar que el arraigo tenga por objetivo, de obtenerse las
pruebas que lo motivaron, el solicitar una orden de apre-
hensión pues la expedición de ésta no purga el vicio de una
detención ilegal.

Casi siempre la necesidad del arraigo se hace evidente
cuando se ha detenido a algún miembro de la delincuencia
organizada en flagrancia pero no se cuenta con pruebas su-
ficientes para lograr un auto de sujeción a proceso. Es pa-
radigmático y frecuente el caso del homicidio en que se re-
copila sangre en la vestimenta del imputado pero la prueba
pericial de genética lleva casi un mes para concretarse. En
este sentido, es de atenderse la observación de la Comisión
de Derechos Humanos del Distrito Federal para estable-
cer que antes de entrar al estudio de la procedencia de la
petición de arraigo, el juez debiera revisar la legalidad de
la detención.

Obstáculos a la Defensa.

En realidad, no debiera registrarse el mínimo impedimento
o barrera a la labor del defensor ya que no existe precepto
alguno que permita pensar que el otorgamiento del arraigo
produce el efecto de suspender este derecho del detenido
para reanudarse en caso del ejercicio de la acción penal. La
defensa debiera estar en contacto con el detenido cuantas
veces considere necesario en preparación de cuanta acción,
recurso o alegato piense que es necesario para la preserva-
ción de los derechos fundamentales del afectado por el
arraigo. El acceso a la averiguación previa penal debe ser
amplio. No obstante, en la práctica cotidiana nos encontra-
mos con que es frecuente que en las Procuradurías de Jus-
ticia se niegue sistemáticamente al detenido tener contacto
con su defensa y a que nieguen el expediente, la defensa así
se ve obligada a interponer demandas en pos de la protec-
ción de los tribunales federales para que se reconozca un
derecho con el que ya cuenta. De ahí la necesidad de reite-
rar en la preceptiva constitucional del arraigo que el dete-
nido tiene derecho a reunirse con su defensa cuantas veces
lo crea necesario.

Erradicación de la Tortura

Las circunstancias anteriores, en particular la detención ile-
gal y la negativa al derecho a la defensa, contribuyen a crear
una situación propicia para que el detenido sea víctima de
tortura. Una situación de aislamiento y abandono que algu-
nos investigadores y hasta Agentes del Ministerio Público
provenientes de una cultura ajena a los derechos humanos
pueden y de hecho interpretan como carta blanca para tortu-
rar. 

En reportes de la Comisión Nacional de Derechos Hu-
manos aparece que de las 120 quejas recibidas entre junio
de 2008 y abril de 2010 relacionadas con arraigos, 38 por
ciento correspondían a detenciones arbitrarias y otro 41 por
ciento a tratos crueles, inhumanos o degradantes durante o
después de la captura… 26 por ciento de los denunciantes,
además, revelaron haber sufrido ambos tipos de abuso.

Una figura establecida a nivel constitucional como el arrai-
go no debe degenerar en una patente para violentar la inte-
gridad física de los detenidos. Con la finalidad de salva-
guardar al detenido de la práctica de la tortura es menester
que el juez esté consciente que sobre sus hombros recae la
integridad física y psíquica de la persona bajo arraigo en la
medida que dicte reglas para conservarlo y mantenerlo li-
bre de malos tratos, golpes o amenazas. Escuchando a las
partes, el juez determinará si un familiar o persona de con-
fianza acompaña al arraigado; si se instalan cámaras de vi-
deo-vigilancia, si está presente en todo momento su aboga-
do defensor o personal de organismos defensores de
derechos humanos, si se le revisa por un médico forense por
la mañana y por la noche, en fin la que considere adecuada
para evitar que el arraigado resulte víctima de tortura.

Margen de apreciación

Finalmente, es importante tener presente que los tribunales
internacionales, especialmente la Corte Interamericana
de Derechos Humanos, han adoptado el criterio de que los
Estados parte del sistema de protección regional gozan de
un margen para aplicar los deberes que han contraído al
suscribir los pactos de derechos humanos, desde luego sin
llegar a la denegación de hecho de los derechos.

Sin abdicar de los compromisos internacionales en materia
de derechos humanos es importante tomar en cuenta que el
principio del margen de apreciación surgió precisamente
cuando la seguridad nacional de algunas naciones se en-
contraba amenazada. Carlos Brokmann Haro, académi-



co, menciona que la Corte Europea impulsó la doctrina del
margen de apreciación en un principio debido a las preo-
cupaciones de los gobiernos de los países europeos de la
posible intromisión de las políticas internacionales en las
cuestiones de seguridad nacional. Dicho principio se acuñó
originalmente en el Tribunal Europeo de Derechos Hu-
manos y, sin mencionarlo explícitamente, ha sido aplicado
en nuestra región por la Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos, por ejemplo en el caso Castañeda Guzmán
c. México, sentencia de excepciones preliminares, fondo,
reparaciones y costas del 6 de agosto de 2008. En el caso
Irlanda contra el Reino Unido, el Tribunal Europeo señaló:

“Incumbe a cada Estado contratante, responsable de la
vida de la nación, determinar si un peligro público lo
amenaza y si esto ocurre evaluar los medios que tiene
para disiparlo. […] las autoridades nacionales se en-
cuentran en principio, en mejor lugar, que el juez inter-
nacional para pronunciarse sobre la presencia de ese pe-
ligro, así como sobre la naturaleza y el alcance de las
suspensiones para conjurarlo. El artículo 15 permite un
amplio margen de apreciación.”

El tratadista colombiano Francisco R. Barbosa Delgado
considera lo siguiente: “Tanto el Tribunal Europeo como la
Corte Interamericana desde una perspectiva externa, se re-
fieren al margen nacional de apreciación como el espacio
limitado de interpretación que tiene el Estado frente a los
derechos fundamentales”. Como se puede observar, el
principio del margen de apreciación impulsa el respeto de
los tribunales internacionales por las decisiones nacionales.

Lo anterior nos lleva a verificar si las circunstancias de
amenaza a la seguridad nacional persisten en nuestro país
y, en consecuencia, la necesidad del interés público de un
régimen de excepción para perseguir a la delincuencia or-
ganizada. 

Actualidad de la vulneración a la Seguridad Nacional.

Para aprobar la Reforma Constitucional de Justicia Penal
fueron de suma importancia lo siguiente:

Dictamen 13 de diciembre 2007, Consideraciones 

Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales; de
Justicia; de Gobernación; de Seguridad Publica 
y de Estudios Legislativos, Segunda

En este tenor, se estima oportuno y conveniente aprovechar
este momento para dictaminar la Iniciativa con Proyecto de

Decreto por el que se reforman diversos artículos de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
presentada ante esta cámara, por el Ejecutivo Federal en
sesión ordinaria del martes 13 de marzo de 2007, y turna-
da a estas comisiones dictaminadoras, y con opinión de la
Comisión de la Defensa Nacional, en razón de que ésta so-
licitó ampliación de turno. Lo anterior en virtud de que
coincide en forma esencial con el espíritu de la minuta en
estudio, ya que dicha iniciativa responde a la necesidad de
llevar a cabo una reforma sustantiva en materia de justicia
penal en México, al considerar que las leyes han sido reba-
sadas por el fenómeno delictivo y que deben ser adecuadas
a la realidad para que el Estado mexicano cuente con las
herramientas suficientes para tener éxito en el combate a la
delincuencia.

Estas comisiones unidas coinciden primordialmente con la
evaluación y análisis de la problemática en materia de se-
guridad pública y justicia penal que anima la propuesta del
Ejecutivo Federal, así como con los objetivos y fines que
se persiguen con ella.

En efecto, estas comisiones comparten la idea de que para
hacer prevalecer el Estado democrático de derecho en
nuestro país, deben por un lado adecuarse las estructuras
constitucionales y legales existentes, a fin de dar respuesta
con mayor efectividad al grave fenómeno delictivo que
nuestro país padece, sin conculcar los derechos fundamen-
tales de las personas tutelados en nuestra Carta Magna y en
los instrumentos internacionales suscritos por el Estado
mexicano.

El proponente de la iniciativa en comento, señala que en
nuestro país, los niveles de impunidad y de inseguridad pú-
blica se han incrementado en los últimos años, lo que difi-
culta el desarrollo político, económico y social de México,
además de que siembra incertidumbre, temor generalizado
en la sociedad y provoca desconfianza en las instituciones
del Estado además de que obstaculiza el pleno desarrollo
individual de los miembros de la sociedad.

Agrega que el actual sistema de justicia fue concebido en
una época distinta a la que vivimos hoy. La globalización y
las nuevas tecnologías han modificado no sólo las necesi-
dades y los intereses de los distintos grupos que conforman
la sociedad, sino sus actividades y valores así como los me-
dios e instrumentos a través de los cuales los miembros de
la sociedad interactúan y se comunican. Es por ello, que se
requiere una revisión profunda a nuestras instituciones y a
nuestra legislación, a fin de hacer frente a las formas que la
delincuencia ha adoptado. 
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De manera general, durante el presente análisis y estudio se
identificaron tres problemas centrales, a saber: 

1. Que el sistema de procuración e impartición de justicia
penal tiene serios problemas operativos y de diseño, y que
no cumple con sus funciones. 

2. Que existe una crisis en la seguridad pública que ame-
naza al Estado mexicano en su conjunto, en particular
aquella generada por la delincuencia organizada. 

3. Que se carece de una indispensable coordinación entre
los poderes y los órdenes de gobierno -federal, estatal y
municipal- para enfrentar el problema de la seguridad pú-
blica y para mejorar el funcionamiento de la justicia penal.
Esto es particularmente grave en el ámbito de las policías.

El consenso sobre la existencia de estos tres grandes pro-
blemas permitió definir con claridad los objetivos de la re-
forma. Estos son los siguientes: 

1. Una reforma que permita un tránsito ordenado, gra-
dual y viable al sistema acusatorio. 

2. Un sistema eficaz para combatir a la delincuencia, en
especial aquella que tiene el carácter de organizada. 

3. Un sistema penal que garantice el debido proceso, la
presunción de inocencia, asegure los derechos de las
víctimas y proteja a los ciudadanos de los abusos de la
autoridad.

Arraigo

La minuta en estudio presenta una propuesta novedosa pa-
ra el tratamiento de la delincuencia organizada, que es la de
incorporar en la Constitución una medida cautelar para evi-
tar que el indiciado pueda evadirse de la autoridad ministe-
rial en un primer momento y de la judicial posteriormente,
o bien, que pueda obstaculizar la investigación o afectar la
integridad de las personas involucradas en la conducta in-
dagada. 

Es evidente que la creciente organización de la delincuen-
cia ha puesto en algún nivel de riesgo las clásicas institu-
ciones jurídico-procesales, por lo que el legislador ha am-
pliado el espectro de medidas eficaces para contrarrestar su
impacto en la percepción de inseguridad pública, una de és-
tas es el arraigo. El arraigo consiste en detener a un indivi-
duo, por orden judicial, durante un período determinado, a

petición del Ministerio Público, durante la investigación pre-
liminar o el proceso penal, a fin de evitar que el imputado se
evada del lugar de la investigación o se oculte de la autori-
dad, o afecte a las personas involucradas en los hechos ma-
teria de la indagatoria. Existe el arraigo en el domicilio fí-
sico del investigado o el que se cumple en un lugar distinto,
inclusive de la demarcación donde reside, el primero se ha
utilizado para delitos calificados como graves por la ley y
el segundo sólo para presuntos miembros de la delincuen-
cia organizada, siempre con autorización judicial previa. 

La medida es de suma utilidad cuando se aplica a sujetos
que viven en la clandestinidad, o que no residen en el lugar
de la investigación, o cuando pertenecen a complejas es-
tructuras delictivas que fácilmente pueden burlar los con-
troles del movimiento migratorio o exista una duda razo-
nable de que en libertad obstaculizarán a la autoridad o
afectarán a los órganos y medios de prueba, y contra los
que no puede obtenerse aún la orden de aprehensión, por la
complejidad de la investigación o la necesidad de esperar
la recepción de pruebas por cooperación internacional. 

No obstante, la Suprema Corte de Justicia de la Nación
emitió ejecutoria en la acción de inconstitucionalidad
20/2003 promovida por legisladores del Estado de Chihua-
hua en contra del Congreso y el gobernador de aquél Esta-
do, por la cual declaró la invalidez del artículo 122 bis del
otrora vigente Código de Procedimientos Penales local, ar-
gumentando en lo esencial que constituye una restricción
de la garantía de libertad personal, no prevista en la Cons-
titución General de la República, lo que resulta inadmisi-
ble, en atención al principio previsto por el artículo 1º de la
misma, el cual prescribe que las excepciones a las garantí-
as deben contenerse en la propia Constitución. 

En ese sentido, la minuta propone que se incorpore en el ar-
tículo 16 constitucional el arraigo exclusivamente para ca-
sos donde se investigue el delito de delincuencia organiza-
da, fijando los casos de procedencia, la autoridad que lo
solicita y quién lo autoriza, la temporalidad por la que pue-
de ser otorgado, la opción de que el juez determine el lugar
y demás condiciones de ejecución, la posibilidad de pró-
rroga hasta por un término igual, y la justificación para
ello, con lo cual se satisfacen los extremos de una excep-
ción a la garantía individual de libertad personal. 

Por lo que se considera procedente la propuesta de incor-
porar la figura del arraigo para investigaciones y procesos
seguidos por el delito de delincuencia organizada, en este
último caso, cuando no subsista la prisión preventiva, en



los términos y condiciones que el juez establezca, de con-
formidad con la ley de la materia, así como por la tempo-
ralidad de hasta cuarenta días y con opción a prórroga has-
ta por otros cuarenta días, siempre que sigan vigentes las
circunstancias que justificaron su autorización inicial.”

Hoy día, el recuento de la actividad delictiva arroja un pa-
norama de mayor incidencia. En efecto, el periódico Mile-

nio contabilizó a partir de la cobertura informativa del fe-
nómeno criminal los datos siguientes:

De acuerdo con Milenio, en diciembre de 2012 se registra-
ron 982 ejecuciones. El promedio diario (32) fue superior
al del sexenio (27). En 19 entidades hubo al menos 25 eje-
cuciones.

En otras palabras, la causa que llevó a la decisión legislati-
va de elevar al arraigo a rango constitucional no sólo se
mantiene sino que se agudiza.

Falta de control judicial.

A fin de evitar el uso discrecional del arraigo es necesario
sujetarlo, en la preceptiva constitucional, a un control judi-
cial que permita armonizarlo con el esquema de un Estado
democrático de Derecho, en el cual cobren vigencia por
igual los derechos fundamentales y la función de seguridad
pública y nacional en beneficio de las personas.

La eficacia del arraigo

La periodista Gabriela Gutiérrez M. refiere que “…des-
pués de nueve meses de disputas, y con el apoyo del Insti-
tuto Federal de Acceso a la Información Pública (IFAI), un
recurso de revisión y nueve meses de espera, la PGR brin-
dó la siguiente información:

Sólo la Subprocuraduría de Delincuencia Organizada otor-
gó el dato de cuántos de estos casos habían llegado a un
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proceso penal: consignados, 3 mil 928; órdenes de apre-
hensión, 3 mil 774; autos de formal prisión, 3 mil 507. Sin
embargo, se desconoce cuántos terminan en una sentencia
de culpabilidad.”

Toda medida cautelar busca preservar la materia del juicio,
es decir, que el juicio tenga lugar por lo que el arraigo, de
acuerdo a los números anteriores resulta de una eficacia,
tratándose de la SIEDO, de casi el 82 por ciento 

Según cifras rastreadas por la Comisión Mexicana de De-
fensa y Promoción de los Derechos Humanos
(CMDPDH), un promedio de 1.82 personas son puestas
bajo arraigo cada día a nivel federal y 1.12 a nivel local.

En punto a la eficacia del arraigo, el ex  Subprocurador Ju-
rídico y de Asuntos Internacionales que hemos venido ci-
tando menciona lo siguiente:

A nivel federal la figura del arraigo no solamente está vi-
gente sino que es pertinente, tiene un alto índice de efica-
cia y eso habla de la necesidad de que siga estando en el ca-
tálogo de medidas y de instrumentos con el que cuentan las
autoridades.

Cerca de 90 por ciento de los casos que son objeto de arrai-
go a nivel federal logran ser consignados y encausados pro-
cesalmente.

Consideraciones finales

Las razones que llevaron al Poder Legislativo Federal a
aprobar el Arraigo y a las Legislaturas de los estados a ra-
tificar dicha decisión parlamentaria se mantienen a la fecha
ya que las estadísticas muestran que la delincuencia orga-
nizada continúa desplegando su accionar criminal. Si bien
es cierto que diversos organismos internacionales han he-
cho al Estado mexicano la recomendación de cancelar di-
cha figura, también lo es que el principio del margen de
apreciación igualmente aplicado por el sistema regional de
protección de los derechos humanos permite a nuestro país
adoptar medidas legislativas ante la amenaza que la delin-
cuencia organizada representa para la seguridad nacional,
por lo menos en tanto no se registre un pronunciamiento de
índole jurisdiccional por parte de la Corte Interamericana
en que se valoren todas las circunstancias del caso.

Sin embargo, es claro que ha habido abusos en la utiliza-
ción de la figura principalmente en tratándose de quejas
por tortura y obstrucción a la defensa de los imputados, au-
nado a que sin duda entraña una vulneración al principio de

inocencia ya de por sí cuestionado por la implementación
de la prisión preventiva en todo el orbe. En cuanto al pla-
zo, la principal prueba a desahogarse es la de genética para
determinar si las muestras de sangre que pueden ser tam-
bién de saliva o cabellos, entre otras, encontradas en la es-
cena de los hechos corresponden a los detenidos que se ha-
yan encontrado. Dicha prueba pericial por lo general lleva
de 2 a 3 semanas ya que las muestras suelen estar contami-
nadas pues se recogen del suelo o superficies de objetos di-
versos. Por ello, se considera razonable establecer el perí-
odo del arraigo en veinte días que permitan practicar esta
prueba que de las periciales es la que más tiempo requiere.
De ahí que, en tanto entra en vigor pleno el sistema de jus-
ticia acusatorio en la república, resulta obligado clarificar
la figura del Arraigo por medio de reglas claras que reduz-
can su impacto en el principio de inocencia y, asimismo,
eviten abusos permitiendo su aplicación correcta y eficaz
en contra de los miembros de la delincuencia organizada
para acabar cuanto antes con la violencia que padecen los
habitantes del país, recuperar la paz y el orden públicos y
canalizar recursos para el desarrollo nacional.

En este orden de ideas, con el propósito de limitar al máxi-
mo los efectos adversos del Arraigo en los derechos funda-
mentales de las personas y al mismo tiempo mantener un
instrumento eficaz para las autoridades encargadas de la
procuración y administración de justicia, cumpliendo así
con el deber básico de todo Estado en un  régimen demo-
crático de proteger y brindar seguridad a sus habitantes, so-
meto a consideración de esa asamblea el siguiente proyec-
to de

Decreto que reforma y adiciona el artículo 16 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Único. Se reforma y adiciona el párrafo octavo y se adi-
ciona un párrafo noveno del Artículo 16 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, fa-
milia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de
mandamiento escrito de la autoridad competente, que fun-
de y motive la causa legal del procedimiento.

…
…
…
…
…
…



La autoridad judicial, a petición del Ministerio Público y
tratándose de delitos de delincuencia organizada, podrá de-
cretar el arraigo de una persona, estableciendo las medi-
das que considere prudentes para garantizar que el im-
putado no sea víctima de tortura y ejerza plenamente
su derecho a la defensa, con las modalidades de lugar y
tiempo que la ley señale, sin que pueda exceder de veinte
días, siempre que sea necesario para el éxito de la investi-
gación, la protección de personas o bienes jurídicos, o
cuando exista riesgo fundado de que el inculpado se sus-
traiga a la acción de la justicia. Este plazo podrá prorro-
garse, siempre y cuando el Ministerio Público acredite que
subsisten las causas que le dieron origen. En todo caso, la
duración total del arraigo no podrá exceder los treinta dí-
as. 

Para conceder el arraigo se requiere que haya con-
gruencia entre los datos que exprese el Ministerio Pú-
blico sobre los hechos delictuosos y las pruebas que ma-
nifieste habrá de recabar a efecto de reunir elementos
para el ejercicio de la acción penal. El juez que tenga
conocimiento de la causa, revisará en primer término
que la detención del imputado haya sido legal. El impu-
tado puede solicitar en cualquier tiempo el levanta-
miento de la medida cautelar y ofrecer pruebas, de las
cuales el tribunal desahogará las que resulten perti-
nentes y resolverá antes de que concluya el plazo del
arraigo.

Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 30 de abril de 2013.—
Diputada María Guadalupe Mondragón González (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen. 

LEY FEDERAL DE RADIO Y TELEVISION

«Iniciativa que reforma el artículo 59 de la Ley Federal de
Radio y Televisión, a cargo del diputado Jaime Bonilla Val-
dez, del Grupo Parlamentario del PT

El suscrito, integrante de la LXII Legislatura, Jaime Boni-
lla Valdez, con fundamento en la fracción II del artículo 71

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, así como en los artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, se permite someter a
consideración de esta asamblea la presente iniciativa con
proyecto de decreto, por el que se reforma el artículo 59 de
la Ley Federal de Radio y Televisión, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

La historia de la radio y televisión cobró auge en el siglo
XIX como uno de los medios masivos de comunicación, en
México, las transmisiones por parte de estaciones comer-
ciales tuvieron sus inicios en 1930, en el caso de la radio,
y en 1950 en el caso de la televisión. Desde esos momen-
tos, los nuevos medios dejaron de ver que sus capacidades
de comunicación superaban notablemente las de cualquier
otro medio que operara en aquel momento, como la prensa
o el telégrafo.

Se consideraba a estos medios de radiodifusión como me-
dios electrónicos que podían llegar de manera instantánea
y simultáneamente a miles de personas que en ese momen-
to se encontraran escuchando la radio o viendo los televi-
sores, en comparación de la actividad que necesitaban ejer-
cer al salir de casa y comprar un periódico o bien acudir a
las oficinas para enviar un telegrama.

El principal uso que se le dio en esa época, fue como ins-
trumento de difusión de publicidad comercial, que por pri-
mera vez permitía utilizar sonidos e imágenes en el proce-
so de convencer a los potenciales consumidores de las
variedades de productos y servicios.

Su potencialidad de comunicación iba mucho más allá de
la simple transmisión de información, la radio y la televi-
sión rápidamente exhibieron su capacidad para orientar las
opiniones e incluso los gustos de su auditorio; no se trata-
ba simplemente de instrumentos de información, sino de
una nueva voz social escuchada, vista y atendida con un
elevado grado de confianza en sus mensajes y, que cobra-
ría una gran influencia en la sociedad.

Desde un principio, estas potencialidades fueron entendi-
das y tomadas en cuenta por el Estado, que actuó en rela-
ción con ellas en tres sentidos principales:

1. Como administrador de los bienes de la nación, el Es-
tado estableció mecanismos de control para el estableci-
miento y la operación de transmisoras de radio y televi-
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sión, basándose en el hecho de que éstas para su funcio-
namiento requieren necesariamente el uso del espacio
aéreo nacional.

2. Como institución autoritaria de control político, esta-
bleció restricciones y acuerdos con los operadores de
los medios, de forma tal que su influencia social no re-
basara los límites de los intereses políticos oficiales.

En tanto actor político, hizo uso de esta capacidad co-
municativa para promover sus propios puntos de vista e
intereses.

3. Con estas orientaciones, el gobierno mexicano parti-
cipó activamente en el proceso de establecimiento de la
radio y la televisión en el país desde sus primeros mo-
mentos.

En ese entonces, el Estado tuvo capacidad absoluta para
decidir sobre el establecimiento de cualquier estación de
radio y televisión; lo que logró sujetar dicho estableci-
miento a la obtención de una concesión en el caso de esta-
ciones comerciales, o de un permiso en todos los demás ca-
sos otorgados por el gobierno. Este sistema continúa
vigente, también da al gobierno amplias facultades para re-
tirar las concesiones o permisos en cualquier momento.
Asimismo, se establecieron legalmente instrumentos nor-
mativos que permitieron al gobierno controlar el contenido
de las transmisiones, con amplia discrecionalidad, lo que
provocó un fuerte control estatal de las transmisiones co-
merciales de radio y televisión.

Es bien sabido que mediante el control oficial que el go-
bierno tenía de las transmisiones de noticias y opiniones
siempre eran en favor al desempeño del gobierno, así como
la limitación y supresión de noticias y opiniones contrarias;
gozaba de amplios espacios directamente utilizados en pu-
blicidad oficial o en la transmisión de actos gubernamenta-
les relevantes, como los informes presidenciales.

A través del sistema de concesiones se eliminó en la prác-
tica la competencia en ese sector de la economía, las con-
cesiones se fueron otorgando a un número muy limitado de
particulares, especialmente en el caso de la televisión.

Por ello se establece y se permite el pago en especie de la
totalidad del impuesto derivado del uso de un bien nacio-
nal o espacio aéreo; dicho pago se estableció en el uso ofi-
cial de 12.5 por ciento del tiempo de transmisión de cada
estación, y con esto el gobierno comenzó la adquisición or-

denada y creciente de publicidad en los medios electróni-
cos.

Con el paso del tiempo, y como parte de las demandas so-
ciales generales de apertura política, el control estatal de
las transmisiones de radio y televisión se hizo objeto de
fuertes críticas; es por ello, que en la época actual y en
2002, el gobierno federal y los concesionarios, encabeza-
dos por los empresarios de la televisión, establecieron un
nuevo acuerdo que significó la reducción drástica del im-
puesto por el uso del espacio aéreo que el gobierno venía
cobrando con 12.5 por ciento de los tiempos de transmi-
sión, y que pasó a ser de 18 minutos al día para los conce-
sionarios de televisión y de 30 para los de radio.

Por su parte, los concesionarios dieron al gobierno acceso
privilegiado a sus espacios informativos y coordinaron con
éste campañas publicitarias de diverso tipos, a favor de los
temas de educación, cultura y orientación social.

La Secretaría de Gobernación por medio de la Dirección
General de Radio, Televisión y Cinematografía (RTC), es-
tablece que los tiempos oficiales son los espacio con que
cuenta el Estado Mexicano en las estaciones de radio y ca-
nales de televisión abierta para difundir sus mensajes a la
población, los cuales están constituido por tiempo de Esta-
do y tiempo fiscal.

La Dirección General de Radio, Televisión y Cinematogra-
fía (RTC) está encargada y comparte de la administración
de dichos tiempos con el Instituto Federal Electoral (IFE):
en periodos regulares (no electorales), la RTC tiene a car-
go 88 por ciento y el IFE el 12 restante; siendo así que en
periodos electorales el IFE administra 48 minutos de los
tiempos otorgado.

Los tiempos de Estado son 30 minutos diarios de transmi-
sión gratuita disponibles en todas las estaciones de radio y
canales de televisión abierta.

Tienen fundamento legal en el artículo 59 de la Ley Fede-
ral de Radio y Televisión y su reglamento, expedido el 10
de octubre de 2002, con base en ellos se difunden progra-
mas de 5 y 15 minutos, tales como

Revista del Consumidor (Profeco)

Mundo del Trabajo (Secretaría del Trabajo y Previsión
Social)



Radiósfera (UNAM)

El ISSSTE tiene para Ti (ISSSTE)

Radio con ciencia (Conacyt)

Programas permanentes de los partidos políticos (en los
tiempos oficiales cuya administración está a cargo del
IFE).

Se comprende como tiempo fiscal el pago en especie de un
impuesto federal, que deben realizar las empresas de radio
y televisión que operan al amparo de concesiones (estacio-
nes comerciales), por hacer uso del espacio aéreo mexica-
no para difundir sus señales. Su fundamento queda esta-
blecido en el decreto presidencial del 10 de octubre de
2002. En estos se transmiten mensajes con duración de 20
o 30 segundos de los diversos organismos federales del Es-
tado mexicano.

Tienen acceso a los tiempos oficiales los organismos fede-
rales de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, Ban-
co de México, Comisión Nacional de los Derechos Huma-
nos e Instituto Nacional de Estadística y Geografía.

Asimismo, se refieren a encadenamientos a todas las esta-
ciones de radio y televisión del país estarán obligadas a en-
cadenarse cuando se trate de transmitir información de
trascendencia para la nación (artículo 62 de la Ley Federal
de Radio y Televisión).

Con base en lo anterior, podemos destacar que el principal
objetivo de los tiempos oficiales mediante el tiempo de Es-
tado, es el servicio público de los temas educativos, cultu-
rales, sociales, políticos, y de orientación social; con la fi-
nalidad que la sociedad mexicana esté enterada de las
acciones implantadas por el Estado en beneficio del interés
público y la función social. Sin embargo, existe una in-
equidad en el manejo y distribución de los tiempos, debido
a que el gobierno federal maneja a discrecionalidad el
tiempo de Estado, así como el mayor porcentaje en el tiem-
po fiscal; lo que provoca un tiempo insuficiente para los
entes públicos en sus tres órdenes de gobierno, aunado a la
merma que representa para los temas de interés general.

El tiempo de Estado es la forma mediante la cual, el esta-
do tiene tiempo de transmisión en radio y televisión, el cual
se encuentra fundamentado en los artículos 5, 6, 59 y 61 de
la Ley Federal de Radio y Televisión; y en los artículos

15,16 y 17 de su reglamento, señalando la obligación de los
concesionarios y permisionarios, de efectuar transmisiones
diarias gratuitas, con duración de 30 minutos continuos o
discontinuos dedicados a difundir temas educativos, cultu-
rales, de orientación social, deportivos, políticos, y otros
temas de interés general, nacional e internacional.

En el artículo 7o. de la mencionada ley se establece: “El
Estado otorgará facilidades para su operación a las estacio-
nes difusoras que, por su potencia, frecuencia o ubicación,
sean susceptibles de ser captadas en el extranjero, para di-
vulgar las manifestaciones de la cultura mexicana, fomen-
tar las relaciones comerciales del país, intensificar la pro-
paganda turística y transmitir informaciones sobre los
acontecimientos de la vida nacional”, lo que hace que las
estaciones de radiodifusión que se encuentran en las fron-
teras también dediquen tiempo para la difusión de temas
educativos, políticos y sociales; pero que deja de lado a los
demás sectores del país; ejemplo de ello, son los programas
de radio y televisión en la frontera de Tijuana, Baja Cali-
fornia-Estados Unidos, que a su vez, son difundidos en San
Diego, California.

Sin embargo, la intención de la presente iniciativa radica en
la modificación de la legislación actual; en términos de los
temas que se transmiten en radio y televisión, los cuales a
simple vista pareciera que son exclusivos y restrictivos; a
pesar que el artículo 4o. de la Ley Federal de Radio y Te-
levisión establece: “La radio y la televisión constituyen una
actividad de interés público; por tanto, el Estado deberá
protegerla y vigilarla para el debido cumplimiento de su
función social”; las transmisiones del Estado deberán ser
amplias y dirigidas a todos los sectores, no sólo el educati-
vo, cultural y de orientación social; no de forma privativa
o exclusiva como lo enmarca el artículo 59 de la ley en
mención; es por ello, que se propone que el uso de los tiem-
pos oficiales por parte del Estado tengan apertura a los de-
más sectores y que en todo momento se hagan en beneficio
y ajustados a la realidad que vive el país.

Es menester de quienes nos dedicamos a la reforma del
marco legal, establecer los procedimientos que contribuyan
a una mejor promoción y desarrollo de todos los sectores
del país.

Por lo expuesto y fundado me permito poner a considera-
ción de esta asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de
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Decreto por el que se reforma la Ley Federal de Radio
y Televisión

Artículo Único. Se reforma el artículo 59 de la Ley Fede-
ral de Radio y Televisión, para quedar como sigue:

Artículo 59. Las estaciones de radio y televisión deberán
efectuar transmisiones gratuitas diarias, con duración has-
ta de 30 minutos continuos o discontinuos, dedicados a di-
fundir temas de interés y promoción general para el be-
neficio del país. El Ejecutivo federal señalará la
dependencia que deba proporcionar el material para el uso
de dicho tiempo y las emisiones serán coordinadas por el
Consejo Nacional de Radio y Televisión.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, a
30 de abril de 2013.— Diputado Jaime Bonilla Valdez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Radio y Televisión, para dic-
tamen. 

LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Salud, suscrita por diputadas inte-
grantes de la Comisión de Equidad y Género

Las diputadas Martha Lucía Mícher Camarena, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática, María de las Nieves García Fernández del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
Ruth Zavaleta Salgado del Grupo Parlamentario del Parti-
do Verde Ecologista de México, Aída Fabiola Valencia Ra-
mírez, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudada-
no, y Dora María Guadalupe Talamantes Lemas del Grupo
Parlamentario del Partido Nueva Alianza, con fundamento
en lo dispuesto por los artículos 73 fracción XVI, 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y 55, fracción II, del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, nos permitimos someter a la consideración

de esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se modifica y adiciona la Ley General de
Salud en materia de salud sexual y reproductiva, al tenor de
la siguiente

Exposición de Motivos

Desde que se realizó en 1994 la Conferencia Internacional
sobre Población y Desarrollo en El Cairo, Egipto, los esta-
dos participantes acuñaron el concepto de salud reproduc-
tiva y adquirieron el compromiso de adoptar todas las me-
didas apropiadas para asegurar, en condiciones de igualdad
entre mujeres y hombres, el acceso universal a esos servi-
cios, así como a aquellos relacionados con la salud sexual
y reproductiva. Dicho planteamiento se ratificó en la co-
munidad internacional en la Cuarta Conferencia Mundial
sobre la Mujer, celebrada en Beijing en1995.

Alrededor de veinte años antes, en la década los 70, se ha-
bía ya promulgado en nuestro país una Ley General de Po-
blación y elevado a rango constitucional el derecho a deci-
dir sobre el número y espaciamiento de las hijas e hijos; sin
embargo, desde entonces y hasta ahora, a pesar de los com-
promisos internacionales adquiridos por México y de la
obligación constitucional de respetar los derechos huma-
nos, el acceso a los servicios de salud sexual y reproducti-
va está confinado a la atención materno-infantil y a la pla-
nificación familiar.

A dicha situación contribuye de manera fundamental el he-
cho de que el término de salud reproductiva ni siquiera es-
tá contemplado en el texto vigente de la Ley General de Sa-
lud y tan sólo se regula de manera fraccionada, en los
apartados referentes a la salud materno-infantil y a la pla-
nificación familiar, sin que se haga un reconocimiento ex-
preso de los derechos de las personas. En el caso de la sa-
lud sexual, dicha ley únicamente hace referencia a la
educación sexual en el apartado relativo a la planificación
familiar.

En ese sentido, la carencia de una legislación que aborde
específicamente los temas de salud sexual y reproductiva
constituye una omisión por parte del estado que permite la
reiteración de prácticas sociales que socavan su protección,
reproduciendo tácitamente la ancestral caracterización del
ejercicio de la sexualidad como un mero medio para la re-
producción de las y los seres humanos.

El pleno reconocimiento de los derechos sexuales y repro-
ductivos como derechos humanos de las personas, protegi-



dos por lo que señala el artículo 1o. de nuestra Constitu-
ción implica que estos derechos no sólo deban ser vistos
como límites a la acción del estado o los particulares, sino
que también deben ser considerados como el estableci-
miento de obligaciones que implican acciones en torno a la
garantía de su ejercicio.

No podemos ignorar que la situación de la salud sexual y
reproductiva en nuestro país es compleja: tenemos aún al-
tos índices de mortalidad materna que hacen prever que no
se alcanzará la meta de reducción planteada por los Objeti-
vos de Desarrollo del Milenio; hay un número elevado de
embarazos no deseados, especialmente en mujeres adoles-
centes; se incrementan los casos de infecciones de transmi-
sión sexual incluyendo el VIH/Sida, y las personas pade-
cen de manera rutinaria las barreras ideológicas que
impiden el acceso pleno a los servicios e insumos de salud
sexual y reproductiva, entre otros muchos problemas.

Por ello se hace necesario proponer un marco legal que
contemple los principios y acciones que debe realizar el es-
tado para garantizar la protección y promoción de los dere-
chos sexuales y reproductivos en México.

En ese sentido, es esencial que se creen las condiciones le-
gales y operativas que faciliten el ejercicio de esos dere-
chos. La regulación de la sexualidad y la procreación, des-
de la perspectiva de los derechos humanos, torna ineludible
que el ejercicio de la sexualidad deje de estar subordinado
a la finalidad de procreación, y que la reproducción deje de
ser caracterizada como una consecuencia obligada del ejer-
cicio de la sexualidad.

Congruente con lo anterior, la presente iniciativa propone
que se incluya el concepto de salud sexual y reproductiva,
término que, como ya se ha dicho, es aceptado internacio-
nalmente desde hace más de veinte años en el marco de los
derechos humanos y de la salud, como materia de salubri-
dad general y, por lo tanto, motivo de concurrencia entre
federación y estados, en términos constitucionales.

Cabe mencionar que, para dotar de pleno sentido y evitar
las interpretaciones de carácter ideológico, la propia inicia-
tiva plantea una definición de salud reproductiva, en la
cual, ésta se entiende como el estado general de bienestar
físico, mental y social, y no de mera ausencia de enferme-
dades o dolencias, en todos los aspectos relacionados con
el sistema reproductivo, sus funciones y procesos.

Dicha definición deriva del concepto acuñado en El Cairo
en 1994, y que es, además, usado por la Organización
Mundial de la Salud (OMS) y es congruente con lo que es-
tablece el Pacto Internacional de Derechos Económicos,
Sociales y Culturales, instrumento vinculante suscrito y ra-
tificado por México.

Asimismo, se propone que la prestación de los servicios in-
tegrales de salud reproductiva tenga carácter prioritario, es-
pecificando que dichos servicios son el conjunto de insu-
mos e intervenciones que contribuyen a la salud y al
bienestar de mujeres y hombres al prevenir, proteger y con-
trolar los problemas relacionados con la salud reproducti-
va.

Con la intención de no dejar lugar a dudas de los servicios
a los cuales las personas tienen derecho en el ámbito de la
salud reproductiva, la iniciativa los enlista e incluye los si-
guientes:

I. Salud sexual y reproductiva de las personas adoles-
centes;

II. Información, educación y consejería en sexualidad
humana y salud reproductiva;

III. Atención materno-infantil;

IV. Planificación familiar, que incluye el acceso a méto-
dos anticonceptivos y a los servicios de reproducción
asistida;

V. Prevención, diagnóstico oportuno, tratamiento y con-
trol del cáncer y de los demás padecimientos que afec-
tan a los órganos reproductivos;

VI. Prevención, diagnóstico oportuno y tratamiento de
las infecciones de transmisión sexual, incluyendo el vi-
rus de la inmunodeficiencia humana y el síndrome de la
inmunodeficiencia adquirida;

VII. Atención de la perimenopausia y postmenopausia,
así como en la andropausia, y

VIII. Prevención y atención de la violencia familiar, se-
xual y contra las mujeres, incluyendo los servicios de
aplicación de anti retrovirales y antibióticos de profila-
xis postexposición, de anticoncepción de emergencia e
interrupción legal del embarazo en concordancia este
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último con lo que establezcan las disposiciones penales
de las entidades federativas de la república mexicana.

Este listado refleja la evolución del concepto de salud re-
productiva desde el Plan de Acción de la Conferencia de El
Cairo e incorpora todas aquellas materias que, de acuerdo
con los consensos internacionales, son materia integrante
de la salud reproductiva. La iniciativa aborda cada uno de
los servicios enlistados en lo particular, señalando los de-
rechos de las personas y las obligaciones de las autoridades
en la materia.

En el texto vigente de la Ley General de Salud la operación
de los servicios de planificación familiar y atención mater-
no-infantil se encuentra asignada a las entidades federati-
vas. Si bien eso no implica por si mismo que los estados
definan de manera autónoma las acciones en la materia,
puesto que la ley es clara al señalar que la definición de la
política y la asignación de los recursos corresponde a la fe-
deración, algunas entidades federativas interpretan su obli-
gación de operar los servicios como un pretexto para limi-
tar en los hechos el acceso a los servicios por razones
ideológicas.

Ante esta realidad, la iniciativa plantea “federalizar” la
operación de los servicios de salud reproductiva, para ga-
rantizar la homogeneidad en el acceso a los mismos, bajo
una perspectiva de derechos humanos.

En congruencia con el uso de una nomenclatura más ade-
cuada, la iniciativa ajusta la denominación del Capítulo V
del Título Tercero para que, en lo sucesivo, se llame “Sa-
lud Sexual y Reproductiva”, agrupando en éste los artícu-
los sustantivos en la materia.

La perspectiva de derechos humanos y la perspectiva de
género son los ejes conductores de la presente iniciativa.
En ese tenor, se señala que en la prestación de los servicios
de salud reproductiva debe garantizarse el respeto a los de-
rechos reproductivos de parte de todo el personal de salud,
con énfasis especial en el respeto al consentimiento infor-
mado, la confidencialidad y la privacidad de las personas
usuarias, así como en la disponibilidad de los medios ne-
cesarios para el ejercicio de los mismos, incluyendo el ac-
ceso a los insumos y las intervenciones esenciales determi-
nados por la Organización Mundial de la Salud y otras
instancias internacionales correspondientes.

El aseguramiento de los insumos y las intervenciones que
permitan garantizar el pleno ejercicio de los derechos se-

xuales y reproductivos es fundamental, como lo es también
que los insumos e intervenciones que el estado proporcio-
ne sean los idóneos definidos y evaluados por organismos
internacionales tomando en consideración los criterios
científicos y la evidencia disponible más reciente y sólida.

La presente iniciativa tiende a subsanar la omisión históri-
ca que como sociedad hemos perpetuado al sólo realizar
una defensa ideológica de los derechos sexuales, olvidan-
do la importancia que tiene la necesidad de su concreción
normativa.

Con la definición de salud sexual se pretende visibilizar la
existencia de los derechos sexuales, con un contenido nor-
mativo determinable y exigible.

La Conferencia Internacional sobre Población y Desarrollo
celebrada en Cairo en 1994 establece que la salud sexual,
tiene como objetivo “el desarrollo de la vida y de las re-
laciones personales y no meramente el asesoramiento y
la atención en materia de reproducción y de enferme-
dades de transmisión sexual.”

Es importante señalar que el desarrollo de la sexualidad y
la capacidad de procrear son dos derechos estrictamente
vinculados con la dignidad de la persona y el desarrollo de
sus capacidades, por eso, es necesario que esos derechos
sean garantizados como parte del derecho a la salud.

La OMS define la salud sexual (2002) como:

“Un estado de bienestar físico, emocional, mental y so-
cial relacionado con la sexualidad; no es meramente la
ausencia de enfermedad, disfunción o debilidad. La sa-
lud sexual requiere un acercamiento positivo y respe-
tuoso hacia la sexualidad y las relaciones sexuales, así
como la posibilidad de obtener placer y experiencias se-
xuales seguras, libres de coerción, discriminación y vio-
lencia. Para que la salud sexual se logre y se mantenga
los derechos sexuales de todas las personas deben ser
respetados, protegidos y cumplidos”.

Asimismo la OMS precisa que la sexualidad es:

“El conjunto de condiciones anatómicas, fisiológicas y
psicológico-afectivas que caracterizan cada sexo. Tam-
bién es el conjunto de fenómenos emocionales y de con-
ducta relacionados con el sexo, que marcan de manera
decisiva al ser humano en todas las fases de su desarro-
llo”.



La presente propuesta legislativa resultaría incompleta si
omitiera referirse al derecho a la salud sexual y reproducti-
va de las personas menores de edad, ya que ésta es regula-
da de manera deficiente por la Ley General de Salud, cuyas
disposiciones se limitan a señalar que en las actividades re-
lativas a la planificación familiar se debe incluir la infor-
mación y orientación educativa para las personas adoles-
centes y jóvenes.

Expresado de manera más contundente: nuestro país care-
ce de disposiciones adecuadas en materia de salud que res-
palden el acceso de las personas adolescentes a los servi-
cios de salud sexual y reproductiva. Ese vacío jurídico
abona a situaciones como el temor del personal de salud a
represalias de las madres y padres o de las personas que se-
an tutoras de las y los adolescentes, la falta de información
o la dificultad para su acceso, entre otros, favorezcan el in-
cremento de los embarazos en adolescentes y, derivado de
éste, el incremento en la mortalidad materna entre ese sec-
tor de la población.

En ese sentido, la iniciativa señala como obligatoria la
prestación de los siguientes servicios de salud sexual y re-
productiva a las personas adolescentes:

I. Prevención, tratamiento, y control de las infecciones
de transmisión sexual, incluido el virus de la inmunode-
ficiencia humana;

II. Prevención y atención integral de adolescentes y mu-
jeres con embarazos no planeados y/o no deseados;

III. Difusión de información completa, comprensible,
veraz, oportuna y objetiva, basada en la evidencia cien-
tífica, laica y libre de prejuicios sobre los métodos anti-
conceptivos, así como el acceso a dichos métodos;

IV. Oferta de educación sexual completa, comprensible,
veraz, oportuna y objetiva, basada en la evidencia, a tra-
vés de las instituciones del sistema educativo nacional;

V. Medidas de prevención de riesgos para la salud de es-
te grupo poblacional, sin que dichas acciones impliquen
injerencias arbitrarias que interfieran o pretendan inter-
ferir con el libre ejercicio de sus derechos, y

VI. Las demás que determinen las disposiciones regla-
mentarias y normativas.

Además, la iniciativa elimina barreras del acceso al dere-
cho a la salud vinculadas con la edad, dotando de relevan-
cia jurídica a su consentimiento informado, en concordan-
cia con el marco jurídico nacional e internacional, como se
explica más adelante y excluyendo el requisito de contar
con el acompañamiento de una persona adulta, salvo en
aquellos casos en que la situación (como, por ejemplo, un
procedimiento quirúrgico o irreversible) lo haga estricta-
mente necesario.

En los artículos 18.3 del Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos, y 14.3. de la Convención de los Dere-
chos del Niño, se reconoce que la libertad de creencia reli-
giosa está sujeta a las limitaciones prescritas por la ley que
sean necesarias para proteger la seguridad, el orden, la sa-
lud o la moral públicos, o los derechos y libertades funda-
mentales de las demás personas. Es del más indiscutible in-
terés público la preservación de la seguridad, la vida y la
salud de las y los adolescentes, bienes fundamentales que
se ven socavados ante la nula prestación de servicios de sa-
lud sexual y reproductiva de carácter preventivo, que evi-
ten que en el caso de aquellas personas adolescentes que li-
bremente y con las restricciones impuestas por la
legislación, deciden ejercer su sexualidad, vean vulnerados
sus derechos fundamentales.

Es conveniente tener presente que la diferenciación entre
niñas, niños y personas adolescentes no es arbitraria, ya
que las disposiciones constitucionales que han sido citadas
se encuentran reglamentadas en la Ley para la Protección
de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, en cuyo
artículo 2o. se define a los niños y niñas como a las perso-
nas de hasta 12 años incompletos y a las y los adolescentes
como las personas que tienen entre 12 años cumplidos y
menos de 18 años cumplidos. Esta diferenciación es con-
secuente con el artículo 12.1. de la Convención de los De-
rechos del Niño, que obliga a los estados a garantizar a la
persona menor que esté en condiciones de formarse un jui-
cio propio, el derecho de expresar su opinión libremente en
todos los asuntos que le afecten, y a tener en cuenta las
opiniones de la niña o niño, en función de su edad y ma-
durez.

Es por tal motivo que esta iniciativa propone conceder re-
levancia a la satisfacción de las necesidades de salud se-
xual y reproductiva de las personas adolescentes, así como
respetar sus derechos y decisiones, que deben ponderarse
sobre las decisiones de quienes ejercen la patria potestad ya
que el ejercicio de ésta, no puede tener un carácter absolu-
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to o ilimitado, sino que necesariamente debe ceder ante la
necesidad de proteger los derechos humanos e intereses de
las personas adolescentes.

De igual manera, en el artículo 3o. de la Ley para la Pro-
tección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes se
dispone que, entre otros, un principio rector es el de la tu-
tela plena e igualitaria de los derechos humanos y de las
garantías constitucionales, por lo que en el artículo 4o. se
prevé que las normas aplicables a niñas, niños y adoles-
centes se entenderán dirigidas a procurarles, primordial-
mente, los cuidados y la asistencia que requieren para lo-
grar un crecimiento y un desarrollo plenos en un ambiente
de bienestar familiar y social. Por ello, el ejercicio de los
derechos de las personas adultas no podrá en ningún mo-
mento, ni en ninguna circunstancia, condicionar el ejerci-
cio de los derechos de las personas menores de edad. Así,
el ejercicio de la patria potestad no debe atentar contra la
integridad física o mental de las personas menores de edad,
ni debe actuar en menoscabo de su desarrollo, y debe co-
rresponder a las diversas instancias de gobierno asegurar-
les la protección y el ejercicio de sus derechos.

En este tenor, es oportuno recordar que en el año de 2005,
durante la LIX Legislatura, la diputada Martha Lucía Mí-
cher Camarena, presentó una iniciativa con proyecto de de-
creto para modificar y adicionar la Ley General de Salud
en materia de Salud Sexual y Reproductiva, que contem-
plaba estos aspectos, especialmente los relacionados con el
embarazo adolescente con el enfoque que acabamos de ex-
poner, sin embargo consideramos que en su momento no se
analizó debidamente la iniciativa, por lo cual la misma no
fue aprobada, lo cual se traduce en una falta de atención
adecuada a este tema y la ausencia de políticas públicas na-
cionales que prevengan y atiendan eficazmente esta reali-
dad en nuestro país durante los últimos 8 años.

Las cifras y datos disponibles y oficiales respecto al au-
mento del embarazo adolescente más recientes en nuestro
país son contundentes:

En la Encuesta Nacional de Salud y Nutrición (Ensanut)
2012, se destaca que entre 2005 y 2011 los embarazos ado-
lescentes aumentaron de 30 a 37 por cada mil mujeres me-
xicanas. Incluso el número de mujeres de 12 a 19 años
atendidas por embarazo alcanzó un 74.4 por ciento en
2012.

El Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi) re-
gistró que para 2011 había 11 mil 521 madres menores de

15 años; de ellas, mil 720 (14 por ciento) tenían más de un
hijo/a vivo/a con registro civil.

De acuerdo con datos de los dos censos de población más
recientes realizados por el Inegi, al comienzo de esta déca-
da cerca de 30 mil niñas de entre 12 y 15 años de edad ya
tenía por lo menos un hijo o hija.

En México el promedio de hijos nacidos vivos en el grupo
de edad de los 15 a 19 años es de 0.2 por ciento según el
Censo 2010 del Inegi; es decir que las mujeres de entre 15
y 19 años habían tendido en promedio 0.2 hijos/as naci-
dos/as vivos/as.

Para el trienio 2006-2008, la Encuesta Nacional de la Di-
námica Demográfica 2009 (ENADID 2009) ya había re-
gistrado 70.4 nacimientos por cada mil adolescentes de 15
a 19 años de edad.

Por su parte la Secretaría de Salud estimó que de los dos
millones de nacimientos que ocurren en nuestro país cada
año, 480 mil corresponden a mujeres entre los 14 y 19 años
de edad.

Es así como podemos observar que en 2010 casi 700 mil
jóvenes de entre 12 y 19 años de edad eran madres, pero
apenas una década antes la cifra se ubicaba en 600 mil, por
lo tanto no podemos negar que el embarazo precoz ha re-
puntado.

Por otra parte pero en el mismo sentido, en 2009 ocurrie-
ron mil 281 defunciones por complicaciones del embarazo,
parto o puerperio. Con este número de defunciones, la ra-
zón de mortalidad materna del país es de 66 fallecimientos
por cada cien mil nacidos vivos. El embarazo de las ado-
lescentes y de las mujeres que se encuentran al final de su
periodo reproductivo es particularmente de alto riesgo.

Ante la realidad, sería un desacierto muy grave que la Cá-
mara de Diputados, sigamos normalizando el embarazo en
niñas y adolescentes, ya que en lugar de colaborar en la dis-
minución de esta situación, colaboraríamos en la perpetua-
ción de un problema social que perjudica principalmente a
millones de niñas y adolescentes naturalizando que niñas
de 12 años y menos sean madres y jefas de familia.

El Plan Nacional de Población 2008-2012 estableció como
meta llegar a 58 nacimientos por cada mil mujeres adoles-
centes. Según la Organización de las Naciones Unidas
(ONU) en México la tasa en 2010 fue de 70.6, esto evi-



dentemente es un fracaso de nuestro país en la disminución
del embarazo adolescente.

Los Objetivos del Milenio, establecidos por los países
miembros de Naciones Unidas, contemplan reducir para
2015 la mortalidad materna en tres cuartas partes y también
bajar la tasa de embarazos de adolescentes. Estamos muy
lejos de alcanzar los objetivos del milenio en la materia e
incluso de cumplir con la meta que se puso el gobierno fe-
deral en el Plan Nacional de Población 2008-2012 que es-
tablece 58 nacimientos por cada mil mujeres adolescentes.

México se encuentra casi al mismo nivel de otros países de
la región como Brasil, Colombia y Paraguay; pero también
está al mismo nivel de países africanos como Ghana y Etio-
pía.

La Organización de las Naciones Unidas (ONU) advirtió
en el reporte Objetivos de Desarrollo del Milenio, informe
2010, que se estancó la reducción de embarazos de adoles-
centes, lo cual deja a las madres jóvenes en situación de
riesgo y perpetúa la espiral de la pobreza. Los datos de las
regiones con mayor índice de embarazo de adolescentes
dejan en claro que las jóvenes de los hogares más pobres
tienen una probabilidad tres veces mayor de quedar emba-
razadas. En las áreas rurales la tasa de nacimientos entre
adolescentes es casi el doble de la registrada en las áreas
urbanas. Pero las mayores disparidades están vinculadas a
la educación: las adolescentes con educación secundaria
tienen menos probabilidad de quedar embarazadas. La tasa
de alumbramientos entre las jóvenes sin educación es más
de cuatro veces mayor.

De acuerdo con cifras del Inegi, correspondientes a 2012,
estados del norte del país, como Coahuila, Nayarit y Sina-
loa muestran los mayores porcentajes de embarazos ado-
lescentes; Durango es la entidad con la más alta tasa de fe-
cundidad entre mujeres de 15 a 19 años, con 79.56 por
ciento.

El estudio destaca que el Distrito Federal, Querétaro y Co-
lima reportan el menor número de embarazos en mujeres
de entre 15 a 19 años, dichas entidades muestran un por-
centaje de 36.39, 44.45 y 44.53 respectivamente.

Les siguen Yucatán, San Luis Potosí, Jalisco, Oaxaca,
Tlaxcala y Guanajuato, cuyas incidencias en este rubro se
sitúan entre 44.53 y 54.55 por ciento.

Es por lo anterior que consideramos que la presente inicia-
tiva constituye una gran aportación para que el embarazo
adolescente sea tratado en nuestro país con políticas de pre-
vención y de atención acordes con la realidad pero sobre
todo a favor de la disminución del mismo para que las ni-
ñas y las adolescentes tengan mayores oportunidades y de-
jen de ser vulneradas en sus derechos en virtud de ser ma-
dres a temprana edad contribuyendo a evitar condiciones
de riesgo para su salud, el contagio de enfermedades se-
xualmente transmisibles, siendo de interés público la pre-
servación de la seguridad, vida y salud de las niñas y las
adolescentes, y a garantizar que las mismas tendrán acceso
a la información y a los métodos anticonceptivos que, pre-
vio consentimiento informado, constituya la mejor alterna-
tiva, incluyendo aquéllos que sean necesarios para evitar el
embarazo de adolescentes y el contagio de infecciones de
transmisión sexual.

La perspectiva de la Ley General de Salud vigente en ma-
teria de atención materno-infantil es la de la protección del
binomio “madre-hijo/a”, lo cual conlleva consecuencias ju-
rídicas adversas en la atención de situaciones tales como
las emergencias obstétricas, donde dicha perspectiva debe
abandonarse para proteger la vida de las mujeres. En ese
sentido, la presente iniciativa pretende romper con esa
perspectiva de protección al binomio, reformando varias de
las disposiciones de la ley que abordan el tema, para con-
centrarse en los distintos tipos de atención que cada uno de
los integrantes del referido binomio requiere.

Es importante referir que la iniciativa reconoce y recoge la
importancia de la detección oportuna de complicaciones y
patologías en el embarazo, misma que ya se regula en el
ámbito de las normas oficiales mexicanas pero que no tie-
ne respaldo en la ley. Con esto, se refuerza el carácter del
derecho que tienen las mujeres a una adecuada y oportuna
atención en el embarazo.

Un punto fundamental de la iniciativa es la inclusión en la
Ley General de Salud, de una definición de embarazo. En
la actualidad, el marco jurídico sanitario únicamente con-
templa las definiciones de embarazo a nivel reglamentario
(Reglamento de la Ley General en Materia de Investiga-
ción) y normativo (Norma Oficial Mexicana de embarazo,
parto y puerperio). Definiciones que, además, incorporan
el término de concepción y lo equiparan con la fertilización
para determinar que es ésta la que marca el momento del
inicio de un embarazo.
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Dichas definiciones son incorrectas desde la perspectiva
científica y han dado lugar a argumentos jurídicos que pre-
tenden limitar los derechos de las personas en materias tan
importantes como la anticoncepción o la reproducción
asistida.

En ese tenor, la definición que se incorpora en esta inicia-
tiva, es la que es científicamente aceptada a nivel interna-
cional y que contempla a la implantación del óvulo fecun-
dado en la cavidad uterina como el único fenómeno
necesario y comprobable para determinar la existencia de
un embarazo.

De especial importancia es señalar que la definición pro-
puesta de embarazo se ajusta también a la sentencia emiti-
da por la Corte Interamericana de Derechos Humanos el 28
de noviembre de 2012 en el caso de Artavia Murillo y otros
contra el estado de Costa Rica. Dicha sentencia establece
expresamente que el embarazo empieza con la implanta-
ción.

En los últimos años se ha acrecentado en nuestro país el fe-
nómeno de la violencia obstétrica, ejemplificado principal-
mente por el número creciente de cesáreas innecesarias,
por el uso abusivo de fórceps, así como por el hecho de ex-
cluir a la mujer de las decisiones que atañen a su parto, en-
tre otros.

Por ello, se propone, incorporar el concepto de parto hu-
manizado como un proceso en el cual, las mujeres, contan-
do con la información necesaria, participen activamente en
las decisiones correspondientes, garantizándose en todo
momento su seguridad y la del producto.

En ese sentido, la iniciativa plantea que la Secretaría de Sa-
lud federal deberá adoptar las medidas necesarias para que
toda mujer pueda tener acceso a un parto humanizado, en-
tendido éste como la posibilidad de tomar decisiones infor-
madas para llevar a cabo el parto, de manera que se respe-
ten sus necesidades específicas y culturales, evitando toda
intervención médica innecesaria o excesiva y no basada en
evidencia, sin afectar la seguridad en el parto, ni poner en
riesgo la vida de la mujer y la del producto.

Actualmente la NOM-046-SSA2-2005, Violencia familiar,
sexual y contra las mujeres. Criterios para la Prevención y
Atención, ya contempla las obligaciones de los prestadores
de servicios de salud en aquellos supuestos que las dispo-
siciones locales permiten la interrupción legal del emba-
razo.

No obstante, se estima necesario retomar y fortalecer di-
chas obligaciones al elevarlas a la Ley General de Salud y
precisarlas para contribuir a garantizar el acceso efectivo.
En ese tenor, la iniciativa incluye una disposición que obli-
ga a las instituciones públicas de Sistema Nacional de Sa-
lud a contar y ofrecer servicios de interrupción legal del
embarazo de manera gratuita, en condiciones de seguridad
y con calidad, en los supuestos permitidos por la legisla-
ción penal que resulte aplicable, cuando la mujer interesa-
da así lo solicite.

Asimismo, se establece que las instituciones públicas de-
berán contar con personal médico y de enfermería capaci-
tado en los procedimientos quirúrgicos y médicos de inte-
rrupción del embarazo no objetores de conciencia. Si en el
momento de la solicitud de atención no se pudiera prestar
el servicio de manera oportuna y adecuada, se deberá refe-
rir de inmediato a la usuaria a una unidad de salud que
cuente con este tipo de personal y con infraestructura de
atención con calidad. No podrá alegarse objeción de con-
ciencia en casos de violación, ni cuando la vida o la salud
de las mujeres se encuentren en peligro y deba brindarse
atención inmediata.

Respecto a este último punto es importante resaltar que la
iniciativa parte de la premisa de que vivimos en una socie-
dad en donde las personas tienen una pluralidad de creen-
cias. Dado que el Estado mexicano es laico y reconoce esa
diversidad, no puede imponer una determinada moral co-
mo única y universal, sino respetar esta diversidad de cre-
encias. En ese pluralismo se reconoce el derecho de los
médicos de quedar exentos del deber jurídico de realizar la
interrupción de un embarazo, siempre que por sus convic-
ciones personales, éticas o religiosas, objeten en concien-
cia, sin que ello signifique que puedan desconocer el dere-
cho de las mujeres de acceder a la prestación de los
servicios médicos para la interrupción del embarazo, ya
que invariablemente debe existir la correlativa obligación
de las instituciones públicas de salud de contar con médi-
cos no objetores. Sólo así se puede asegurar la prestación
de los servicios, en tanto que tratándose del supuesto en
que la mujer embarazada corra peligro de afectación a su
salud o a su vida, debe ponderarse la obligación de atender
médicamente a la mujer.

En congruencia con distintos compromisos internacionales
suscritos por México, tales como la Declaración Política en
VIH del 2011, así como con los lineamientos técnicos de
ONUSIDA y la Organización Panamericana de la Salud, en
la iniciativa se establece que la Secretaría de Salud deberá



adoptar las medidas necesarias para asegurar la disponibi-
lidad y el acceso a pruebas diagnósticas de VIH y a medi-
camentos antirretrovirales en todos los niveles de atención
durante el embarazo, parto y puerperio para proporcionar
la profilaxis prenatal, la profilaxis intra-parto y la profila-
xis durante el puerperio, según se requiera de acuerdo con
el momento del diagnóstico.

En cuanto a la planificación familiar, para hacer efectiva la
libertad reproductiva que está reconocida como un derecho
humano fundamental en el párrafo segundo del artículo 4o.
de la Constitución federal, resulta imperativo que en dicha
materia se reconozca el derecho de las personas a benefi-
ciarse del progreso científico y tecnológico.

Sin embargo, la perspectiva actual de la Ley General de Sa-
lud no sólo no reconoce el derecho de acceder a los bene-
ficios de ese progreso, sino que interpreta la libre decisión
reproductiva consagrada en el artículo 4o. constitucional
como un asunto acotado a la anticoncepción.

Dicha perspectiva es limitada, ya que deja de lado que la li-
bertad de decisión abarca también la obligación del estado
de proveer los medios para que todas las personas que así
lo deseen puedan materializar sus derechos reproductivos,
que incluyen la posibilidad de ser padres o madres, ante si-
tuaciones que incluyen cuestiones que van desde la inferti-
lidad hasta el reconocimiento de las familias mono y ho-
moparentales.

En ese sentido, la iniciativa señala específicamente que la
planificación familiar incluye tanto la anticoncepción co-
mo la reproducción humana asistida, siendo ambos com-
ponentes esenciales del derecho a la libre decisión repro-
ductiva.

En el ejercicio de esa libertad, la información es un ele-
mento indispensable. En reconocimiento a ello la presente
iniciativa establece la obligación del Estado mexicano de
garantizar el acceso a información completa, comprensi-
ble, veraz, oportuna y basada en evidencia científica, laica
y libre de prejuicios, que permita a las personas tomar de-
cisiones libres, informadas y responsables en materia de
anticoncepción y reproducción asistida.

Además, en materia de reproducción asistida, la iniciativa
desarrolla el derecho constitucional de cualquier persona
de acceder a las técnicas en la materia, de conformidad con
los principios de derechos humanos, particularmente el de-

recho a la igualdad y no discriminación y el de acceso al
progreso científico.

La salud reproductiva comprende el bienestar de las perso-
nas más allá de la etapa estrictamente reproductiva. Es por
ello que la iniciativa establece la obligación de la Secreta-
ría de Salud de establecer normas y proveer servicios de sa-
lud para prevenir y controlar enfermedades en la etapa
post-reproductiva de hombres y mujeres; es decir, en la an-
dropausia y menopausia, respectivamente.

Cabe mencionar que, en la actualidad, únicamente existe
una norma oficial mexicana dirigida a proporcionar aten-
ción en la peri y post-menopausia, lo que implica que no
existen disposiciones orientadas a brindar servicios a los
hombres una vez que han concluido su vida fértil.

Los cánceres del aparato reproductivo se encuentran hoy
entre las principales causas de mortalidad en México. Si
bien actualmente se encuentran operando programas y nor-
mas cuyo objetivo son los cánceres de mama y cérvico-ute-
rino, existen muchos otros que afectan a mujeres y hom-
bres y requieren de acciones decididas de la Secretaría de
Salud para su atención. Por ello, la iniciativa propone se-
ñalar claramente la obligación de las autoridades de regu-
lar y proveer los servicios para tal propósito.

Como se mencionó previamente, ya existe una norma, la
NOM-046-SSA2-2005, Violencia familiar, sexual y contra
las mujeres. Criterios para la Prevención y Atención, en la
cual se abordan, entre otros puntos, los relativos a la inte-
rrupción legal del embarazo después de haber sufrido una
agresión.

Sin embargo, se estima esencial dejar plasmado en la ley la
obligación detectar, prevenir, brindar atención médica y
orientación en la materia, con el objetivo de armonizar las
disposiciones sanitarias con el resto de la legislación vi-
gente que aborda el tema de la violencia.

Finalmente, queremos destacar que la presente iniciativa es
congruente con la obligación contenida en el artículo 1 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
de legislar conforme al principio pro persona, que signifi-
ca atender al criterio normativo que favorezca el ejercicio
más amplio de derechos.

Es oportuno precisar que el Estado mexicano de acuerdo a
la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados,
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debe traducir los tratados internacionales a los ordena-
mientos jurídicos mexicanos, compromiso que se conoce
como un proceso de “armonización legislativa”.

Es importante señalar que la armonización legislativa en
materia de derechos humanos no es una cuestión optativa
sino un deber jurídico resultado de las obligaciones contra-
ídas por el Estado mexicano cuyo incumplimiento u omi-
sión implica responsabilidad que puede derivar en reco-
mendaciones.

En julio de 2012, el Comité de la Convención para Elimi-
nar todas las formas de Discriminación contra la Mujer
(CEDAW) examinó los informes periódicos séptimo y oc-
tavo combinados de México. Este ejercicio, permitió evi-
denciar los avances registrados, referir los motivos de pre-
ocupación y formular una serie de recomendaciones al
Estado mexicano entre los temas analizados destaca el de
armonización legislativa, con los instrumentos nacionales e
internacionales de derechos humanos de las mujeres.

El comité recordó la obligación del estado “de aplicar de
manera sistemática y continua todas las disposiciones de la
convención” y considera que las preocupaciones y reco-
mendaciones que se señalan en las observaciones finales
“requieren la atención prioritaria del estado”.

En materia de la presente iniciativa, si bien tomó nota del
Programa de Becas para Madres Jóvenes y Jóvenes Emba-
razadas (programa Promajoven), por el que se otorgan be-
cas de estudio a adolescentes embarazadas y madres jóve-
nes, preocupó al comité que se estigmatice y obligue a
abandonar la escuela a las adolescentes embarazadas y la-
mentó que se haya reducido el contenido del curso sobre
salud y derechos sexuales y reproductivos sobre el que in-
formó México y específicamente realizó las siguientes re-
comendaciones:

“27. El Comité recomienda que el estado parte:

a) Realce la visibilidad del programa Promajoven y ve-
le porque el contenido del curso sobre salud y derechos
sexuales y reproductivos esté al día y se base en pruebas
científicas, se ajuste a las normas internacionales e in-
troduzca un programa amplio de salud y derechos se-
xuales y reproductivos adecuado a cada grupo de edad,
como parte del programa de estudios normal de los ni-
veles básico y secundario del sistema educativo; (…)

Salud

30. El comité observa que el estado parte ha estado or-
ganizando una campaña para fomentar el uso del preser-
vativo a fin de prevenir los embarazos de adolescentes y
las enfermedades de transmisión sexual. Sin embargo,
preocupan al comité los informes de que los adolescentes
tienen un acceso limitado a información de calidad sobre
salud sexual y reproductiva y que el número de adoles-
centes embarazadas en el país va en aumento. Si bien
toma nota del establecimiento del Observatorio de Mor-
talidad Materna, le preocupa que la actual tasa de mor-
talidad materna, de 53,5 muertes por cada 100 mil naci-
dos vivos (2010), dista de la meta establecida en los
Objetivos de Desarrollo del Milenio para 2015, de 22,2
muertes por cada 100 mil nacidos vivos, lo que signifi-
ca que como ha reconocido el estado parte, la meta no
se alcanzará.

31. El comité recomienda que el estado parte:

a) Garantice el acceso universal a servicios de atención
de salud y a información y educación sobre salud y de-
rechos sexuales y reproductivos, en particular para las
adolescentes, a fin de prevenir los embarazos no desea-
dos y de adolescentes; 

(…) 

c) Intensifique sus esfuerzos para reducir la tasa de mor-
talidad materna, en particular adoptando una estrategia
amplia de maternidad sin riesgos en que se dé prioridad
al acceso a servicios de salud prenatal, posnatal y obsté-
tricos de calidad y al establecimiento de mecanismos de
vigilancia y asignación de responsabilidad.

32. (…) Otro motivo de preocupación son los casos en que
los proveedores de servicios médicos y trabajadores socia-
les han denegado el acceso al aborto legal a embarazadas
que cumplían los restrictivos criterios reglamentarios (…)

33. El comité pide al estado parte que:

a) Armonice las leyes federales y estatales relativas al
aborto a fin de eliminar los obstáculos que enfrentan las
mujeres que deseen interrumpir un embarazo de forma
legal y amplíe también el acceso al aborto legal tenien-
do en cuenta la reforma constitucional en materia de de-
rechos humanos y la recomendación general número 24
(1999) del comité;



b) Informe a los proveedores de servicios médicos y tra-
bajadores sociales que las enmiendas constitucionales
locales no han derogado los motivos para interrumpir un
embarazo de forma legal y les comunique también las
responsabilidades que les incumben;

c) Se asegure de que en todos los estados las mujeres que
tengan motivos legales que justifiquen la interrupción de
un embarazo tengan acceso a servicios médicos seguros, y
vele por la debida aplicación de la Norma Oficial Mexica-
na NOM-046-SSA2-2005, en particular el acceso de las
mujeres que han sido violadas a anticonceptivos de emer-
gencia, al aborto y a tratamiento para la prevención de en-
fermedades de transmisión sexual y el VIH/Sida.”

La reforma constitucional en materia de derechos humanos
de 10 de junio de 2011, obliga a la armonización de todo el
marco jurídico nacional pero sobretodo a garantizar que la
legislación secundaria desarrolle los mecanismos y proce-
dimientos para hacer efectivos los derechos humanos de to-
das las personas en este país.

La presente iniciativa representa un ejercicio estratégico de
armonización en el ámbito del derecho a la salud de las mu-
jeres orientado a profundizar en las garantías para el ejerci-
cio de los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres,
construido con la estrecha vinculación de las organizaciones
de la sociedad civil mexicanas, preocupadas por la salud y
los derechos sexuales y reproductivos de las personas, y to-
mando en cuenta las diferencias y especificidades que re-
quiere la salud de mujeres y hombres en estos temas, cuya
colaboración ha sido clave fundamental en la elaboración
de las propuestas vertidas en la presente iniciativa, toda vez
que no existe una iniciativa ciudadana o de gobierno para
hacer de la Ley General de Salud un instrumento que ver-
daderamente proteja estos derechos y propicie la elabora-
ción de políticas públicas suficientes y eficaces acordes
con la realidad y los avances tecnológicos disponibles en la
actualidad, su experiencia y colaboración, han sido funda-
mentales para la presentación de la presente iniciativa.

En virtud de lo antes expuesto, se eleva a consideración de
esta asamblea el siguiente proyecto de 

Decreto que reforma y adiciona diversos artículos a la
Ley General de Salud en materia de salud sexual y re-
productiva

Único. Se reforman los artículos 3, fracciones III Bis a
XXVII, 13, inciso A, fracción II e inciso B, fracción I, 27,

fracciones III Bis a IX, 67 y 68; se deroga el título VI Pla-
nificación familiar del título tercero y se adicionan el ca-
pítulo V Salud Reproductiva al título tercero así como los
artículos 60 Bis 1, 60 Bis 2, 60 Bis 3, 60 Bis 4, 61, 61 Bis
1, 61 Bis 2, 61 Bis 3, 61 Bis 4; 71 Bis 1, 71 Bis 2, 71 Bis
3, 71 Bis 4 de la Ley General de Salud, para quedar como
sigue:

Artículo 3o. En los términos de esta ley, es materia de
salubridad general:

I. a III. …

III. Bis. La salud sexual y reproductiva;

IV. El programa de nutrición materno-infantil en los
pueblos y comunidades indígenas;

IV. Bis. La salud visual;

IV. Bis. I. La salud auditiva;

V. La salud mental;

VI. La organización, coordinación y vigilancia del ejer-
cicio de las actividades profesionales, técnicas y auxi-
liares para la salud;

VII. La promoción de la formación de recursos huma-
nos para la salud;

VIII. La coordinación de la investigación para la salud
y el control de ésta en los seres humanos;

VIII Bis. El genoma humano;

IX. La información relativa a las condiciones, recursos
y servicios de salud en el país;

X. La educación para la salud;

XI. La prevención, orientación, control y vigilancia en
materia de nutrición, enfermedades respiratorias, enfer-
medades cardiovasculares y aquellas atribuibles al taba-
quismo;

XII. La prevención y el control de los efectos nocivos
de los factores ambientales en la salud de las personas;

XIII. La salud ocupacional y el saneamiento básico;
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XIV. La prevención y el control de enfermedades trans-
misibles;

XIV Bis. El Programa Nacional de Prevención, Aten-
ción y Control del VIH/Sida e Infecciones de Transmi-
sión Sexual;

XV. La prevención y el control de enfermedades no
transmisibles y accidentes;

XVI. La prevención de la invalidez y la rehabilitación
de los inválidos;

XVII. La asistencia social;

XVIII. El programa contra el alcoholismo;

XIX. El programa contra el tabaquismo;

XX. La prevención del consumo de estupefacientes y
psicotrópicos y el programa contra la farmacodepen-
dencia;

XXI. El control sanitario de productos y servicios y de
su importación y exportación;

XXII. El control sanitario del proceso, uso, manteni-
miento, importación, exportación y disposición final de
equipos médicos, prótesis, órtesis, ayudas funcionales,
agentes de diagnóstico, insumos de uso odontológico,
materiales quirúrgicos, de curación y productos higiéni-
cos;

XXIII. El control sanitario de los establecimientos de-
dicados al proceso de los productos incluidos en las
fracciones XXII y XXIII;

XXIV. El control sanitario de la publicidad de las acti-
vidades, productos y servicios a que se refiere esta ley;

XXV. El control sanitario de la disposición de órganos,
tejidos y sus componentes y células;

XXV Bis. El control sanitario de cadáveres de seres hu-
manos;

XXVI. La sanidad internacional;

XXVI Bis. El tratamiento integral del dolor, y

XXVII. Las demás materias que establezca esta ley y
otros ordenamientos legales, de conformidad con el pá-
rrafo tercero del artículo 4o. constitucional.

Artículo 13. La competencia entre la federación y las
entidades federativas en materia de salubridad general
quedará distribuida conforme a lo siguiente:

A. Corresponde al Ejecutivo federal, por conducto de la
Secretaría de Salud: …

I. …

II. En las materias enumeradas en las fracciones I,
III, III Bis, XIV Bis, XX, XXI, XXII, XXIII, XXIV,
XXV y XXVI del artículo 3o. de esta ley, organizar y
operar los servicios respectivos y vigilar su funciona-
miento por sí o en coordinación con dependencias y
entidades del sector salud;

III. a X. …

B. Corresponde a los gobiernos de las entidades federa-
tivas, en materia de salubridad general, como autorida-
des locales y dentro de sus respectivas jurisdicciones te-
rritoriales:

I. Organizar, operar, supervisar y evaluar la presta-
ción de los servicios de salubridad general a que se
refieren las fracciones I, II, III, IV, IV. Bis., IV. Bis.
2., V, VI, VII, VIII, VIII Bis., IX, X, XI, XII, XIII,
XIV, XIV Bis., XV, XVI, XVII, XVIII, XIX, XX,
XXI, XXII, XXIII, XXIV, XXV, XXV Bis, XXVI,
XXVI Bis. y XVII, del artículo 3o. de esta Ley, de
conformidad con las disposiciones aplicables;

II. a VII. …

C. …

Artículo 27. Para los efectos del derecho a la protección
de la salud, se consideran servicios básicos de salud los
referentes a:

I. a III. …

III Bis. La salud sexual y reproductiva;

IV. La salud mental;



V. La prevención y el control de las enfermedades
bucodentales;

VI. La disponibilidad de medicamentos y otros insu-
mos esenciales para la salud;

VII. La promoción del mejoramiento de la nutri-
ción;

VIII. La asistencia social a los grupos más vulnera-
bles y, de éstos, de manera especial, a los pertene-
cientes a las comunidades indígenas, y

IX. La atención médica a los adultos mayores en
áreas de salud geriátrica.

Título Tercero
Prestación de los Servicios de Salud

Capítulo V
Salud Sexual y Salud Reproductiva

Artículo 60 Bis 1. Se entiende por salud reproductiva al
estado general de bienestar físico, mental y social, y no
de mera ausencia de enfermedades, o dolencias, en to-
dos los aspectos relacionados con el sistema reproducti-
vo, sus funciones y procesos.

Se entiende por salud sexual el estado de bienestar físi-
co, emocional, mental y social relacionado con la sexua-
lidad; cuyo objetivo es el desarrollo de la vida y de las
relaciones personales y no meramente el asesoramiento
y la atención en materia de reproducción y de enferme-
dades de transmisión sexual. La salud sexual implica
trato respetuoso que favorezca el ejercicio pleno de la
vida sexual satisfactoria, en condiciones de seguridad,
libre de coerción, discriminación y violencia.

La prestación de los servicios integrales de salud sexual
y reproductiva tiene carácter prioritario y se define co-
mo el conjunto de insumos e intervenciones que contri-
buyen a la salud y al bienestar de mujeres y hombres al
prevenir, proteger y garantizar el ejercicio libre e infor-
mado de la sexualidad y la reproducción.

Artículo 60 Bis 2. Los servicios de salud sexual y repro-
ductiva comprenden:

I. Salud sexual reproductiva de las personas adoles-
centes;

II. Información, educación y consejería en sexuali-
dad humana;

III. Atención materno-infantil;

IV. Planificación familiar, que incluye el acceso a mé-
todos anticonceptivos y a los servicios de reproduc-
ción asistida;

V. Prevención, diagnóstico oportuno, tratamiento y
control del cáncer y de los demás padecimientos que
afectan a los órganos reproductivos;

VI. Prevención, diagnóstico oportuno y tratamiento
de las infecciones de transmisión sexual, incluyendo
el virus de la inmunodeficiencia humana y el síndro-
me de la inmunodeficiencia adquirida; 

VII. Atención de la perimenopausia y postmenopau-
sia, así como en la andropausia, y

VIII. Prevención y atención de la violencia familiar,
sexual y contra las mujeres, incluyendo los servicios
aplicación de antiretrovirales y antibióticos de profi-
laxis postexposición, de anticoncepción de emergen-
cia , de anticoncepción de emergencia e interrupción
legal del embarazo en concordancia este último con
lo que establezcan las disposiciones penales de las en-
tidades federativas de la república mexicana.

Artículo 60 Bis 3. En la prestación de los servicios de sa-
lud sexual y reproductiva se garantizará el respeto a la
sexualidad y los derechos reproductivos de parte de to-
do el personal de salud, con énfasis en el consentimien-
to informado, la confidencialidad y la privacidad de las
personas usuarias, así como la disponibilidad de los me-
dios necesarios para el ejercicio de los mismos, inclu-
yendo el acceso a los insumos y las intervenciones esen-
ciales determinados por la Organización Mundial de la
Salud y otras instancias internacionales correspondien-
tes.

Artículo 60 Bis 4. La prestación de servicios de salud se-
xual y reproductiva a las personas adolescentes es de
carácter obligatorio e incluye, entre otras, las siguientes
acciones:

I. Prevenir, ofrecer tratamiento y controlar las infec-
ciones de transmisión sexual, incluido el virus de la
inmunodeficiencia humana;
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II. Prevenir y atender los embarazos no planeados y
los no deseados;

III. Garantizar información completa, comprensible,
veraz, oportuna y basada en la evidencia científica,
laica y libre de prejuicios sobre los métodos anticon-
ceptivos, así como el acceso a dichos métodos;

IV. Proporcionar educación sexual completa, com-
prensible, veraz, oportuna y basada en la evidencia,
a través de las instituciones del sistema educativo na-
cional;

V. Reducir los riesgos para la salud de este grupo po-
blacional, sin que las acciones de prevención impli-
quen injerencias arbitrarias que interfieran o pre-
tendan interferir con el libre ejercicio de sus
derechos, y

VI. Las demás que determinen las disposiciones re-
glamentarias y normativas.

Para brindar servicios de salud sexual y reproductiva a
las personas adolescentes no se requerirá del acompa-
ñamiento o ratificación de sus padres, madres o tutores
o de alguna persona adulta, excepto en aquellos casos
en que la prestación de los servicios implique un proce-
dimiento quirúrgico o irreversible, en cuyo caso será
necesaria la ratificación del consentimiento por una
persona adulta de su confianza.

El consentimiento informado de las personas adoles-
centes tendrá relevancia jurídica para efectos de la
prestación de servicios de salud reproductiva, tomando
en consideración su interés superior y los criterios de
madurez y desarrollo.

Artículo 61. La atención materno-infantil tiene carácter
prioritario y comprende, entre otras, las siguientes ac-
ciones:

I. La atención integral de la mujer durante todas las
etapas del embarazo, el parto, el postparto y el puer-
perio, con o sin patología, incluyendo la atención psi-
cológica que requiera;

I Bis. La atención de las emergencias obstétricas en
todas las etapas del embarazo, incluyendo el trata-
miento del aborto espontáneo, inducido o incomple-
to, así como las demás complicaciones durante el

parto y el puerperio que requieran de atención mé-
dica inmediata;

I Bis 1. La información y el acceso a los métodos de
prevención de la transmisión vertical del virus de la
inmunodeficiencia humana, la sífilis congénita y de-
más infecciones de transmisión sexual durante las
relaciones sexuales, el embarazo, el parto y el puer-
perio;

II. La atención neonatal, como la vigilancia del cre-
cimiento y desarrollo infantil, incluyendo la lactan-
cia materna, las intervenciones de tamizaje, profila-
xis y diagnóstico oportuno de patologías y
discapacidades, así como la aplicación oportuna de
vacunas y la salud visual;

III. a V. …

Artículo 61 Bis 1. Para efectos de esta ley, por embara-
zo se entiende la parte del proceso de reproducción hu-
mana que comienza con la implantación del óvulo ferti-
lizado en la cavidad uterina y termina con la expulsión
del producto.

Artículo 61 Bis 2. La secretaría deberá adoptar las me-
didas necesarias para que todas las mujeres puedan te-
ner acceso a un parto humanizado, entendido éste la
posibilidad de tomar decisiones informadas y libres de
violencia, para llevar a cabo el parto, de manera que se
respeten sus necesidades específicas y culturales, evi-
tando toda intervención médica innecesaria o excesiva
y no basada en evidencia, sin afectar la seguridad en el
parto, ni poner en riesgo la vida de la mujer y el pro-
ducto.

Artículo 61 Bis 3. Las instituciones públicas de Sistema
Nacional de Salud, deberán ofrecer y proveer de mane-
ra gratuita servicios de aplicación de antiretrovirales de
profilaxis postexposición y de anticoncepción de emer-
gencia en todos los casos de violencia sexual que lo ame-
riten y los servicios gratuitos de interrupción legal del
embarazo en concordancia con lo que establezcan las
disposiciones penales de las entidades federativas de la
república mexicana en condiciones de seguridad y con
calidad cuando la mujer así lo solicite.

Las instituciones públicas deberán contar con personal
médico y de enfermería capacitado en los procedimien-
tos quirúrgicos y médicos de interrupción del embara-



zo no objetores de conciencia. Si en el momento de la so-
licitud de atención no se pudiera prestar el servicio de
manera oportuna y adecuada, se deberá referir de in-
mediato a la usuaria a una unidad de salud que cuente
con este tipo de personal y con infraestructura de aten-
ción con calidad. No podrá alegarse objeción de con-
ciencia cuando la vida o la salud de la mujer se encuen-
tren en peligro y deba brindarse atención inmediata.

Artículo 61 Bis 4. La secretaría deberá adoptar las me-
didas necesarias para asegurar la disponibilidad y el ac-
ceso a pruebas diagnósticas de VIH y a medicamentos
antirretrovirales en todos los niveles de atención du-
rante el embarazo, parto y puerperio para proporcio-
nar la profilaxis prenatal, la profilaxis intraparto y la
profilaxis durante el puerperio, según se requiera de
acuerdo con el  momento del diagnóstico.

Artículo 62 al artículo 66. …

Artículo 67. La prestación de los servicios de planifica-
ción familiar, que incluyen los de anticoncepción y los
de reproducción asistida, tiene como objetivo contri-
buir a la prevención de los embarazos no planeados y
los no deseados, la transmisión sexual y vertical del
VIH; disminuir el riesgo reproductivo y coadyuvar en
la plena realización de los ideales reproductivos de las
personas y, en su caso,  de las parejas. Los servicios a los
que se refiere el presente artículo deben incluir la in-
formación, orientación educativa y provisión de servi-
cios para todas las personas.

Los servicios de planificación familiar constituyen un
medio para el ejercicio del derecho constitucional de to-
da persona a decidir de manera libre, responsable e in-
formada sobre el número y espaciamiento de sus hijas e
hijos con pleno respeto a su dignidad.

Quienes practiquen la esterilización o la fertilización
sin la voluntad de la o el paciente u obtengan su con-
sentimiento bajo presión serán sancionados conforme a
las disposiciones de esta ley, independientemente de la
responsabilidad penal en que incurran.

Quienes nieguen servicios de salud reproductiva por el
estatus serológico de la persona serán sancionados con-
forme a las disposiciones de esta ley, independiente-
mente de la responsabilidad penal en que incurran.

En materia de planificación familiar, así como en rela-
ción con el resto de los servicios a los que se refiere el
presente capítulo, las acciones de información y orien-
tación educativa en las comunidades indígenas deberán
llevarse a cabo en español y en la lengua o lenguas indí-
genas en uso en la región o comunidad de que se trate
por personal del mismo sexo que la persona usuaria del
servicio y con respeto a sus derechos humanos.

Artículo 68.Los servicios de planificación familiar tie-
nen carácter prioritario y comprenden, entre otros, los
siguientes:

I. La promoción del desarrollo de programas de comu-
nicación educativa en materia de servicios de planifica-
ción familiar y educación sexual, con base en los conte-
nidos y estrategias que establezca el Consejo Nacional
de Población;

I Bis. La prestación de los servicios de anticoncep-
ción y reproducción asistida;

I Bis 2. El acceso a información completa, compren-
sible, veraz, oportuna y basada en evidencia científi-
ca, así como laica y libre de prejuicios que permita a
las personas tomar decisiones libres, informadas y
responsables en materia de anticoncepción y repro-
ducción asistida;

II. La atención integral y seguimiento de las perso-
nas aceptantes y usuarias de servicios de planifica-
ción familiar;

III. La asesoría para la prestación de servicios de
planificación familiar a cargo de los sectores público,
social y privado y la supervisión y evaluación en su
ejecución, de acuerdo con las políticas establecidas
por el Consejo Nacional de Población.

IV. El apoyo y fomento de la investigación en mate-
ria de anticoncepción, infertilidad humana, planifi-
cación familiar y biología de la reproducción huma-
na;

V. La participación en el establecimiento de meca-
nismos idóneos para la determinación, elaboración,
adquisición, almacenamiento y distribución de medi-
camentos y otros insumos destinados a los servicios
de planificación familiar;
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VI. La recopilación, sistematización y actualización
de la información necesaria para el adecuado segui-
miento de las actividades desarrolladas.

Artículo 69 al artículo 71. …

Artículo 71 Bis 1. Para efectos de esta ley se entenderán
por técnicas de reproducción asistida a las técnicas bio-
médicas que faciliten la interacción entre las células
germinales femeninas y masculinas en los procesos de
fertilización e implantación.

La secretaría emitirá las normas a las que deberá suje-
tarse el uso de las técnicas a las que se refiere este ar-
tículo, así como las relativas a la obtención, conserva-
ción, traslado, manejo y disposición de las células
germinales y óvulos fertilizados.

Podrán beneficiarse de las técnicas de reproducción
asistida todas las personas mayores de edad y en pleno
uso de sus facultades, previo otorgamiento del consenti-
miento informado, de acuerdo con lo que establecen la
presente ley, sus reglamentos y las normas aplicables.

En el caso de las mujeres casadas, éstas deberán infor-
mar previamente a su cónyuge su decisión de someter-
se a una técnica de reproducción asistida.

Artículo 71 Bis 2. Corresponderá a la secretaría esta-
blecer las normas para la atención médica integral de la
perimenopausia y postmenopausia en el caso de las mu-
jeres y de la andropausia en el caso de los hombres, in-
cluyendo las acciones correspondientes a la prevención,
control y vigilancia epidemiológica de enfermedades
durante dichas etapas.

Artículo 71 Bis 3. Corresponderá a la secretaría esta-
blecer las normas para la promoción de la salud, pre-
vención, diagnóstico, tratamiento, control y vigilancia
epidemiológica de todos los tipos de cáncer y de los de-
más padecimientos que afectan a los órganos reproduc-
tivos.

Artículo 71 Bis 4. Corresponderá a la secretaría esta-
blecer las normas para la detección, prevención, aten-
ción médica y la orientación en materia de violencia fa-
miliar, sexual y contra las mujeres, de acuerdo con lo
que establecen la presente ley y demás disposiciones
aplicables.

Transitorio

Único. Este decreto de reformas y adiciones entrará en vi-
gor el día siguiente al de su publicación en el Periódico
Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 30 de abril de 2013.— Diputadas:
Martha Lucía Micher Camarena, María de las Nieves García Fernán-
dez, Ruth Zavaleta Salgado, Aída Fabiola Valencia Ramírez, Dora Ma-
ría Guadalupe Talamantes Lemas (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. 

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley del Impuesto sobre la Renta, a cargo del diputado
Enrique Cárdenas del Avellano, del Grupo Parlamentario
del PRI

El suscrito, diputado Enrique Cárdenas del Avellano, inte-
grante de la LXII Legislatura del Congreso de la Unión por
el Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, y 72, inciso h), de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, así como 6, numeral 1
fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, y demás relativos, presenta a consideración de esta
soberanía iniciativa con proyecto decreto que reforma la
Ley del Impuesto Sobre la Renta, bajo el siguiente tenor:

Planteamiento del problema

El impuesto sobre la renta es el símbolo de la justicia fis-
cal ya que grava con mayor precisión los ingresos percibi-
dos por concepto de salarios, actividades empresariales,
prestación de servicios profesionales, el uso temporal de
bienes inmuebles, enajenación de bienes y los intereses de
los particulares bajo el principio de “a mayor ingreso ma-
yor impuesto”.

Recaudar impuestos es una facultad constitucional que tie-
ne el Estado mexicano a través de la instancia que éste de-
termine, debo precisar que su justificación radica en que el
dinero que adquiere servirá para que el gobierno de la re-
pública funcione estructural y articuladamente de manera
correcta; pero además se redistribuya a través de las enti-



dades federativas y municipios a los ciudadanos ya sea en
servicios o bienes.

En ésta materia, actualmente el contribuyente no tiene con-
ceptos claros al momento de determinar la base del im-
puesto que debe pagar al Sistema de Administración Tri-
butaria; debido a que la ley presenta algunas imprecisiones
y ambigüedades para aplicar el resultado fiscal dado que no
están claro los elementos que integran la utilidad fiscal en
virtud de que hay confusión si utilidad fiscal es únicamen-
te ingresos acumulables menos deducciones autorizadas o
es hasta quitar la participación de los trabajadores en las
utilidades pagadas en el ejercicio. Pero si incluyéramos un
término intermedio denominado utilidad fiscal disminuida
quedaría claro que utilidad fiscal es ingresos acumulables
menos deducciones autorizadas y que utilidad fiscal dismi-
nuida es restarle a la utilidad fiscal la participación de los
trabajadores en las utilidades pagadas.

Cabe señalar que la presente iniciativa no pretende corregir
bases ni tasas, sólo aclarar imprecisiones en la redacción de
38 artículos de la Ley del Impuesto Sobre la Renta para ha-
cer más sencilla su comprensión y aplicación, y así, forta-
lecer el régimen de consolidación fiscal.

Exposición de Motivos

El artículo 31 fracción IV de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos señala como una obligación de
los mexicanos “contribuir para los gastos públicos, así de
la federación, como del Distrito Federal o del estado y mu-
nicipio en que residan, de la manera proporcional y equita-
tiva que dispongan las leyes”, por su parte, el Código Fis-
cal de la Federación en su artículo 2o. reconoce que “las
contribuciones se clasifican en impuestos, aportaciones de
seguridad social, contribuciones de mejoras y derechos”,
por lo tanto, el tema que me ocupa es corregir imprecisio-
nes y ambigüedades que presenta la Ley del Impuesto So-
bre la Renta para que el contribuyente tenga clara la idea
con la que determine la base del impuesto.

La presente propuesta de reforma pretende precisar a ma-
yor detalle el método que determina el impuesto a pagarse
en las oficinas del Servicio de Administración Tributaria
por las personas físicas y morales, en activo o en suspen-
sión de actividades ya sea que residan en México o en el
extranjero, lo anterior, por concepto de ingresos por sala-
rio, prestación del servicio personal subordinado, presta-
ción de servicios profesionales y por la enajenación de bie-

nes inmuebles, todo ello, mediante operaciones aritméticas
con la incorporación del concepto de utilidad fiscal dismi-
nuida como factor determinante.

Cabe precisar que la iniciativa no pretende modificar bases
ni tasas, sino simplemente corregir redacciones para que la
ley quede en una forma más clara y sencilla para su aplica-
ción.

Por lo que se refiere a la determinación de la base del im-
puesto, que es el resultado fiscal, se sugiere incluir un tér-
mino intermedio que se denominaría utilidad fiscal dismi-
nuida, en virtud de que hay confusión si utilidad fiscal es
únicamente ingresos acumulables menos deducciones au-
torizadas o es quitar la participación de los trabajadores en
las utilidades pagadas en el ejercicio, de hacer dicha modi-
ficación, quedaría claro que utilidad fiscal es ingresos acu-
mulables menos deducciones autorizadas y que utilidad
fiscal disminuida es restarle a la utilidad fiscal la participa-
ción de los trabajadores en las utilidades pagada. Con lo
anterior, las pérdidas fiscales, por consecuencia se dismi-
nuirían de la utilidad fiscal disminuida y se obtendría el re-
sultado fiscal.

Cabe señalar que si reformamos el artículo 10, dejamos
aclarado que cuando la utilidad fiscal es menor que la par-
ticipación de los trabajadores en las utilidades del ejercicio,
también se obtiene pérdida fiscal cuando éste es mayor por
la diferencia resultante.

Esta modificación, obliga a adecuar diversos artículos de la
ley en donde el concepto de utilidad fiscal debe ser susti-
tuido por utilidad fiscal disminuido y en igual sentido se
propone la reforma al artículo 61 de las pérdidas fiscales
para que contemple esta situación.

Respecto al artículo 14 relativo a pagos provisionales, se
propone eliminar la referencia de los doce meses ya que so-
lamente hay dos ejercicios que pueden ser diferentes a do-
ce meses, el primero y el último de las personas morales,
por lo cual se considera innecesaria esta referencia.

También se propone cambiar el concepto de utilidad fiscal
para pagos provisionales ya que ésta se obtiene de los in-
gresos nominales por el coeficiente de utilidad, siendo que
la utilidad fiscal del artículo 10 es ingresos acumulables
menos deducciones acumuladas y para evitar la confusión
de asociarla con este artículo, se propone que se utilice el
concepto de utilidad base.
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Con respecto al artículo 16, en el cual se determina la uti-
lidad gravable para efectos de calcular la participación de
los trabajadores en las utilidades de las empresas, se pro-
pone restructurar todo el artículo incluyendo tres fraccio-
nes:

Fracción I, se parte del total de los ingresos acumulables y
se aclaran las partidas que deben ser sumadas y cuáles de-
ben ser restadas.

Fracción II, se parte del total de las deducciones autoriza-
das y se aclaran las partidas que deben ser sumadas y cuá-
les deben ser restadas.

Fracción III, se define que la base para el cálculo de la par-
ticipación de los trabajadores en las utilidades será la dife-
rencia que resulte de restar al resultado de la fracción I el
resultado de la fracción II.

Igualmente se propone suprimir lo relativo al tratamiento
de las utilidades, pérdidas cambiarias que se tiene en el ar-
tículo 16 actual, tanto en el lado de ingresos como en el la-
do de deducciones, ya que no se justifica ello, en una esta-
bilidad económica que en términos generales se tiene, pero
además estas disposiciones que se propone eliminar fueron
suprimidas de la Ley del Impuesto sobre la Renta hace más
de 15 años.

También se propone modificar el artículo 27 y correlación
el artículo 42 fracciones II y III, de manera que agrupen co-
rrectamente la fracción II, las inversiones que son parcial-
mente deducibles, que aparecen en la fracción III, de esta
manera quedan correctamente en la fracción II todas las in-
versiones parcialmente deducibles que son únicamente au-
tomóviles y aviones, dejando las aclaraciones pertinente,
tal como vienen en los casos en que la limitación no prece-
de. Con base en esto en el artículo 27 se anotan dos párra-
fos y se adiciona uno nuevo, ya que en el primer párrafo so-
lamente se deja la referencia a la fracción II, ya que todos
los parcialmente deducibles se encuentran en esta y por lo
tanto ya no se hace referencia a la fracción III. En el párra-
fo II se menciona la fracción II, III y IV, siendo que hace
referencia este párrafo a las inversiones que no son deduci-
bles y por consiguiente, con el reordenamiento de la frac-
ción III del 42, solo se debe hacer referencia a esta fracción
y eliminando la referencia a la fracción IV. La adición del
último párrafo obedece a que la fracción IV se refiere a bie-
nes adquiridos por fusión y en ellos pueden venir inversio-
nes parcialmente deducibles e inversiones no deducibles y

por eso se separa en este párrafo, para dejar claro que se
aplicaría lo conducente según se trate.

Con respecto al artículo 37, donde se establece lo relativo
a las inversiones, se propone adicionar a la referencia de
meses completos por el de meses completos de calendario,
para evitar que se tenga que aplicar el párrafo cuarto del ar-
tículo 12 del Código Fiscal de la Federación, lo que crea
confusiones sobre este particular, con lo que ahí se señala
contar los meses y años de día a día.

También se propone corregir la referencia que en el sexto
párrafo del artículo 37, se hace en términos generales al ar-
tículo 27, siendo correcto que se adicione que es en el ca-
so del párrafo segundo, porque lo correspondiente al párra-
fo primero del artículo 27 sí le es aplicable lo que ahí se
señala, y con más razón con el reordenamiento que se pro-
puso al artículo 27 y al artículo 42. 

Se propone en el artículo 114, que se encuentra derogado,
se incluya la referencia que para el cálculo de las retencio-
nes sobre sueldos y salarios, debe aplicarse lo dispuesto en
el subsidio al empleo en lo conducente, ya que en ningún
lado de este capítulo se menciona tal circunstancia.

Asimismo, se debe restructurar el capítulo II de las activi-
dades empresariales y profesionales, iniciándolo con un
concepto de disposiciones generales y aprovechando el ar-
tículo 119, que estaba derogado, incluir en este los aspec-
tos citados en la sección I que realmente afectan a las si-
guientes secciones, e igualmente se propone establecer en
qué casos la actividad agrícola, ganadera, pesquera y silví-
cola es exclusiva, ya que de esto depende que se tenga de-
recho a la disminución del impuesto.

Respecto a las personas físicas en el artículo 127, se pro-
pone, al igual que en el artículo 10 incorporar el concepto
de utilidad fiscal disminuida y así mismo el caso en que ha-
biendo utilidad fiscal sea menor a la participación de los
trabajadores en las utilidades pagada en el ejercicio, la di-
ferencia genera pérdida.

En el artículo 132, se necesario señalar el procedimiento
que debe seguirse para determinar la participación de los
trabajadores en las utilidades del ejercicio, ya que se hace
referencia a que se hará con base en lo dispuesto en el ar-
tículo 131, el cual se encuentra derogado.



Respecto al Capítulo III, de los ingresos por arrendamien-
to, se propone modificar el cálculo de los pagos provisio-
nales en forma individual cada mes, por el procedimiento
acumulativo, al igual que personas físicas con actividades
empresariales y profesionales, que es más adecuado y ade-
más resuelve el problema para los efectos del Impuesto
Empresarial a Tasa Única, que requiere que sea de esta ma-
nera.

En términos generales se propone eliminar todas las refe-
rencias a artículos Bis, y en particular la del Ter, que sola-
mente se hace en un artículo 154 y en todos los casos a los
Bises, poner la letra A, y en el caso del Ter, la letra B, esto
para uniformar que solamente existan artículos numéricos
y alfanuméricos y evitar el desconcierto de que aparezcan
artículos Bis y Ter.

Es por eso que como legislador tengo la firme convicción
de generar las reformas que resuelvan cualquier ámbito de
la problemática nacional y en esta ocasión se trata de for-
talecer al régimen de consolidación fiscal, por tal motivo
me permito someter a la consideración de esta soberanía la
siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma la Ley del Impuesto Sobre la Renta

Artículo 3o. No se considerará que constituye estableci-
miento permanente de un residente en el extranjero:

I. La utilización o el mantenimiento de instalaciones con
el único fin de almacenar o exhibir bienes o mercancías.

II. La conservación de existencias de bienes o de mer-
cancías con el único fin de almacenar o exhibir dichos
bienes o mercancías o de que sean transformados por
otra persona.

III. La utilización de un lugar de negocios con el único
fin de comprar bienes o mercancías.

IV. La utilización de un lugar de negocios con el único
fin de desarrollar actividades de naturaleza previa o au-
xiliar, ya sean de propaganda, de suministro de infor-
mación, de investigación científica, de preparación para
la colocación de préstamos, o de otras actividades simi-
lares.

V. El depósito fiscal de bienes o de mercancías en un al-
macén general de depósito ni la entrega de los mismos
para su importación al país.

Artículo 8o. Cuando en esta ley…

En los casos…

El sistema financiero…

Tratándose de sociedades…

Para los efectos…

Para los efectos…

Cuando en esta ley se haga referencia a entidad fe-
derativa, se entenderá incluido al Distrito Federal.

Artículo 10. Las personas…

El resultado fiscal…

I. Se obtendrá la utilidad fiscal disminuyendo de la tota-
lidad de los ingresos acumulables obtenidos en el ejer-
cicio, las deducciones autorizadas por este Título, siem-
pre que los ingresos sean mayores que las
deducciones.

II. Se obtendrá la utilidad fiscal disminuida, dismi-
nuyendo de la utilidad fiscal, en su caso, la partici-
pación de los trabajadores en las utilidades pagada
en el ejercicio en los términos de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos. En el caso
que la participación de los trabajadores en las utili-
dades pagada sea mayor que la utilidad fiscal, la di-
ferencia se considerará pérdida fiscal en los términos
del artículo 61 de esta ley.

III. A la utilidad fiscal disminuida del ejercicio, se le
restara, en su caso, las pérdidas fiscales pendientes
de aplicar de ejercicios anteriores.

El impuesto…

Las personas morales…

Artículo 13. Cuando se realicen actividades empresariales
a través de un fideicomiso, la fiduciaria determinará en los
términos del Título II de esta Ley, el resultado fiscal o la
pérdida fiscal de dichas actividades en cada ejercicio y
cumplirá por cuenta del conjunto de los fideicomisarios las
obligaciones señaladas en esta ley, incluso la de efectuar
pagos provisionales.
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Los fideicomisarios acumularán a sus demás ingresos del
ejercicio, la parte del resultado fiscal de dicho ejercicio de-
rivada de las actividades empresariales realizadas a través
del fideicomiso que les corresponda, de acuerdo con lo es-
tipulado en el contrato de fideicomiso y acreditarán en esa
proporción el monto de los pagos provisionales efectuados
por el fiduciario. La pérdida fiscal derivada de las activi-
dades empresariales realizadas a través del fideicomiso só-
lo podrá ser disminuida de la utilidad fiscal disminuida de
ejercicios posteriores derivadas de las actividades realiza-
das a través de ese mismo fideicomiso en los términos del
Capítulo V del Título II de esta ley.

Cuando haya pérdidas fiscales…

Para los efectos del párrafo anterior…

Las entregas de efectivo o bienes…

Para los efectos de determinar el resultado fiscal o pérdi-
da fiscal del ejercicio derivada de las actividades empresa-
riales realizadas a través del fideicomiso, dentro de las de-
ducciones se incluirá la que corresponda a los bienes
aportados al fideicomiso por el fideicomitente cuando sea
a su vez fideicomisario y no reciba contraprestación algu-
na en efectivo u otros bienes por ellos, considerando como
costo de adquisición de los mismos el monto original de la
inversión actualizado aún no deducido o el costo promedio
por acción, según el bien de que se trate, que tenga el fi-
deicomitente al momento de su aportación al fideicomiso y
ese mismo costo de adquisición deberá registrarse en la
contabilidad del fideicomiso y en la cuenta de capital de
aportación de quien corresponda. El fideicomitente que
aporte los bienes a que se refiere este párrafo no podrá
efectuar la deducción de dichos bienes en la determinación
de sus utilidades o pérdidas fiscales derivadas de sus demás
actividades.

Cuando los bienes…

Los pagos…

Cuando alguno de los fideicomisarios sea persona física re-
sidente en México, considerará como ingresos por activi-
dades empresariales la parte del resultado fiscal derivado
de las actividades empresariales realizadas a través del fi-
deicomiso que le corresponda de acuerdo con lo pactado en
el contrato.

Se considera que los residentes en el extranjero que sean
fideicomisarios tienen establecimiento permanente en Mé-
xico por las actividades empresariales realizadas en el país
a través del fideicomiso y deberán presentar su declaración
anual del impuesto sobre la renta por la parte que les co-
rresponda del resultado fiscal del ejercicio derivado de di-
chas actividades.

En los casos…

Los fideicomisarios…

Artículo 14. Los contribuyentes…

I. Se calculará el coeficiente de utilidad correspondien-
te al último ejercicio por el que se hubiera o debió ha-
berse presentado declaración. Para este efecto, se adi-
cionará la utilidad fiscal o reducirá la pérdida fiscal del
ejercicio por el que se calcule el coeficiente, según sea
el caso con el importe de la deducción a que se refiere
el artículo 220 de esta Ley. El resultado se dividirá en-
tre los ingresos nominales del mismo ejercicio.

Las personas morales…

Tratándose del segundo ejercicio fiscal, el primer pago
provisional comprenderá el primero, el segundo y el ter-
cer mes del ejercicio.

Cuando en el ejercicio inmediato anterior no resulte co-
eficiente de utilidad conforme a lo dispuesto en esta
fracción, se aplicará el correspondiente al último ejerci-
cio por el que se tenga dicho coeficiente, sin que ese
ejercicio sea anterior en más de cinco años a aquél por
el que se deban efectuar los pagos provisionales.

II. La utilidad base para el cálculo del pago provisio-
nal se determinará multiplicando el coeficiente de utili-
dad que corresponda conforme a la fracción anterior,
por los ingresos nominales correspondientes al periodo
comprendido desde el inicio del ejercicio y hasta el úl-
timo día del mes al que se refiere el pago.

A la utilidad base para el pago provisional determi-
nada de conformidad con el párrafo anterior se le
podrá disminuir, en su caso:

a) La participación de los trabajadores en las uti-
lidades de las empresas pagada en el ejercicio en



los términos del artículo 123 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; para el
efecto la cantidad pagada en cada uno de los me-
ses se dividirá entre el número de meses com-
prendidos desde el mes que se pagó hasta el últi-
mo mes del ejercicio y es la cantidad mensual que
se disminuirá en forma acumulativa.

b) El importe de la deducción inmediata a reali-
zarse en el ejercicio, de conformidad con el ar-
tículo 220 de la Ley, por las inversiones de bienes
nuevos de activo fijo efectivamente realizadas.

c) El importe de los anticipos y rendimientos que
las personas morales distribuyan a sus miembros,
en los términos de la fracción II del artículo 110
de esta Ley, en el periodo comprendido desde el
inicio del ejercicio y hasta el último día del mes al
que se refiere el pago.

d) La pérdida fiscal de ejercicios anteriores pen-
diente de aplicar contra las utilidades fiscales, sin
perjuicio de disminuir dicha pérdida de la utili-
dad fiscal del ejercicio.

III. Los pagos provisionales serán las cantidades que re-
sulten de aplicar la tasa establecida en el artículo 10 de
esta ley, sobre la utilidad base para pagos provisionales
que se determine en los términos de la fracción que an-
tecede, pudiendo acreditarse contra el impuesto a pagar
los pagos provisionales del mismo ejercicio efectuados
con anterioridad. También podrá acreditarse contra di-
chos pagos provisionales la retención que se le hubiera
efectuado al contribuyente en el periodo, en los térmi-
nos del artículo 58 de la misma.

Tratándose del ejercicio…

Los ingresos nominales…

Los contribuyentes…

Los contribuyentes…

Los contribuyentes deberán presentar las declaraciones
de pagos provisionales siempre que haya impuesto a pa-
gar, saldo a favor o cuando se trate de la primera decla-
ración en la que no tengan impuesto a cargo. No debe-
rán presentar declaraciones de pagos provisionales en el

ejercicio de iniciación de operaciones, ni en los casos en
que no haya impuesto a cargo ni saldo a favor y no se
trate de la primera declaración con esta característica.

Artículo 16. Para los efectos…

I. Los ingresos acumulables del ejercicio en los térmi-
nos de esta ley, se le sumarán o se le restarán los si-
guientes ingresos:

1. Se le sumarán

a) Los ingresos...

b) Se le sumará los dividendos cobrados.

c) La diferencia…

(Se suprime)

2. Se le restará: El ajuste anual por inflación acu-
mulable, a que se refiere el artículo 46 de la mis-
ma ley. 

II. Al total de deducciones autorizadas se le restarán
y se le sumarán los siguientes conceptos correspon-
dientes al mismo ejercicio. 

1. Se le restarán:

a) El ajuste anual por inflación deducible en los
términos del artículo 46 de esta ley.

b) Las inversiones incluidas en las deducciones
autorizadas por esta ley.

c) (Se suprime)

d) (Se suprime)

2. Se le sumarán

a) La cantidad que resulte de aplicar al monto
original de las inversiones, los por cientos que
para cada bien de que se trata determine el con-
tribuyente, los que no podrán ser mayores a los
señalados en los artículos 39, 40 o 41 de esta ley.
En el caso de enajenación de los bienes de activo
fijo o cuando éstos dejen de ser útiles para obte-
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ner ingresos, se deducirá en el ejercicio en que
esto ocurra, la parte del monto original aún no
deducida conforme a este inciso.

b) El valor nominal de los dividendos o utilida-
des que se reembolsen, siempre que los hubiera
recibido el contribuyente en ejercicios anteriores
mediante la entrega de acciones de la misma so-
ciedad que los distribuyó o que los hubiera rein-
vertido dentro de los 30 días siguientes a su dis-
tribución, en la suscripción o pago de aumento
de capital en dicha sociedad.

Para determinar…

III . La renta gravable  a que se refiere el inciso e) de
la fracción IX del artículo 123 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, no se dismi-
nuirá la participación de los trabajadores en las uti-
lidades de las empresas pagada en el ejercicio, será el
resultado que se obtenga de restar al resultado de la
fracción primera el resultado de la fracción segunda. 

Artículo 16-Bis…

Artículo 24. Para determinar…

I. …

II. …

a) Se sumará…

Para determinar…

b) Al resultado…

Las pérdidas fiscales…

A las pérdidas fiscales…

Los reembolsos….

La diferencia…

Las pérdidas…

Las pérdidas….

III. Al resultado obtenido conforme a la fracción ante-
rior, se le adicionará el monto de las pérdidas fiscales
que la persona moral emisora de las acciones haya ob-
tenido en ejercicios anteriores a la fecha en la que el
contribuyente adquirió las acciones de que se trate y que
dicha persona moral haya disminuido de su utilidad fis-
cal disminuida durante el periodo comprendido desde
el mes en el que el contribuyente adquirió dichas accio-
nes y hasta el mes en el que las enajene.

Las pérdidas…

Cuando el saldo…

IV. La actualización…

Para determinar….

Tratándose…

Cuando….

En…

La…

Las…

Cuando…

Cuando…

Lo….

Cuando…

Artículo 27. Para determinar la ganancia por la enajenación
de bienes cuya inversión es parcialmente deducible en los
términos de las fracciones II del artículo 42 de esta ley,
se considerará la diferencia entre el monto original de la
inversión deducible disminuido por las deducciones efec-
tuadas sobre dicho monto y el precio en que se enajenen los
bienes.

Tratándose de bienes cuya inversión no es deducible en los
términos de la fracción III del artículo 42 de esta Ley, se
considerará como ganancia el precio obtenido por su ena-
jenación.
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Tratándose de bienes adquiridos por fusión de confor-
midad de la fracción IV del artículo 42 se aplicará lo
conducente según proceda tratándose de bienes par-
cialmente deducibles y en su caso no deducibles.

Artículo 37. Las inversiones únicamente se podrán deducir
mediante la aplicación, en cada ejercicio, de los por cien-
tos máximos autorizados por esta Ley, sobre el monto ori-
ginal de la inversión, con las limitaciones en deducciones
que, en su caso, establezca esta Ley. Tratándose de ejerci-
cios irregulares, la deducción correspondiente se efectuará
en el por ciento que represente el número de meses de ca-
lendario completos del ejercicio en los que el bien haya si-
do utilizado por el contribuyente, respecto de doce meses.

Cuando el bien se comience a utilizar después de iniciado
el ejercicio y en el que se termine su deducción, ésta se
efectuará con las mismas reglas que se aplican para los
ejercicios irregulares.

El monto…

Cuando los bienes…

El contribuyente…

Las inversiones…

Cuando el contribuyente enajene los bienes o cuando éstos
dejen de ser útiles para obtener los ingresos, deducirá, en el
ejercicio en que esto ocurra, la parte aún no deducida. En
el caso en que los bienes dejen de ser útiles para obtener los
ingresos, el contribuyente deberá mantener sin deducción
un peso en sus registros. Lo dispuesto en este párrafo no es
aplicable a los casos señalados en el artículo 27 último pá-
rrafo de esta ley.

Los contribuyentes ajustarán la deducción determinada en
los términos de los párrafos primero y sexto de este artícu-
lo, multiplicándola por el factor de actualización corres-
pondiente al periodo comprendido desde el mes en el que
se adquirió el bien y hasta el último mes de la primera mi-
tad del periodo en el que el bien haya sido utilizado duran-
te el ejercicio por el que se efectúe la deducción. Cuando
el bien se enajene o deje de ser útiles para obtener in-
gresos en enero del ejercicio de que se trate y no se ten-
ga un mes de calendario completo, la actualización
comprenderá hasta el mes de diciembre del ejercicio in-
mediato anterior.

Cuando sea impar el número de meses…

Artículo 42. La deducción…

I. …

En ningún…

II. La inversión en automóviles la deducción se cal-
culará considerando como monto original máximo
de la inversión, una cantidad equivalente de 175 mil
pesos. En el caso de aviones, la deducción se calcula-
rá considerando como monto original máximo de la
inversión, una cantidad equivalente a 8 millones 600
mil pesos y además reúna los requisitos que señala el
reglamento de esta ley.

Lo dispuesto en esta fracción no será aplicable tratán-
dose de contribuyentes cuya actividad consista en el
otorgamiento del uso o goce temporal de automóviles,
siempre y cuando los destinen exclusivamente a dicha
actividad.

Tratándose de contribuyentes cuya actividad pre-
ponderante consista en el otorgamiento del uso o go-
ce temporal de aviones o automóviles, podrán efec-
tuar la deducción total del monto original de la
inversión del avión o del automóvil de que se trate,
excepto cuando dichos contribuyentes otorguen el
uso o goce temporal de aviones o automóviles a otro
contribuyente, cuando alguno de ellos, o sus socios o
accionistas, sean a su vez socios o accionistas del
otro, o exista una relación que de hecho le permita a
uno de ellos ejercer una influencia preponderante en
las operaciones del otro, en cuyo caso la deducción se
determinará en los términos de la fracción de este ar-
tículo.

También podrán efectuar la deducción total del
monto original de la inversión del avión en los casos
en que se tenga concesión o permiso del gobierno fe-
deral para ser explotados comercialmente.

III. Las inversiones en casas habitación y en comedores,
que por su naturaleza no estén a disposición de todos los
trabajadores de la empresa, así como  en embarcaciones
que no tengan concesión o permiso del Gobierno Fede-
ral para ser explotadas comercialmente, sólo serán de-
ducibles en los casos que reúnan los requisitos que se-
ñale el Reglamento de esta ley.
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IV…

V…

VI…

VII…..

Artículo 61. La pérdida fiscal……

También se obtendrá pérdida fiscal cuando se tenga uti-
lidad fiscal y ésta sea inferior a la participación de los
trabajadores en las utilidades de las empresas pagadas
en el ejercicio por la diferencia que resulte.

La pérdida fiscal ocurrida en un ejercicio podrá disminuir-
se de la utilidad fiscal disminuida en los diez ejercicios si-
guientes hasta agotarla.

Cuando el contribuyente no disminuya…

Para los efectos de este artículo, el monto de la pérdida fis-
cal ocurrida en un ejercicio, se actualizará multiplicándolo
por el factor de actualización correspondiente al periodo
comprendido desde el primer mes de la segunda mitad del
ejercicio en el que ocurrió y hasta el último mes del mismo
ejercicio. La parte de la pérdida fiscal de ejercicios ante-
riores ya actualizada pendiente de aplicar contra la utilidad
fiscal disminuida se actualizará multiplicándola por el
factor de actualización correspondiente al periodo com-
prendido desde el mes en el que se actualizó por última vez
y hasta el último mes de la primera mitad del ejercicio en
el que se aplicará.

Para los efectos del párrafo anterior…

El derecho a disminuir las pérdidas…

En el caso de escisión de sociedades, las pérdidas fiscales
pendientes de disminuirse de utilidades fiscales disminui-
das, se deberán dividir entre las sociedades escindente y
las escindidas, en la proporción en que se divida la suma
del valor total de los inventarios y de las cuentas por cobrar
relacionadas con las actividades comerciales de la escin-
dente cuando ésta realizaba preponderantemente dichas ac-
tividades, o de los activos fijos cuando la sociedad escin-
dente realizaba preponderantemente otras actividades
empresariales. Para determinar la proporción a que se re-
fiere este párrafo, se deberán excluir las inversiones en bie-
nes inmuebles no afectos a la actividad preponderante.

Artículo 63. En los casos de fusión, la sociedad fusionante
sólo podrá disminuir su pérdida fiscal pendiente de dismi-
nuir al momento de la fusión, con cargo a la utilidad fiscal
disminuida correspondiente a la explotación de los mis-
mos giros en los que se produjo la pérdida.

Cuando cambien los socios o accionistas que posean el
control de una sociedad que tenga pérdidas fiscales de ejer-
cicios anteriores pendientes de disminuir y la suma de sus
ingresos en los tres últimos ejercicios hayan sido menores
al monto actualizado de esas pérdidas al término del último
ejercicio antes del cambio de socios o accionistas, dicha
sociedad únicamente podrá disminuir las pérdidas contra
las utilidades fiscales disminuidas correspondientes a la
explotación de los mismos giros en los que se produjeron las
pérdidas. Para estos efectos, se considerarán los ingresos
mostrados en los estados financieros correspondientes al pe-
riodo señalado, aprobados por la asamblea de accionistas.

Para los efectos…

Para los efectos…

Artículo 68. La sociedad…

I. …

a) …

b) …

El monto de las pérdidas fiscales de ejercicios ante-
riores pendientes de disminuir en los términos del
artículo 61 de esta Ley, que tuviere una sociedad
controlada en el ejercicio en que se incorpore a la
consolidación, se podrán disminuir sin que el monto
que se reste en cada ejercicio exceda de la utilidad
fiscal disminuida que obtenga en el mismo la socie-
dad controlada de que se trate.

c)…

Las pérdidas fiscales de ejercicios anteriores pen-
dientes de disminuir en los términos del artículo 61
de esta Ley, que tuviere la sociedad controladora en
el ejercicio en el que comience a consolidar en los
términos de este Capítulo, se podrán disminuir sin
que el monto que se reste en cada ejercicio exceda
de la utilidad fiscal disminuida a que se refiere este
inciso.
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d)…

e)…

Las pérdidas…

En ningún caso…

Los conceptos…

Para los efectos…

Para calcular…

II….

Las pérdidas fiscales…

Las pérdidas en enajenación…

Lo dispuesto….

También podrán…

Cuando la sociedad…

Artículo 69. La sociedad…

I. La utilidad…

La utilidad a que se refiere el párrafo anterior, será la
que resulte de restar al resultado fiscal consolidado del
ejercicio, el impuesto sobre la renta pagado en los tér-
minos del artículo 10 de esta Ley y el importe de las par-
tidas no deducibles para efectos del impuesto sobre la
renta, excepto las señaladas en las fracciones VIII y IX
del artículo 32 de la Ley de la sociedad controladora
y de las sociedades controladas. Las partidas no dedu-
cibles correspondientes a la sociedad controladora y a
las sociedades controladas, se restarán en la participa-
ción consolidable.

Cuando la suma de las partidas no deducibles para efec-
tos del impuesto sobre la renta, excepto las señaladas en
las fracciones VIII y IX del artículo 32 de la Ley, de la
sociedad controladora y de las sociedades controla-
das en la participación consolidable y el impuesto so-
bre la renta pagado en los términos del artículo 10 de
la citada Ley, sea mayor que el resultado fiscal conso-
lidado del ejercicio, la diferencia se disminuirá del sal-

do de la cuenta de utilidad fiscal neta consolidada que la
sociedad controladora tenga al final del ejercicio o, en
su caso, de la utilidad fiscal neta consolidada que se de-
termine en los siguientes ejercicios, hasta agotarlo. En
este último caso, el monto que se disminuya se actuali-
zará desde el último mes del ejercicio en el que se de-
terminó y hasta el último mes del ejercicio en el que se
disminuya.

II. …

III. …

IV. …

La sociedad…

Cuando…

Artículo 71. Cuando una sociedad…

La sociedad controladora deberá reconocer los efectos de
la desincorporación al cierre del ejercicio inmediato ante-
rior en declaración complementaria de dicho ejercicio. Pa-
ra estos efectos, sumará o restará, según sea el caso, a la
utilidad fiscal disminuida consolidada o a la pérdida fiscal
consolidada de dicho ejercicio, el monto de las pérdidas de
ejercicios anteriores a que se refiere el primer párrafo del
inciso b) de la fracción I del artículo 68 de esta Ley, que la
sociedad que se desincorpora de la consolidación tenga de-
recho a disminuir al momento de su desincorporación, con-
siderando para estos efectos sólo aquellos ejercicios en que
se restaron las pérdidas fiscales de la sociedad que se des-
incorpora para determinar el resultado fiscal consolidado,
las utilidades que se deriven de lo establecido en los párra-
fos sexto y séptimo de este artículo, así como los dividen-
dos que hubiera pagado la sociedad que se desincorpora a
otras sociedades del grupo que no hubieran provenido de
su cuenta de utilidad fiscal neta, multiplicados por el factor
de 1.3889. Las pérdidas que provengan de la enajenación
de acciones de sociedades controladas a que se refiere el
inciso e) de la fracción I del artículo 68 de esta Ley estarán
a lo dispuesto en este párrafo siempre que dichas pérdidas
no hubieran podido deducirse por la sociedad que las ge-
neró en los términos de la fracción XVII del artículo 32 de
esta Ley.

Para los efectos…

Las pérdidas…
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Si con motivo…

Sexto párrafo (se deroga)

La sociedad…

Adicionalmente…

En el caso…

Las sociedades…

Cuando la…

En el caso…

Las sociedades…

En el caso…

Cuando durante…

En el caso…

La sociedad…

En caso de…

Artículo 77. La sociedad…

La sociedad…

Para los efectos del cálculo de los pagos provisionales
consolidados, en ningún caso se disminuirán de la utili-
dad fiscal disminuida consolidada las pérdidas fiscales
de ejercicios anteriores que correspondan a las socieda-
des controladas.

En el primer…

La controladora…

Para calcular…

Artículo 81. Las personas morales…

I. Calcularán y enterarán…

II. …

Contra el impuesto…

El impuesto del ejercicio se pagará mediante declara-
ción que presentarán las personas morales dentro de los
tres meses siguientes a la fecha en que termine su
ejercicio, ante las oficinas autorizadas, excepto cuando
se trate de personas morales, cuyos integrantes por los
cuales cumpla con sus obligaciones fiscales sólo sean
personas físicas, en cuyo caso la declaración se presen-
tará en el mes de abril del año siguiente.

III. Las sociedades cooperativas…

IV. (Se deroga)

V. Cumplirán…

Para los efectos…

Las personas…

Las personas…

No tendrán…

Cuando los…

Los contribuyentes…

Contribuyentes…

Las personas…

Artículo 86. Los contribuyentes que obtengan…

I. …

II. …

III. …

IV. …

V. …

VI. Presentar declaración en la que se determine el re-
sultado fiscal del ejercicio o la utilidad gravable del mis-
mo y el monto del impuesto correspondiente, ante las
oficinas autorizadas o en la dirección de correo electró-
nico que al efecto señale el Servicio de Administración
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Tributaria, mediante disposiciones de carácter general,
dentro de los tres meses siguientes a la fecha en que ter-
mine dicho ejercicio. En dicha declaración también se
determinarán la utilidad fiscal, la utilidad fiscal dismi-
nuida, el resultado fiscal o la pérdida fiscal y en su ca-
so, el monto que corresponda a la participación de los
trabajadores en las utilidades de la empresa.

VII. …

VIII. …

IX. …

X. Las declaraciones a que se refiere este artículo, así
como las mencionadas en el artículo 143, último párra-
fo, de esta Ley, así como los avisos y modificaciones
que esté obligado a hacer en el registro federal de
contribuyentes, deberán presentarse a través de medios
electrónicos en la dirección de correo electrónico que al
efecto señale el Servicio de Administración Tributaria
mediante disposiciones de carácter general.

XI. …

XII. …

XIII. …

XIV. …

XV. …

XVI. …

XVII. …

XVIII. …

XIX. …

XX. …

Artículo 88. Las personas…

El saldo…

Para los efectos…

Para los efectos de lo dispuesto en este artículo, se con-
sidera utilidad fiscal neta del ejercicio, la cantidad que
se obtenga de restar al resultado fiscal del ejercicio, el
impuesto sobre la renta pagado en los términos del ar-
tículo 10 de esta Ley, y el importe de las partidas no de-
ducibles para efectos de dicho impuesto, excepto las se-
ñaladas en las fracciones VIII y IX del artículo 32 de la
Ley citada.

Cuando la suma del impuesto sobre la renta pagado en los
términos del artículo 10 de esta Ley y las partidas no de-
ducibles para efectos del impuesto sobre la renta, excepto
las señaladas en las fracciones VIII y IX del artículo 32 de
esta Ley sea mayor al resultado fiscal del ejercicio, la dife-
rencia se disminuirá del saldo de la cuenta de utilidad fis-
cal neta que se tenga al final del ejercicio o, en su caso, de
la utilidad fiscal neta que se determine en los siguientes
ejercicios, hasta agotarlo. En este último caso, el monto
que se disminuya se actualizará desde el último mes del
ejercicio en el que se determinó y hasta el último mes del
ejercicio en el que se disminuya.

El saldo…

Artículo 90. Las autoridades…

I. …

II. …

III. …

IV. …

V. …

VI. …

VII. …

VIII. …

IX. …

Para obtener el resultado fiscal, se restará a la utilidad
fiscal determinada conforme a lo dispuesto en este ar-
tículo, en su caso la participación de los trabajadores
en las utilidades pagada en el ejercicio, a que se re-
fiere la fracción primera del artículo 10,  obteniendo
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así la utilidad fiscal disminuida a la que se le resta-
rán las pérdidas fiscales pendientes de disminuir de
ejercicios anteriores.

Artículo 91. Las autoridades fiscales podrán modificar el
resultado fiscal o la pérdida fiscal, mediante la determina-
ción presuntiva del precio en que los contribuyentes ad-
quieran o enajenen bienes, así como el monto de la contra-
prestación en el caso de operaciones distintas de
enajenación, cuando:

I. …

II. …

III. …

Artículo 106. Están obligados….

Las personas físicas…

Las personas físicas…

No se…

Cuando las…

Se consideran…

Tratándose de…

Los contribuyentes…

Se considera…

Se deroga

Artículo 108. Cuando los ingresos…

Cuando dos o más…

Los copropietarios…

Lo dispuesto en los párrafos…

Los copropietarios y los integrantes de una sociedad
conyugal presentarán en forma separada cada uno de
ellos los pagos provisionales que les correspondan y
acumularán los ingresos y podrán disminuir las deduc-
ciones que correspondan tratándose de arrendamientos

y en general por otorgar el uso o goce temporal de bie-
nes inmuebles y por la enajenación de bienes. 

El representante legal de la sucesión…

Artículo 112. Cuando se…

I. Del total de percepciones por este concepto, una vez
disminuida  la  parte por la  que no se pagará im-
puesto de conformidad con el artículo 109 fracción
X, se separará una cantidad igual a la del último sueldo
mensual ordinario, la cual se sumará a los demás ingre-
sos por los que se deba pagar el impuesto en el año de
calendario de que se trate y se calculará, en los términos
de este Título, el impuesto correspondiente a dichos in-
gresos. Cuando el total de las percepciones sean inferio-
res al último sueldo mensual ordinario, éstas se sumarán
en su totalidad a los demás ingresos por los que se deba
pagar el impuesto y no se aplicará la fracción II de este
artículo.

II. Al total de percepciones por este concepto, una vez
disminuida la parte por la que no se pagará impues-
to de conformidad con el artículo 109 fracción X, se
restará una cantidad igual a la del último sueldo mensual
ordinario y al resultado se le aplicará la tasa que corres-
pondió al impuesto que señala la fracción anterior. El
impuesto que resulte se sumará al calculado conforme a
la fracción que antecede.

La tasa a que se refiere…

Artículo 113. Quienes hagan…

La retención se calculará aplicando a la totalidad de los in-
gresos obtenidos, una vez disminuidos los ingresos por
los que no se pagará impuesto, en los términos del ar-
tículo 109 en un mes de calendario, la siguiente:

Quienes hagan pagos…

Quienes hagan las retenciones a que se refiere este artículo,
deberán deducir de la totalidad de los ingresos obtenidos en
el mes de calendario, una vez disminuidos los ingresos por
los que no se pagará impuesto, en los términos del ar-
tículo 109 el impuesto local a los ingresos por salarios y en
general por la prestación de un servicio personal subordi-
nado que, en su caso, hubieran retenido en el mes de ca-
lendario de que se trate, siempre que la tasa de dicho im-
puesto no exceda del 5 por ciento.
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Tratándose de honorarios…

Las personas que hagan pagos por los conceptos a que se
refiere el artículo 112 de esta Ley, efectuarán la retención
aplicando al ingreso total por este concepto, una vez dis-
minuida la cantidad por la que no se pagará impuesto,
señalada en artículo 109 fracción X, una tasa que se calcu-
lará dividiendo el impuesto correspondiente al último suel-
do mensual ordinario, entre dicho sueldo; el cociente obte-
nido se multiplicará por cien y el producto se expresará en
por ciento. Cuando los pagos por estos conceptos sean in-
feriores al último sueldo mensual ordinario, la retención se
calculará aplicándoles la tarifa establecida en este artículo.

Las personas físicas, así como las personas morales a que
se refieren el Título II  y III  de esta Ley, enterarán las re-
tenciones a que se refiere este artículo a más tardar el día
17 de cada uno de los meses del año de calendario, me-
diante declaración que presentarán ante las oficinas autori-
zadas.

Los contribuyentes que presten servicios…

Artículo 114. Es aplicable las disposiciones correspon-
dientes de subsidio al empleo   a los contribuyentes que
perciban ingresos a que se refiere el primer párrafo o la
fracción I del artículo 110 del presente título IV.

Artículo 116… Las personas

El impuesto anual se determinará disminuyendo de la tota-
lidad de los ingresos obtenidos en un año de calendario,
por los conceptos a que se refiere este Capítulo, el impues-
to local a los ingresos por salarios y en general por la pres-
tación de un servicio personal subordinado que hubieran
retenido en el año de calendario, así como las partidas que
no pagan impuesto que se establecen en el artículo 109 Al
resultado obtenido se le aplicará la tarifa del artículo 177
de esta Ley. Contra el impuesto que resulte a cargo del con-
tribuyente se acreditará el importe de los pagos provisiona-
les efectuados en los términos del artículo 113 de esta ley.

La disminución…

La diferencia  La diferencia que resulte a cargo del contri-
buyente en los términos de este artículo se enterará ante las
oficinas autorizadas a más tardar en el mes de febrero si-
guiente al año de calendario de que se trate. La diferencia
que resulte a favor del contribuyente podrá compensarse
contra la retención del mes de diciembre y las retenciones

sucesivas, a más tardar dentro del año de calendario poste-
rior. El contribuyente podrá solicitar a las autoridades fis-
cales la devolución de las cantidades no compensadas, en
los términos que señale el Servicio de Administración Tri-
butaria mediante reglas de carácter general.

El retenedor podrá compensar los saldos a favor de un con-
tribuyente contra las cantidades retenidas a las demás per-
sonas a las que les haga pagos que sean ingresos de los
mencionados en este Capítulo, siempre que se trate de con-
tribuyentes que no estén obligados a presentar declaración
anual. El retenedor recabará la documentación comproba-
toria de las cantidades compensadas que haya entregado al
trabajador con saldo a favor.

Cuando no sea…

No se hará…

Artículo 119. Están obligadas al pago del impuesto es-
tablecido en este capítulo, las personas físicas que per-
ciban ingresos derivados de la realización de activida-
des empresariales o de la prestación de servicios
profesionales.

Para los efectos de este Capítulo se consideran:

I. Ingresos por actividades empresariales, los prove-
nientes de la realización de actividades comerciales, in-
dustriales, agrícolas, ganaderas, de pesca o silvícolas.

II. Ingresos por la prestación de un servicio profesional,
las remuneraciones que deriven de un servicio personal
independiente y cuyos ingresos no estén considerados
en el Capítulo I de este Título.

Se entiende que los ingresos los obtienen en su totalidad
las personas que realicen la actividad empresarial o
presten el servicio profesional.

Para los efectos de las secciones I y II de este capítulo se
entiende por contribuyentes dedicados a las actividades
de ganadería, pesca y silvicultura cuando sus ingresos
por dichas actividades representen cuando menos el
90% de sus ingresos totales sin incluir los ingresos por
las enajenaciones o activos fijos y terrenos de su pro-
piedad que hubiesen estado afectos a su actividad. Así
mismo tendrán derecho a la reducción en el impuesto
que se menciona en el penúltimo párrafo del artículo 81
de esta ley.
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Sección I
De las personas físicas con 

actividades empresariales y profesionales

Artículo 120. Están obligadas al pago del impuesto esta-
blecido en esta Sección, las personas físicas que perciban
ingresos derivados de la realización de actividades empre-
sariales o de la prestación de servicios profesionales.

Las personas físicas residentes en el extranjero que tengan
uno o varios establecimientos permanentes en el país, pa-
garán el impuesto sobre la renta en los términos de esta
Sección por los ingresos atribuibles a los mismos, deriva-
dos de las actividades empresariales o de la prestación de
servicios profesionales.

Para los efectos (se suprime)

I. (Se suprime).

II. (Se suprime).

Se entiende (se suprime).

Artículo 121 A. Los contribuyentes… 

Artículo 127. Los contribuyentes…

Al resultado…

Se tomará…

Tratándose de contribuyentes que se dediquen exclusi-
vamente a actividades de agricultura, ganadería, pesca
y silvicultura tendrán derecho a la reducción en el im-
puesto señalado en el antepenúltimo párrafo del artícu-
lo 81 de esta ley.

Contra…

Cuando los contribuyentes….

Artículo 130. Los contribuyentes a que se refiere esta Sec-
ción, deberán calcular el impuesto del ejercicio a su cargo
en los términos del artículo 177 de esta Ley. Para estos
efectos, la utilidad fiscal del ejercicio se determinará dis-
minuyendo de la totalidad de los ingresos acumulables obte-
nidos por las actividades empresariales o por la prestación de
servicios profesionales, las deducciones autorizadas en esta
Sección, ambos correspondientes al ejercicio de que se tra-

te. A la utilidad fiscal así determinada, se le disminuirá la
participación de los trabajadores en las utilidades de las
empresas pagada en el ejercicio, en los términos del artícu-
lo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, obteniéndose la utilidad fiscal disminuida y
en su caso, las pérdidas fiscales determinadas conforme a
este artículo, pendientes de aplicar de ejercicios anteriores;
el resultado será la utilidad gravable.

La pérdida fiscal se obtendrá cuando los ingresos a que se
refiere esta Sección obtenidos en el ejercicio sean menores
a las deducciones autorizadas en el mismo. Al resultado
obtenido se le adicionará la participación de los trabajado-
res en las utilidades pagada en el ejercicio a que se refiere
el párrafo anterior. También se obtendrá perdida fiscal
cuando los ingresos a que se refiera esta sección sean
mayores que las deducciones autorizadas en el mismo,
pero menor esta diferencia que la participación de los
trabajadores en las utilidades pagada en el ejercicio. En
este caso se estará a lo siguiente:

I. La pérdida fiscal ocurrida en un ejercicio podrá dis-
minuirse de la utilidad fiscal disminuida determinada
en los términos de esta sección, de los diez ejercicios si-
guientes, hasta agotarla.

Para los efectos…

Para los efectos…

Cuando el…

III. El derecho…

Las pérdidas fiscales que obtengan los contribuyentes por
la realización de las actividades a que se refiere esta Sec-
ción, sólo podrán ser disminuidas de la utilidad fiscal dis-
minuida derivada de las propias actividades a que se refie-
re la misma.

Las personas…

Artículo 132. Para los efectos…

En el caso de que el contribuyente obtenga ingresos por ac-
tividades empresariales y servicios profesionales en el mis-
mo ejercicio, deberá determinar la renta gravable que en
términos de esta Sección corresponda a cada una de las ac-
tividades en lo individual; para estos efectos, se calculara
la proporción que corresponda dividiendo el ingreso
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acumulable de cada una de las actividades entre el in-
greso total conjunto y se aplicara cada uno de ellos a la
participación de las utilidades determinando de esta
manera lo que le corresponde a cada una de ellas.

Artículo 136 A. Con independencia…

Artículo 143. Los contribuyentes a que se refiere este ca-
pítulo, efectuarán pagos provisionales mensuales a
cuenta del impuesto del ejercicio, a más tardar el día 17
del mes inmediato posterior a aquél al que corresponda el
pago, mediante declaración que presentarán ante las ofici-
nas autorizadas. El pago provisional se determinará res-
tando de la totalidad de los ingresos a que se refiere es-
te capítulo obtenidos en el periodo comprendido desde
el inicio del ejercicio y hasta el último día del mes al que
corresponde el pago, el monto de las deducciones a que se
refiere el artículo 142 de la misma correspondientes al mis-
mo periodo. Al resultado obtenido  se le aplica la tarifa
que corresponda conforme a lo previsto en el tercer pá-
rrafo del artículo 127 de esta ley. Contra el pago provi-
sional determinado se acreditarán los pagos provisiona-
les del mismo ejercicio efectuados con anterioridad.

El pago provisional…. (Se suprime)

Los contribuyentes…. (Se suprime)

Tratándose de subarrendamiento, sólo se considerará la de-
ducción por el importe de las rentas del periodo de que se
trate que pague el subarrendador al arrendador.

Cuando…

Las personas…

Artículo 154 A. Con independencia…

Artículo 154 B. Los contribuyentes…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 30 de abril de 2013— Diputado
Enrique Cárdenas del Avellano (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen. 

LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que reforma el artículo 61 de la Ley General de
Salud, a cargo del diputado Érick Marte Rivera Villanueva,
del Grupo Parlamentario del PAN

El que suscribe, Érick Marte Rivera Villanueva, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional de la
LXII Legislatura, en la honorable Cámara de Diputados, en
ejercicio de la facultad constitucional conferida que me
otorgan los artículos 71, fracción II, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos; 5, 6, fracción I, 77
y 78 del Reglamento para la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión, se permite someter a la con-
sideración de esta soberanía, la presente iniciativa que adi-
ciona una fracción I Bis, al artículo 61 de La Ley General
de Salud, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

Primero. El 9 de diciembre de 2005 fue publicada en el
Diario Oficial de la Federación la reforma a los artículos 14
y 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, en donde se abole definitivamente la pena de muer-
te en México. De esta manera México dio un paso más en
su compromiso con los derechos humanos y su protección
a la vida.

Segundo. El pasado 10 de junio de 2011, se publicó en el
Diario Oficial de la Federación una adición al artículo 29
de la Constitución Federal reconociendo el derecho a la vi-
da, a la integridad personal, a la protección a la familia y
los derechos de la niñez.

Dentro de los tratados de los que México es parte y en don-
de se protege expresamente el derecho a la vida me voy a
permitir mencionar los siguientes:

1. Declaración Americana de los Derechos y Deberes
del Hombre.

2. Declaración de Estocolmo sobre el medio Ambiente
Humano.

3. Convención Internacional sobre la Represión y el
Castigo del Crimen de Apartheid.

4. Declaración sobre los Derechos Humanos de los In-
dividuos que no son Nacionales del país en que viven.
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5. Convención Internacional sobre la Protección de los
Derechos de todos los Trabajadores Migratorios y de
sus Familias.

6. Declaración sobre la protección de todas las Personas
contra las Desapariciones Forzadas.

7. Declaración y Programa de Acción de Viena.

8. Declaración sobre la Eliminación de la Violencia con-
tra la Mujer.

Igualmente, la Convención Americana sobre Derechos Hu-
manos, o Pacto de San José de Costa Rica, adoptada el 22
de noviembre de 1969 detalla que: Toda persona tiene el
derecho a que se le respete su vida. Este derecho estará pro-
tegido por la ley y, en general, a partir del momento de la
fecundación (…). Esta precisión tiene la virtud de despejar
la duda respecto del instante a partir del cual se debe pro-
teger el derecho a la vida de las personas.

Tercero. Por otro lado, la ciencia ha avanzado al respecto,
y ahí se define que el comienzo del embarazo se da con la
fecundación, entendiendo esta última como la fertilización
del óvulo por el espermatozoide.

En la legislación civil, establece que la capacidad jurídica
de las personas se adquiere por el nacimiento, se pierde por
la muerte, pero desde el momento en que el individuo es fe-
cundado, entra bajo la protección de la ley y se le tiene por
nacido para los efectos del Código.

En virtud de todas las razones que anteceden, por el hecho
de que en México se protege la vida, está prohibida la pe-
na de muerte, existe garantía de audiencia y todo mundo
merece un juicio antes de ser condenado, el derecho a la
vida de las personas físicas, para que sean protegidas des-
de el momento de su fecundación, en atención a su notoria
vulnerabilidad, y a la pertenencia del no nacido a la espe-
cie humana.

Cuarto. La Suprema Corte de Justicia de la Nación se ha
pronunciado en torno a la gran importancia de proteger la
vida en las siguientes jurisprudencias:

Derecho a la vida del producto de la fecundación. Su
protección deriva de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, de los tratados interna-
cionales y de las leyes federales y locales. Si se toma
en consideración, por un lado, que la finalidad de los ar-

tículos 4o. y 123, Apartado A, fracciones V y XV, y
Apartado B, fracción XI, inciso c), de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación
con la exposición de motivos y los dictámenes de las co-
misiones del Congreso de la Unión, que dieron origen a
sus reformas y adiciones, de tres de febrero de mil no-
vecientos ochenta y tres, y treinta y uno de diciembre de
mil novecientos setenta y cuatro, respectivamente, es la
procuración de la salud y el bienestar de los seres hu-
manos, así como la protección de los derechos de la
mujer en el trabajo, en relación con la maternidad y,
por ende, la tutela del producto de la fecundación, en
tanto que éste es una manifestación de aquélla, inde-
pendientemente del proceso biológico en el que se en-
cuentre y, por otro, que del examen de lo previsto en la
Convención sobre los Derechos del Niño y el Pacto In-
ternacional de Derechos Civiles y Políticos, publicados
en el Diario Oficial de la Federación el veinticinco de
enero de mil novecientos noventa y uno y el veinte de
mayo de mil novecientos ochenta y uno, aprobados por
la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión el
diecinueve de junio de mil novecientos noventa y el die-
ciocho de diciembre de mil novecientos ochenta, res-
pectivamente, cuya aplicación es obligatoria conforme a
lo dispuesto en el artículo 133 de la propia norma fun-
damental, se desprende que establecen, el primero, la
protección de la vida del niño tanto antes como después
del nacimiento y, el segundo, la protección del derecho
a la vida como un derecho inherente a la persona huma-
na, así como que del estudio de los Códigos Penal Fe-
deral y Penal para el Distrito Federal, y los Códigos Ci-
vil Federal y Civil para el Distrito Federal, se advierte
que prevén la protección del bien jurídico de la vida hu-
mana en el plano de su gestación fisiológica, al consi-
derar al no nacido como alguien con vida y sancionar a
quien le cause la muerte, así como que el producto de la
fecundación se encuentra protegido desde ese momento
y puede ser designado como heredero o donatario, se
concluye que la protección del derecho a la vida del pro-
ducto de la fecundación, deriva tanto de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, como de los
tratados internacionales y las leyes federales y locales.

Acción de inconstitucionalidad 10/2000. Diputados in-
tegrantes de la Asamblea Legislativa del Distrito Fede-
ral. 29 y 30 de enero de 2002. Mayoría de siete votos de
los señores ministros Mariano Azuela Güitrón, Juventi-
no Víctor Castro y Castro, José de Jesús Gudiño Pelayo,
Humberto Román Palacios, Olga Sánchez Cordero de
García Villegas, Juan Nepomuceno Silva Meza y presi-
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dente Genaro David Góngora Pimentel respecto de la
constitucionalidad de la fracción III del artículo 334 del
Código Penal para el Distrito Federal; y en relación con
el artículo 131 Bis del Código de Procedimientos Pena-
les para el Distrito Federal, en virtud de que la resolu-
ción de su inconstitucionalidad no obtuvo la mayoría
calificada de cuando menos ocho votos exigida por el
último párrafo de la fracción II del artículo 105 consti-
tucional, se desestimó la acción de conformidad con lo
dispuesto en el artículo 72 de la ley reglamentaria de las
fracciones I y II de dicho precepto constitucional. En
cuanto al criterio específico contenido en la tesis discre-
paron los señores ministros presidente Genaro David
Góngora Pimentel y José de Jesús Gudiño Pelayo. Po-
nente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secre-
tario: Pedro Alberto Nava Malagón.

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy
catorce de febrero en curso, aprobó, con el número
14/2002, la tesis jurisprudencial que antecede. México,
Distrito Federal, a catorce de febrero de dos mil dos.

Visible en el Semanario Judicial de la Federación y su
Gaceta, Registro número 187817, Novena Época, Ple-
no, Tomo XV, febrero de 2002, Tesis: P/J, 14/2002.

Derecho a la vida.

Su protección constitucional. Del análisis integral de
lo dispuesto en los artículos 1o., 14 y 22 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, se des-
prende que al establecer, respectivamente, el principio
de igualdad de todos los individuos que se encuentren
en el territorio nacional, por el que se les otorga el goce
de los derechos que la propia Constitución consagra,
prohibiendo la esclavitud y todo tipo de discriminación;
que nadie podrá ser privado, entre otros derechos, de la
vida, sin cumplir con la garantía de audiencia, esto es,
mediante juicio seguido ante los tribunales previamente
establecidos en el que se sigan las formalidades esen-
ciales del procedimiento; y que la pena de muerte sólo
podrá imponerse contra los sujetos que la propia norma
constitucional señala, protege el derecho a la vida de to-
dos los individuos, pues lo contempla como un derecho
fundamental, sin el cual no cabe la existencia ni disfru-
te de los demás derechos.

Acción de inconstitucionalidad 10/2000. Diputados in-
tegrantes de la Asamblea Legislativa del Distrito Fede-
ral. 29 y 30 de enero de 2002. Mayoría de siete votos de

los señores Ministros Mariano Azuela Güitrón, Juventi-
no Víctor Castro y Castro, José de Jesús Gudiño Pelayo,
Humberto Román Palacios, Olga Sánchez Cordero de
García Villegas, Juan Nepomuceno Silva Meza y presi-
dente Genaro David Góngora Pimentel respecto de la
constitucionalidad de la fracción III del artículo 334 del
Código Penal para el Distrito Federal; y en relación con
el artículo 131 Bis del Código de Procedimientos Pena-
les para el Distrito Federal, en virtud de que la resolu-
ción de su inconstitucionalidad no obtuvo la mayoría
calificada de cuando menos ocho votos exigida por el
último párrafo de la fracción II del artículo 105 consti-
tucional, se desestimó la acción de conformidad con lo
dispuesto en el artículo 72 de la ley reglamentaria de las
fracciones I y II de dicho precepto constitucional. En
cuanto al criterio específico contenido en la tesis discre-
pó el señor ministro José de Jesús Gudiño Pelayo. Po-
nente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secre-
tario: Pedro Alberto Nava Malagón.

El tribunal pleno, en su sesión privada celebrada hoy ca-
torce de febrero en curso, aprobó, con el número
13/2002, la tesis jurisprudencial que antecede. México,
Distrito Federal, a catorce de febrero de dos mil dos.

Visible en el Semanario Judicial de la Federación y su
Gaceta, Registro número 187816, Novena Época, Ple-
no, Tomo XV, febrero de 2002, página 589, Tesis P/J.
13/2002 Materia Constitucional.

Quinto. Con fundamento en todo lo que antecede, se pro-
pone a esta honorable asamblea del Congreso de la Unión,
se adicione una fracción I Bis al artículo 61 de La Ley
General de Salud, en donde se establezca un programa es-
pecial y sobre todo de forma consciente, para que la madre
que no desee tener al producto, se le brinde de forma opor-
tuna información donde se le invite o a intercalarse en un
programa de donación anticipada y con ello lograr reducir
el número de abortos y brindar esperanza de adopción a pa-
rejas que por sí mismos no puedan dar vida a un ser vivo.

Sexto. Lo que se pretende con esta iniciativa, en primer lu-
gar es reducir el número de abortos por embarazos no de-
seados, al mismo tiempo de brindar a la madre la posibili-
dad de que con el transcurso del tiempo pueda cambiar de
opinión sobre quedarse con su recién nacido. En segundo
término se pretende que una vez que haya nacido el pro-
ducto y la madre insistiré en no conservarlo conceder al re-
cién nacido el derecho a la vida contemplado en nuestra
Constitución Federal, así como que proteja a las mujeres
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durante y después del embarazo, lo anterior en virtud de
que en nuestro País se protege la vida, no existe la pena de
muerte y todo individuo, incluyendo al fecundado, tiene
derecho a ser oído y vencido en un juicio, es decir, tiene de-
recho a vivir y a contar con las mismas oportunidades que
los ya nacidos.

Po lo expuesto y fundado, nos permitimos someter a la
consideración del pleno la siguiente iniciativa con proyec-
to de

Decreto

Artículo único. Se adiciona una fracción I Bis, al artículo
61 de La Ley General de Salud:

Capítulo V
Atención materno-infantil

Artículo 61. …

…

I. …

I Bis. La prevención, detección y atención oportuna e
idónea de los factores de riesgo durante el embarazo, y
especialmente los que puedan generar un aborto invo-
luntario;

II. a V. …

Transitorios

Primero. La presente iniciativa que adiciona una fracción
I Bis, al artículo 61 de La Ley General de Salud, entrará en
vigor un día después de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación.

Segundo. La Cámara de Diputados procederá, a realizar
las adecuaciones a las leyes, decretos y demás ordena-
mientos vigentes que se relacionen con la aplicación de es-
ta iniciativa.

Dado en la Ciudad de México, Distrito Federal, a 30 de abril de
2013.— Diputado Érick Marte Rivera Villanueva (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. 

DELITOS DE FEMINICIDIO 
COMETIDOS EN EL ESTADO DE PUEBLA

«Proposición con punto de acuerdo, relativo a los femini-
cidios cometidos en Puebla, suscrita por las diputadas Ma-
ría del Rocío García Olmedo y Laura Guadalupe Vargas
Vargas, del Grupo Parlamentario del PRI

Las que suscriben María del Rocío García Olmedo y Lau-
ra Guadalupe Vargas Vargas, diputadas de la LXII Legisla-
tura del honorable Congreso de la Unión,  integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional, con las facultades que les conceden los artículos 6,
numeral 1, fracción I, 79, numeral 2, fracción I y II, así co-
mo 113 del Reglamento de la Cámara de Diputados, com-
parecen ante este honorable pleno, para promover el si-
guiente punto de acuerdo mediante el cual la Sexagésima
Segunda Legislatura del honorable Congreso de la Unión,
solicita respetuosamente al titular del Poder Ejecutivo del
estado de Puebla, así como al titular de la Procuraduría Ge-
neral de Justicia del Estado, que se pronuncien y remitan a
la brevedad un informe detallado, las medidas aplicadas y
las de carácter preventivo respecto a la creciente cifra en
delitos de feminicidio cometidos en el estado de Puebla, así
como también se les exhorta a que consideren, desarrollen
y ejecuten la creación de un programa estatal de preven-
ción y atención especializada en esta dirección, con base en
la siguiente

Exposición de Motivos

La violencia en nuestro país constituye un fenómeno com-
plejo pues confluyen diversas dimensiones y factores de ti-
po social, económico, político que, se ha demostrado, afec-
ta a la sociedad en su conjunto.

Durante años las mujeres han sido víctimas de los diversos
tipos de violencia. La teoría de género ha señalado con cla-
ridad, cómo al reproducir desigualdades de género y prác-
ticas discriminatorias, se fomenta la violencia hacia las
mujeres.

México, no es la excepción a éstas conductas, de ahí que el
Consejo Centroamericano de Procuradores de Derechos
Humanos del Instituto Interamericano de Derechos Huma-
nos (IIDH, 2006) ha señalado, cuando se refiere al término
“violencia de género” que no se trata de Hechos aislados o
de situaciones a las que se enfrentan determinadas mujeres;
se está –señala– frente a un sistema que se sustenta preci-
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samente en la desigualdad entre hombres y mujeres y en las
relaciones de poder y de dominio de éstos, sobre aquellas.

Asimismo, la Comisión de Derechos Humanos de las Na-
ciones Unidas, ha definido como violencia contra las mu-
jeres:

…todo acto de violencia sexista que tenga o pueda tener
como resultado un daño o sufrimiento físico, sexual o
psicológico para la mujer, así como las amenazas de ta-
les actos, la coacción o la privación arbitraria de la li-
berta y que abarca, sin limitarse a estos actos, la violen-
cia doméstica, los delitos cometidos por cuestiones de
honor, los crímenes pasionales, la trata de mujeres y ni-
ñas, las prácticas tradicionales nocivas para la mujer y
la niña, incluida la mutilación genital femenina, el ma-
trimonio precoz y forzado, el infanticidio de niñas, los
actos de violencia y los asesinatos relacionados con la
dote, los ataques con ácido y la violencia relacionada
con la explotación sexual, comercial y con la explota-
ción económica (IIDH, 2006).

En nuestro país, la mayoría de las mujeres han vivido al-
guna forma de violencia de género, datos oficiales señalan
que 7 de cada 10 mujeres han vivido algún acto de violen-
cia en su contra, de ahí que la Organización de las Nacio-
nes Unidas (ONU) reconoce a la violencia de género como
una violación grave a los derechos humanos de las mujeres
y un problema social y de urgente atención.

Hacer referencia a los instrumentos jurídicos, sería, quizá,
para muchos reiterativo, pero obligado y justo es recono-
cerlo y señalar que nuestro país ha ratificado la Conven-
ción Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la
Violencia contra las Mujeres, también, conocida como Be-
lem do Pará. Desde entonces, México, al firmar y ratificar
este instrumento internacional, México aceptó adoptar to-
dos los mecanismos jurídicos y políticas públicas pertinen-
tes para hacer frente a todo tipo de violencia contra las mu-
jeres, así como garantizar que sus autoridades e instituciones
las aplicaran,  como tal, está obligado a cumplir sus dispo-
siciones en los tres niveles de gobierno.

Por lo anterior, nuestro país inicia con la construcción del
marco legislativo que determine diversas disposiciones le-
gales, para proteger a las mujeres de este flagelo, es decir,
la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre
de Violencia en 2007 y su Reglamento, la Ley Federal pa-
ra Prevenir y Eliminar la Discriminación,  entre otras, las

cuales entraron a un proceso de armonización en las enti-
dades federativas.

En esta construcción compleja del marco jurídico, en el
año 2011, destacó la tipificación del feminicidio como de-
lito grave en el Código Penal Federal, con sanciones de 40
a 60 años de prisión y actualmente los estados de la Repú-
blica están en el proceso de armonización de esta figura en
sus respectivos Códigos Penales.

Lo anterior derivado de que la muerte violenta de mujeres
ha ido creciendo, utilizando el término feminicidio, para
referirse a todos los asesinatos de mujeres y enfatizar la in-
tencionalidad de estos crímenes, considerándose aquellos
donde es posible distinguir una premeditación del hecho, o
para tomar en cuenta los actos de violencia ejercidos con-
tra mujeres en el espacio relacional entre el/los asesino/s y
la mujer/es asesinada/s, e incluso para desarrollar tipologí-
as de este tipo de feminicidios derivado de que la relación
entre la víctima y el delincuente debe entenderse para
comprender el contexto y la dinámica de este tipo de ho-
micidios (Inmujeres, 2007).

En efecto, la antes citada Convención Interamericana para
Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mu-
jeres, señala en su artículo primero que los derechos que
todas las mujeres debemos gozar son: el derecho a la vida,
el derecho a no ser sometidas a tortura y tratos o penas
crueles, inhumanos o degradantes; el derecho a la dignidad,
el derecho a la integridad física y sicológica; el derecho a
la libertad y a la seguridad personal.

Dicha Convención reconoce, también, que la forma más
grave de violencia contra las mujeres es el feminicidio, es
decir, la muerte violenta de mujeres por el único hecho de
ser mujeres, acto que constituye la mayor violación a los
derechos humanos y el más grave delito de violencia de gé-
nero. Por ello, la Organización de las Naciones Unidas lo
define como el asesinato de mujeres, como resultado ex-
tremo de la violencia de género que ocurre tanto en el ám-
bito privado como en el público y comprende aquellas
muertes de mujeres a manos de sus parejas, ex parejas o fa-
miliares, asesinadas por acosadores, agresores sexuales o
violadores, así como aquellas que trataron de evitar la
muerte de otra mujer y quedaron atrapadas en la acción fe-
minicida.

En los últimos 25 años se han registrado en el país 34 mil
176 muertes de mujeres con presunción de homicidio, de
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las que casi 7 mil ocurrieron entre 2005 y 2009, pero en el
año 2010 se registró un aumento nunca antes visto 4.2 (CE-
AMEG, 2012).

En el estado de Puebla, en 2007 se promulgó recientemen-
te la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de
Violencia para el Estado, pues apenas en diciembre del
2012, fue aprobado en el Congreso local la tipificación del
delito de feminicidio en el Código Penal de la entidad.

Sin embargo, el estado de Puebla en los últimos años ha
visto incrementado el número de asesinatos en contra de
mujeres. La Procuraduría de Justicia del estado de Puebla,
reveló en marzo del presente año, que en los últimos ocho
años,  se han contabilizado más de 445 casos de homicidios
dolosos de mujeres.

Fuentes periodísticas han documentado que es entre el año
2011 y 2012 se han acumulado 148 casos, es decir, el 35
por ciento del total mencionado, reportando en el 2005, 29
casos; en 2006, 25; en 2007, 56; en 2008, 51; en 2009, 57;
en 2010, 64; en 2011 la Procuraduría del estado reportó 79
casos; en 2012, 69 y en lo que va del 2013 se han identifi-
cado 15 casos.

Según informaciones del Comité contra el Feminicidio, los
municipios poblanos que han reportado un incremento de
asesinatos de mujeres con presunción de homicidios son
Huauchinango, hoy considerado incluso, como foco rojo
en feminicidios, junto con el municipio de Tepeaca y el
municipio capital del estado, Puebla, pues de 2011 y lo que
va de 2013 se han registrado el 50 por ciento de los casos;
aun cuando también se registran casos en los municipios de
I. de Matamoros, Zacatlán, Tehuacán y Tecamachalco.

Como hemos referido, Huauchinango se ha convertido en
uno de los tres municipios de la entidad con mayor núme-
ro de crímenes de género que permanecen, en su mayoría,
en la impunidad y sin que la autoridad competente, caso
concreto el Ministerio Publico, los haya tipificado como
feminicidios a pesar de las reformas a la ley penal.

Aunque no son los únicos, pero sí los más recientes, los
seis homicidios de mujeres que se han cometido entre abril
de 2012 y el mismo mes de 2013, tienen como denomina-
dor común que los hechos son cada vez más crueles y por
lo menos dos de ellos han ocurrido en el domicilio de las
víctimas: uno a manos del esposo y en presencia de su hi-
jos; y otro en el que de acuerdo con testimonios de vecinos
el presunto responsable sería también la pareja sentimental.

Miembros de la Unión de Defensores de Derechos Huma-
nos de la Sierra Norte de Puebla (UDDH), aseguraron, que
a pesar de que en noviembre de 2012 el Congreso de Pue-
bla tipificó al delito de feminicidio, imponiendo sanciones
de 30 a 50 años de cárcel, la inmensa mayoría de los crí-
menes cometidos en la región permanece en la impunidad.

Pero quizá lo más grave es que los empleados de la Procu-
raduría General de Justicia (PGJ) del estado de Puebla, no
ha hecho uso de las adiciones al artículo 312 Bis del Códi-
go Penal y el artículo 69 fracción K Bis al Código de Pro-
cedimientos en Materia de Defensa Social para iniciar sus
averiguaciones previas por el delito de feminicidio, a pesar
de que en todos estos casos son evidentes los móviles de
género como “celos extremos, misoginia o que se establez-
can en la víctima lesiones infamantes, violencia sexual,
amenazas o acoso, tortura o tratos crueles, inhumanos o de-
gradantes”.

Esta misma sociedad que nos destruye desde el momento
en que se atenta contra la vida origina una violación al de-
recho elemental del ser humano: el derecho a la vida. Es
por ello que las mujeres debemos alzar la voz y no permi-
tir que se sigan cometiendo más crímenes de género.

A lo largo de la historia, las mujeres, en lo individual, de
manera organizada,  organizaciones internacionales y na-
cionales, y las mujeres del Partido Revolucionario Institu-
cional (PRI) hemos dado una lucha constante por erradicar
las causas estructurales que subyacen y que han sido deter-
minantes en el desarrollo de las mujeres. Hoy nuestros de-
rechos humanos son protegidos por la Ley; sin embargo,
debemos seguir luchando para erradicar la considerable al-
za en los delitos de feminicidio en el país y particularmen-
te en el estado de Puebla.

Es imperativo que las autoridades estatales y federales ga-
ranticen el respeto a los  derechos fundamentales, debe
asentarse en primer término que es universal el derecho de
las mujeres a vivir libres de violencia y discriminación y
que toda conducta que menoscabe o anule el goce de ese
derecho resulta punible, dada la situación de desventaja ju-
rídica, política, económica y social en que históricamente
se ha colocado a las mujeres.

En este orden de ideas, es preciso reconocer y garantizar la
seguridad de las mujeres y el respeto pleno al ejercicio de
sus derechos, en igualdad de condiciones, se rigen en una
ineludible responsabilidad social y, por tanto, de todo go-
bierno, mismo que debe comprometerse a garantizar la
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protección y observancia de todas las prerrogativas alcan-
zadas en la lucha por la equidad de género.

En lo referente al feminicidio, la sociedad coincide en que
ésta es la forma más grave de violencia contra las mujeres,
acto culminante en una serie de vejaciones, que ya han vul-
nerado previamente diversos derechos de la víctima e infli-
gido a ésta otro tipo de agresiones como abusos verbales y
físicos.

El asesinato de una mujer suele ser el desenlace de múlti-
ples agravios como la tortura, la esclavitud sexual (prosti-
tución), el incesto, el abuso sexual, la agresión psicológica,
el hostigamiento sexual, la violación y la privación de la li-
bertad, entre otras, que enuncian la barbarie de la domina-
ción masculina.

Sentimos el sufrimiento de cada mujer muerta o victimiza-
da y por eso trabajamos desde nuestras curules y con ello,
no sólo las protegemos a ellas, sino también, a cada fami-
lia y con ello al estado de Puebla.

La presente acción legislativa, responde a la imperiosa ne-
cesidad de dar respuesta y brindar atención a las víctimas
que resultan afectados de manera colateral por los actos de
la delincuencia que se vive en el Estado. Como represen-
tantes populares, no podemos mostrarnos indiferentes al
sufrimiento de los cientos o miles de mujeres que han sido
víctimas de este delito.

Por lo expuesto y fundado, las diputadas de la LXII Legis-
latura, de conformidad con las disposiciones jurídicas apli-
cables, sometemos a la consideración de esta honorable
asamblea, los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta respetuosamente al titular del Poder
Ejecutivo del estado de Puebla, así como al titular de la
Procuraduría General de Justicia del Estado a que se emi-
tan a la brevedad un informe público y detallado sobre las
medidas aplicadas y las de carácter preventivo respecto a la
creciente cifra en delitos de feminicidio cometidos en el es-
tado, así como también para que consideren, desarrollen y
ejecuten la creación de un programa estatal de prevención
y atención especializada en esta misma dirección

Segundo. Se exhorta respetuosamente al titular del Poder
Ejecutivo del estado de Puebla así como al titular de la Pro-
curaduría General  de Justicia del estado, para que en con-

junto vigilen puntualmente la instrumentación de las medi-
das que sean necesarias para que en la comisión de este de-
lito grave de feminicidio cometido en contra de mujeres en
el estado de Puebla, sean tipificados como lo considera el
artículo 312 Bis del Código Penal del estado de Puebla.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 30 de abril de 2013.— Diputadas:
María del Rocío García Olmedo, Guadalupe Vargas Vargas (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Equidad y Género, para dic-
tamen y a la Comisión Especial para conocer y dar se-
guimiento puntual y exhaustivo a las acciones que han
emprendido las autoridades competentes en relación a
los feminicidios registrados en México, para opinión.

INVESTIGACIONES PERTINENTES 
PARA QUE SEAN CONSIGNADOS LOS 

RESPONSABLES DE LA EMPRESA “CHAMBA
MEXICO AGENCIA DE EMPLEOS, SA DE CV”, 

O “CHAMBA MEXICO, SA DE CV”

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
los procuradores general de la República y de Justicia esta-
tales a reforzar las acciones realizadas y llevar a cabo las
investigaciones conducentes a la consignación de los res-
ponsables de Chamba México Agencia de Empleos, SA de
CV, o Chamba México, SA de CV, por la presunta comi-
sión de fraude y demás delitos que se determinen, a cargo
del diputado Raúl Gómez Ramírez, del Grupo Parlamenta-
rio del PAN

El que suscribe, Raúl Gómez Ramírez, diputado federal del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional ante la
LXII Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en el artículo 79, numeral 2,
fracción III, del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a consideración de esta honorable asamblea el pre-
sente punto de acuerdo de urgente u obvia resolución al te-
nor de las siguientes

Consideraciones

I. Entendiendo que la migración es el cambio de residencia
de una o varias personas de manera temporal o definitiva,
y que generalmente es con la principal intención de mejo-
rar su situación económica así como su desarrollo personal
y familiar; en ello, de entre sus principales causas se desta-
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ca, desde luego, la búsqueda de mejores condiciones de tra-
bajo y mejor remunerado, otras causas pueden ser por si-
tuaciones familiares, de estudios, algún padecimiento de
salud y para acceder a mejores tratamientos, por huir o pro-
tegerse de los altos índices de violencia e inseguridad, y en
menor medida, por fenómenos naturales, entre otros.

II. En el caso de nuestro país, por su situación geográfica,
su historia, su cultura y sus condiciones económicas y so-
ciales de profunda desigualdad, históricamente ha sido pa-
ís de origen, tránsito y destino de migrantes; y por ende, es
también un país al que deba interesarle el tema, ante los
compromisos con la comunidad internacional en la promo-
ción de instrumentos que, por un lado, faciliten y protejan
la cooperación internacional, y por otro, se convoquen a los
países principalmente de éste continente para crear el en-
tramado legal e institucional necesario.

III. Actualmente se estima que México cuenta con alrede-
dor de 13.5 millones de ciudadanos en el exterior, y por en-
de, es en Estados Unidos de América donde se concentra la
mayor cantidad de migrantes connacionales, así, de este
continente, nuestro país se destaca como la nación con la
mayor cantidad de población migrante.  De un total mun-
dial estimado de 112 millones de personas que residen en
un país que no es el de su origen, de apenas una decena de
países es donde se concentra poco más del 50% de mi-
grantes en el mundo, la lista de éstos países la encabeza los
Estados Unidos de América con más de 43 millones de re-
sidentes originarios en el exterior, incluyendo un estimado
mayor de 12 millones de inmigrantes indocumentados; en
consecuencia, Estados Unidos tiene más inmigrantes que el
total de las principales naciones europeas receptoras de ex-
tranjeros como Rusia, Alemania, Francia y Reino Unido;
además de otros países que de igual manera, pero en menor
medida, son receptores de migrantes como Arabia Saudita,
Canadá, Japón, Austria, España, India y Ucrania.

IV. Los habitantes de algunas comunidades latinoamerica-
nas, especialmente de México, trabajan en los Estados Uni-
dos de América y regresan anualmente a sus poblaciones
de origen al vencerse su contrato en la llamada migración
cíclica, pues realizan el mismo desplazamiento de manera
regular y constante; aunque muchos otros migran a los Es-
tados Unidos por la vía ilegal, pagando los servicios de po-
lleros o coyotes, y viajando en condiciones en las que se
exponen, en alto riesgo, a ser víctimas de traficantes o caer
en las redes de Trata de Personas o inclusive a perder su vi-
da; las redes criminales, toman como negocio la migración
ilegal, ya que las personas con tal de llegar a países desa-

rrollados en busca de oportunidades pagan buenas sumas
de dinero y el riesgo está en que muchas veces estas orga-
nizaciones engañan, secuestran o matan a los migrantes pa-
ra quedarse con su dinero o usarlos para trabajos forzados,
prostitución, tráfico de órganos, entre otros.

V. Mediante las relaciones diplomáticas entre México y Es-
tados Unidos de América,  y referente al fenómeno de la
migración de mexicanos hacia ésta nación, en diversas
épocas de la historia se han realizado esfuerzos para im-
plementar medidas que aporten un orden que permita la
participación activa y positiva de ambas naciones, de entre
las principales acciones se destacan de manera ejemplar
que en el año de 1942, se firmaron entre los Estados Uni-
dos de América y México los Tratados de Cooperación La-
boral, y se realiza la contratación temporal de trabajadores
mexicanos agrícolas en los Estados Unidos; así, en aquella
época, en los Tratados Internacionales se estableció una re-
tención del 10% de los salarios para la creación de un Fon-
do de Ahorro Campesino para coadyuvar en la protección
de nuestros connacionales y brindarles, a mediano y largo
plazo, mejores condiciones de vida y desarrollo por su
aportación en ambas naciones; posteriormente en el año
2005 se publica la Ley que Crea el Fideicomiso que Admi-
nistrará el Fondo de Apoyo Social para ex Trabajadores
Migratorios Mexicanos 1942-1964, y en ese mismo año se
publicó la primera convocatoria para el inicio de la entrega
correspondiente de los apoyos sociales el 11 de noviembre.

Con la firma y entrada en vigor del Tratado de Libre Co-
mercio (TLC) entre Canadá, Estados Unidos de América y
México, de manera simultánea se firmó el 17 de diciembre
de 1992 y entró en vigor el 1 de enero de 1994, el acuerdo
de cooperación laboral entre el gobierno de Canadá, el go-
bierno de Estados Unidos de América y el gobierno de los
Estados Unidos Mexicanos, en el cual se establecieron co-
mo objetivos:

a. mejorar las condiciones de trabajo y los niveles de vi-
da en territorio de cada una de las Partes;

b. promover al máximo los principios laborales estable-
cidos;

c. estimular la cooperación para promover la innova-
ción, así como niveles de productividad y calidad cre-
cientes;

d. alentar la publicación y el intercambio de informa-
ción, el desarrollo y la coordinación de estadísticas, así
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como estudios conjuntos para promover la comprensión
mutuamente ventajosa de las leyes e instituciones que
rigen en materia de trabajo en territorio de cada una de
las Partes;

e. proseguir actividades de cooperación relativas al tra-
bajo en términos de beneficio mutuo;

f. promover la observancia y la aplicación efectiva de la
legislación laboral de cada una de las Partes; y

g. promover la transparencia en la administración de la
legislación laboral.

En teoría, y según lo estipulado en el Acuerdo, debería
ofrecer "un mecanismo para que los países miembros ga-
ranticen la aplicación efectiva de sus leyes y normas labo-
rales internas, tanto actuales como futuras, sin interferir
con el funcionamiento soberano de los diferentes sistemas
laborales nacionales", con la finalidad de "mejorar las con-
diciones de trabajo y los niveles de vida, y proteger, forta-
lecer y hacer valer los derechos básicos de los trabajado-
res" a través de Objetivos, Obligaciones y Principios
laborales a cumplir, los cuales están obligados los tres go-
biernos signatarios. 

VI. Es innegable que la migración de mexicanos hacia Es-
tados Unidos de América se ha convertido en un proyecto
de vida para millones, en muchos de los casos, de manera
indocumentada y, como se ha expuesto, implica altos ries-
gos; ese deseo en la búsqueda de “sueño americano” para
brindar mejores condiciones de desarrollo para las perso-
nas, es la condición idónea para que se expongan a sí mis-
mos e inclusive a ser defraudados por personas o empresas
que de ellos y su necesidad de un empleo en el extranjero
se aprovechan para hacer negocio, como lo ha sido en los
presuntos fraudes cometidos por quienes dirigían la em-
presa conocida como “Chamba México Agencia de Emple-
os, SA de CV,” o “Chamba México, SA de CV”, que ofre-
cía la posibilidad de tramitar “Visas de Empleo Temporal”
para acceder a un trabajo en los Estados Unidos de Améri-
ca o Canadá, para ello, solicitaban a las personas interesa-
das cantidades de dinero que oscilan entre los 6 mil y 8 mil
pesos, aunado a que los afectados entregaron según lo que
se conoce, documentación oficial como sus pasaportes y
actas de nacimiento.

VII. Al parecer el pasado 6 de febrero, la agencia de em-
pleos “Chamba México”, obtuvo una autorización para

operar en cuatro estados de la Secretaría del Trabajo y Pre-
visión Social (STPS); sin embargo, desde varios meses
atrás ya operaba en 12 entidades, lo que motivó a que la
STPS iniciara un procedimiento sancionador administrati-
vo contra la empresa, al constatar diversas irregularidades
en su operación.  Además “Chamba México” al parecer
operaba también con autorización de la Secretaría de Go-
bernación, en varias entidades, aunque el permiso sólo au-
torizaba su funcionamiento en el estado de México, San
Luis Potosí, Puebla y Nuevo León.

VIII. La red de “Chamba México” se extendió por todo el
país, derivado de las denuncias presentadas, se conocen
personas afectadas por esa empresa, principalmente de los
Estados de Coahuila, Estado de México, Guanajuato, So-
nora, Puebla, Tamaulipas, Zacatecas, Nayarit, San Luis Po-
tosí, Oaxaca, Nuevo León, Quintana Roo y Jalisco.

IX. Aunado a que la Procuraduría Federal del Consumidor
(Profeco) podría emitir una serie de multas en contra de la
multicitada empresa “Chamba México, SA de CV”, debido
a que no cumplió con acuerdos estipulados afectando a más
de 3 mil trabajadores mexicanos ya que violó la Ley Fede-
ral del Consumidor y que por tanto, esa dependencia se en-
cuentra en condiciones para recibir las quejas de los afec-
tados.

X. En el Senado de la República, en la sesión del pasado
martes 9 de abril del presenta año, la senadora Silvia Gua-
dalupe Garza Galván presentó un Punto de Acuerdo para
que el Senado exhorte al Procurador General de la Repú-
blica, Jesús Murillo Karam, para que solicite a la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores que rastree y congele todas
las cuentas de la empresa “Chamba México Agencia de
Empleos, SA de CV”, o “Chamba México, SA de CV”, y
de sus socios y accionistas a fin de que el dinero sea de-
vuelto a los defraudados, por la comisión del presunto frau-
de en 15 estados de la República, argumentando que la em-
presa de supuesta colocación de personal laboral en
Estados Unidos y Canadá, defraudó a alrededor de 3,000
mexicanos.

XI. Es imperativo que se refuercen las acciones emprendi-
das por las Autoridades Locales y Federal para localizar y
presentar ante el Poder Judicial a los responsables de éstos
hechos, que a las víctimas les sean reparados sus daños,
que tengan acceso a justicia pronta y expedita; por ello, ha-
ce relevante también que se refuercen los canales de coor-
dinación entre las diversas autoridades.
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XII. En varias entidades federativas están operando hoy en
día oficinas de atención a migrantes, y en ello hace impor-
tante que a través de éstas oficinas se puedan ofrecer los
servicios o asesoría para que las personas realicen los trá-
mites pertinentes para acceder a conocer ofertas de empleo
en el exterior, así como obtener la información necesaria
para tramitar de manera oficial la documentación requeri-
da y obtener la inscripción a algún programa de empleo
temporal en el extranjero; así, se evitará que las personas se
arriesguen a ser víctimas de fraude.

XIII. A la luz de estos hechos que han afectado de manera
delicada y el aprovecharse de la necesidad de las personas
que buscan mejores condiciones de vida, es de considerar-
se seriamente que el Titular de la Secretaría del Trabajo y
Previsión Social gire instrucciones con la finalidad de ten-
der lazos de coordinación con las instancias de Gobierno
de las Entidades Federativas para realizar un rastreo de las
empresas que se dedican a operar bolsas de trabajo, pues en
ello también implica el manejo de información personal de
quienes ofrecen sus servicios así como información de la
empresas, el rastreo referido, permitirá, por un lado obtener
un padrón real de las empresas de colocación, mientras que
por el otro lado, se obtendrán los criterios y la líneas bási-
cas para realizar de manera periódica y permanente las re-
visiones pertinentes en cuanto a la manera de operar de és-
tas empresas, con ello, se propiciarán las condiciones para
mitigar y establecer sanciones a los empresarios que de-
frauden a las personas.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta honorable Cámara de Diputados los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. Esta soberanía exhorta al titular de la Procuradu-
ría General de la República y a los titulares de las Procura-
durías de Justicia de las entidades federativas para que en
ejercicio pleno de sus respectivas atribuciones, refuercen
las acciones realizadas derivadas de las denuncias y se lle-
ven a cabo las investigaciones pertinentes para que sean
consignados los responsables de la empresa “Chamba Mé-
xico Agencia de Empleos, SA de CV”, o “Chamba Méxi-
co, SA de CV”, por la presunta comisión del delito de frau-
de y demás delitos que se determinen, afectando a miles de
personas en el país.

Segundo. Se exhorta a las autoridades del Poder Judicial a
redoblar sus esfuerzos en sus Procesos desde el obsequio
de las órdenes de aprehensión en contra de los responsables

de la empresa “Chamba México Agencia de Empleos, SA
de CV” o “Chamba México, SA de CV”, por la presunta
comisión del delito de fraude y demás conductas delictivas
que determinen, afectando a miles de personas en el país y
que las víctimas obtengan plenamente las garantías que les
corresponde.

Tercero. Se exhorta al titular del Instituto Nacional de Mi-
gración, a los gobernadores de las entidades federativas y
el jefe de gobierno del Distrito Federal para diseñar políti-
cas públicas encaminadas a ofrecer asesoría a las personas
que deseen acceder a información para consultar ofertas de
empleo en el exterior, así como todos los trámites que se
deban solventar a través de sus oficinas para atención a mi-
grantes; y de no existir la oficina, establecer una depen-
dencia responsable.

Cuarto. Se exhorta al titular de la Secretaría del Trabajo y
Previsión Social para que suscriba los acuerdos necesarios
de coordinación con los gobernadores de los estados y el
jefe de gobierno del Distrito Federal para que se realice un
rastreo federal de las empresas y agencias de colocación de
personal y establecer criterios de regularización y realizar
las verificaciones y supervisiones periódicas de sus opera-
ciones con la finalidad de evitar fraudes o delitos relacio-
nados.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 30 de abril de 2013.— Diputado
Raúl Gómez Ramírez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen. 

INCLUSION EN EL PLAN NACIONAL
DE DESARROLLO, LA PRESERVACION, LA

IMPLEMENTACION DEL APROVECHAMIENTO Y
EL DESARROLLO INTEGRAL SUSTENTABLE 

DE LOS TROPICOS MEXICANOS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Ejecutivo federal a ordenar la inclusión en el Plan Na-
cional de Desarrollo de la preservación, la implantación del
aprovechamiento y el desarrollo integral sustentable de los
trópicos mexicanos, a cargo del diputado Martín de Jesús
Vásquez Villanueva, del Grupo Parlamentario del PRI

Martín Vásquez Villanueva, diputado federal, con funda-
mento en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
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Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 6, fracción I;
79, numeral 2, fracciones I y II; 82; 100, numeral 1, del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a considera-
ción de este pleno de la Cámara de Diputados el siguiente
punto de acuerdo que exhorta para la inclusión en el Plan
Nacional de Desarrollo del objetivo, programa y modos de
implementación relevantes, que se proponga la preserva-
ción y desarrollo integral sustentable de los trópicos mexi-
canos. 

Exposición de Motivos

Las zonas del país que pueden clasificarse como trópico,
han venido disminuyendo. Pese a los compromisos inter-
nacionales, los trópicos llamados  húmedo, seco, y los pi-
sos térmicos altos de nuestro país, uno de los ecosistemas
más ricos y diversos de la tierra, están en riesgo de des-
aparecer. 

Es un deseo legítimo de quienes viven en ellos, muchos en
pobreza extrema, transformar su rica biodiversidad, la ter-
cera más importante del planeta, en desarrollo y bienestar. 

Sin embargo, las experiencias propias y las de regiones si-
milares son muy decepcionantes. La explotación de sus re-
cursos, generalmente desmedida, ha significado el enrique-
cimiento de muy pocos, la pérdida de los recursos, la
destrucción y emigración de comunidades y el empeora-
miento de diferencias socioeconómicas incompatibles con
los propósitos y mandatos de la Constitución General que
esta representación nacional comparte y acata.

La conservación de los recursos naturales está comúnmen-
te aceptada en los tratados internacionales y difundida por
los medios de comunicación; pero la práctica económica
sigue siendo la del saqueo para la formación acelerada de
capitales que luego emigran a lugares distintos. Hay países,
desarrollados por cierto, que han logrado avanzar en el ca-
mino de preservar y aprovechar sus recursos naturales uti-
lizando su biodiversidad en forma sostenible y aun aplicar
un modelo de desarrollo fundado en el aumento de la pro-
ducción y la productividad.

La propuesta para utilizar la biodiversidad en forma soste-
nible y justa, ha de asentarse en un modelo de desarrollo
cuyos elementos sean la restitución y protección de la bio-
diversidad, el abatimiento de los efectos adversos de la
contaminación, el calentamiento global y el cambio climá-
tico que están en la mente de todos.

En la dinámica del medio ambiente, sabemos que la eco-
nomía es un actor central que define y dispone y que las
comunidades suelen estar desprotegidas y contribuir por su
necesidad a empeorar o destruir la biodiversidad. 

Es por ello que se requiere aplicar, desde una visión cultu-
ral propia, todos los elementos que dirijan los conocimien-
tos contemporáneos, la innovación técnica y la inversión,
para alcanzar la rentabilidad económica y social que lleve
en corto plazo a reducir la pobreza y las desigualdades so-
ciales.

Las empresas y los países que planean suelen remontar los
ciclos desfavorables y sobre todo, fortalecer sus estructuras
y su futuro. Planear es indispensable, elegir los objetivos y
aprovechar las brechas de oportunidad y las fortalezas, in-
dispensable.

Para México, el desarrollo y conservación de las zonas tro-
picales es una cuestión estratégica: sobre su territorio, que
significa el 30 por ciento de la superficie nacional, está una
buena parte de los recursos petroleros; la mayoría de la re-
serva hidráulica nacional y la posibilidad cierta de aumen-
tar la producción de alimentos.  La mayoría de las comuni-
dades indígenas del país a que se refiere la Constitución
General, vive en los trópicos y lo hace en condiciones de
pobreza. Debemos advertir que en los trópicos  es donde el
desarrollo es lento, los ingresos menores y donde las ac-
ciones del crimen organizado ofrecen el mayor riesgo. Re-
pito, el desarrollo de los trópicos es una cuestión de priori-
dad estratégica y seguridad nacional.

Es por eso que propongo ir más allá de lo puramente agro-
nómico y evitar las acciones desarticuladas, para que se in-
cluyan en el Plan Nacional de Desarrollo, el propósito de
atender racional y sistemáticamente a los trópicos mexica-
nos. 

También propongo que el Plan Nacional implemente ac-
ciones que atiendan a una revisión a fondo de propuestas y
formulación pronta de estrategias, no solo para la conser-
vación de los recursos genéticos vegetales, sino para crear
las posibilidades para que la riqueza biológica beneficie al
productor y al habitante locales de manera de asegurar un
bienestar en equilibrio con el ambiente.

Esto, que pareciera inalcanzable a la luz de las experiencias
que se han dado en el uso del trópico por la economía, pue-
de desarrollarse si se manifiesta la voluntad política y se
formula una buena legislación que haga compatible la pre-
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servación de la biodiversidad, el bienestar de las poblacio-
nes locales, particularmente las indígenas, el suministro de
bienes y alimentos, las expectativas del desarrollo de las
regiones y la reafirmación de una sólida estructura econó-
mica e institucional.

Es preciso otro desarrollo, auténtico y complementario, al-
ternativo al neocolonialismo, determinado por la apropia-
ción de los recursos, sobre todo  materias primas y recur-
sos genéticos, y la depredación originados por parte del
modelo económico caracterizado por la usura y el rentis-
mo, la especulación, el desperdicio y el despilfarro de re-
cursos no renovables.

En el camino de que México retome sus posibilidades de
ser un país económica y socialmente fuerte, los recursos de
la naturaleza son nuestra base y nuestro destino. Los trópi-
cos constituyen zonas estratégicas para la supervivencia
del país. Desarrollarlos y preservarlos, es nuestra responsa-
bilidad. Pido a ustedes la aprobación de este punto de
acuerdo como un ejercicio de la responsabilidad y la nue-
va conciencia de un legislativo atento a su compromiso y
al futuro de todos.

Así, dejo en manos de la Secretaría el siguiente

Punto de Acuerdo

Primero. Se. exhorta al Poder Ejecutivo Federal para que
ordene la inclusión en el Plan Nacional de Desarrollo co-
mo un objetivo y programa relevantes, la preservación, la
implementación del aprovechamiento y el desarrollo inte-
gral sustentable de los trópicos mexicanos. 

Segundo. Las Comisiones correspondientes de esta Cáma-
ra y los Centros de Estudios relativos, presentarán en mar-
zo de 2014 a la Mesa Directiva de la Cámara, el informe
técnico que permita a esta Soberanía, en uso de sus facul-
tades constitucionales, dar bases legales, financieras y de
planeación eco-sistémica, a la preservación y desarrollo
económico regional por cuencas hidrológicas y energéticas
solares, restituyendo la biodiversidad, protegiendo el patri-
monio genético y contribuyendo al abatimiento de los efec-
tos adversos de la contaminación, el calentamiento global
y el cambio climático. 

Tercero. El informe técnico propondrá las acciones estra-
tégicas rentables económicamente, innovadoras tecnológi-
ca mente y tendientes a reducir la pobreza y las desigual-
dades sociales. 

Palacio Legislativo de San Lázaro. Distrito Federal, a 30 de abril de
2013.— Diputado Martín Vásquez Villanueva (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Medio Ambiente y
Recursos Naturales y de Energía, para dictamen. 

APOYO A LAS EMPRESAS MINERAS DE 
“POCITOS”, PARTICULARMENTE DE LA REGION

CARBONIFERA DEL ESTADO DE COAHUILA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Ejecutivo federal a apoyar por la Secretaría de Economía
a las empresas mineras de “pocitos”, particularmente de la
región carbonífera de Coahuila, a cargo del diputado José
Guillermo Anaya Llamas, del Grupo Parlamentario del
PAN

El que suscribe, diputado José Guillermo Anaya Llamas,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional, de la LXII Legislatura, con fundamento en lo dis-
puesto por el artículo 6, numeral 1, fracción I, y artículo 79,
numeral 1, fracción II, y numeral 2, fracciones I y III, del
Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a la con-
sideración de esta soberanía, el presente punto de acuerdo
con base a las siguientes

Consideraciones

La finalidad de toda reforma legal es proteger derechos,
crear figuras jurídicas que contribuyan a materializar esos
derechos, así como establecer obligaciones y facultades a
las autoridades entre otras cosas. En ese sentido es de des-
tacarse que la Cámara de Diputados aprobó un dictamen
con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de los artículos 343-A, 343-C y 343-E de la
Ley Federal del Trabajo, artículos relacionados con el tra-
bajo en las minas que, entre otras cosas busca:

“Incluir en la Ley disposiciones normativas relativas al tra-
bajo de minas en la República Mexicana, de prospección,
preparación, exploración y explotación, sean minas subte-
rráneas, de arrastre, tajos a cielo abierto, tiros inclinados y
verticales, así como la extracción en cualquiera de sus mo-
dalidades. 

Prohibir el trabajo en tiros verticales para la extracción de
carbón, a profundidades menores de 100 metros, así como
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el trabajo en minas conocidas como cuevas y pozos carbo-
neros, que no cuentan con las licencias, permisos y autori-
zaciones requeridas para este tipo de obras. 

Obligar al patrón a contar con sistemas adecuados de ven-
tilación y fortificación en todas las explotaciones subterrá-
neas e implementar un registro y sistema que permita co-
nocer los nombres de todas las personas que se encuentran
en la mina, así como la ubicación de las mismas. “

Dicho proyecto de reforma fue aprobado por el Pleno de la
Cámara de Diputados y pasó al Senado de la República pa-
ra continuar con su trámite reglamentario.

Si bien es cierto que dichas reformas buscan, fundamental-
mente proteger a los trabajadores de los posibles acciden-
tes y abusos de los empleadores también es cierto que exis-
ten algunas fuentes de trabajo que pueden tener
dificultades por lo estricto de las reformas en proceso.

Pues todos sabemos que las actividades mineras se des-
arrollan con alto riesgo de accidentes  en la extracción del
carbón, ya que el método de trabajo y la técnica utilizada
es de carácter artesanal, muy rudimentario, a estas alturas
del desarrollo de la humanidad.

Constantemente los trabajadores de estas minas denuncian
que se carece de normas de seguridad y por lo que se ge-
neran múltiples riesgos laborales, los equipos utilizados
son obsoletos y no corresponden a las exigencias del peli-
gro o a las condiciones de preparación, extracción, explo-
tación o exploración que se lleva a cabo. Los patrones no
han querido invertir en seguridad o no han podido hacerlo
porque se trata de una inversión muy alta. El trabajo, aún
en esas malas condiciones se ha venido desarrollando pues
existe una enorme oferta por las condiciones económicas
del país.

La reforma entrará en vigor al día siguiente de su publica-
ción, pero aún falta su discusión y aprobación en la cole-
gisladora y su posterior promulgación y publicación por
parte del Ejecutivo federal, por lo que es procedente que se
exhorte a la Secretaría de Economía, para que conforme a
las facultades que le otorga la Ley Orgánica de la Admi-
nistración Pública Federal y lo dispuesto en su Reglamen-
to Interior, de dicha Secretaría, y toda vez que existe un
Instituto Nacional del Emprendedor que es un órgano ad-
ministrativo desconcentrado de la Secretaría de Economía,
que tiene por objetivo instrumentar, ejecutar y coordinar la
política nacional de apoyo incluyente a emprendedores y a

las micro, pequeñas y medianas empresas, y que la Secre-
taría de Economía “busca potenciar la productividad y
competitividad de la economía mexicana para lograr un
crecimiento económico sostenido y acelerar la creación de
empleos.” Es procedente que cree un Fondo, o se modifi-
que alguno existente para que pueda ayudarse a las peque-
ñas empresas que se dedican al trabajo en minas en tiros
verticales para la extracción de carbón, o mediante el em-
pleo de botes, así como al trabajo en minas conocidas co-
mo cuevas y pozos carboneros a que se les brinde apoyo
económico para poder adecuar sus instalaciones a lo exigi-
do por las autoridades de las materias respectivas y no de-
jen sin empleo a muchos trabajadores que encuentran en
ese trabajo la única posibilidad de sostener a sus familias. 

Aunado a lo anterior, hay que destacar que existe el Fondo
de apoyo para la Micro, Pequeña y Mediana Empresa, Fon-
do PYME, que es instrumento que busca apoyar a las em-
presas en particular a las de menor tamaño con el propósi-
to de promover el desarrollo económico nacional, a través
del otorgamiento de apoyos de carácter temporal a progra-
mas y proyectos que fomenten la creación, desarrollo, via-
bilidad, productividad, competitividad y sustentabilidad de
las micro, pequeñas y medianas empresas.

Se considera que con todo esto, sí existe la posibilidad de
ayudar a las referidas empresas para que cumplan con las
normas que se les impone y no cierren esa fuente de trabajo.

Por los motivos expuestos, me permito someter a esta Sobe-
ranía, como de urgente y obvia resolución, el siguiente

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión, exhorta al titular del Ejecutivo federal para
que a través de la Secretaría de Economía implemente un
fondo para ayudar a las pequeñas empresas a cumplir con
las normas de seguridad y acelerar la creación de empleos.
Es procedente que cree un Fondo, o modifique alguno exis-
tente para que pueda ayudarse a las pequeñas empresas que
se dedican al trabajo en minas en tiros verticales para la ex-
tracción de carbón, o mediante el empleo de botes, así co-
mo al trabajo en minas conocidas como cuevas y pozos
carboneros a que se les brinde apoyo económico para po-
der adecuar sus instalaciones a lo exigido por las autorida-
des de las materias respectivas y no dejen sin empleo a mu-
chos trabajadores que encuentran en ese trabajo la única
posibilidad de sostener a sus familias, particularmente de la
región carbonífera del estado de Coahuila.
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Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta a la Secretaría de Economía para
que a través del Instituto Nacional del Emprendedor, que es
un órgano administrativo desconcentrado de dicha secreta-
ría, a que brinde asesoría y apoyo a las empresas dedicadas
a esta actividad.

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, a
30 de abril de 2013.— Diputado José Guillermo Anaya Llamas (rúbri-
ca).»

Se turna a la Comisión de Economía, para dictamen. 

INCLUSION EN EL ESQUEMA DE SALUD Y EN EL
PLAN NACIONAL DE DESARROLLO, 

LAS UNIDADES DE ESPECIALIDADES 
MEDICAS DE ENFERMEDADES CRONICAS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Secretaría de Salud a incorporar en el esquema de salud
y en el Plan Nacional de Desarrollo las unidades de espe-
cialidades médicas de enfermedades crónicas, suscrita por
los diputados Abel Octavio Salgado Peña y Gabriel Gómez
Michel, del Grupo Parlamentario del PRI

Los suscritos, Abel Octavio Salgado Peña y Gabriel Gó-
mez Michel, diputados federales de la LXII Legislatura del
honorable Congreso de la Unión, integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
con fundamento en lo dispuesto en el artículo 6, apartado
1, fracción I; así como en el artículo 79, apartado 1, frac-
ción II, apartado 2, fracción I, ambos del Reglamento de la
Cámara de Diputados, nos permitimos presentar ante esta
soberanía proposición con punto de acuerdo, al tenor de la
siguiente

Exposición de Motivos

Las Unidades de Especialidades Médicas de Enfermedades
Crónicas (UNEMES), han sido implementadas para pro-
porcionar servicios médicos ambulatorios especializados.

Estas UNEMES operan para atender enfermedades de sa-
lud mental, adicciones, detección de VIH/sida, padeci-
mientos cardiovasculares, cirugía ambulatoria entre otros.

Además, atienden problemas con carácter preventivo, en
enfermedades como diabetes mellitus, hipertensión arterial
y obesidad, que generan una vasta carga financiera para el
sector salud mexicano.

Este modelo de atención UNEMES tienen poco más de 4
años en operación y han visto resultados efectivos en su
implementación, como política pública preventiva, y en al-
gunos casos, correctivos.

Este programa opera con 21 personas, de las cuales, 14 per-
tenecen al sector profesional de las ciencias de salud, que
incorpora a médicos, nutriólogo, psicólogo, enfermeras,
trabajadoras sociales y licenciados en cultura física, entre
otras profesiones.

Las 7 restantes personas corresponden el área administrati-
va y de informática.

Hay estudios del sector salud que afirman que la inversión
inicial de estos UNEMES, es por casi 3 millones de pesos,
más un gasto operativo anual de poco más de 3 millones de
pesos.

De lo anterior, se desprende que matemáticamente el costo
anual paciente es por casi 2,000, que incluye intervencio-
nes en la escuela, su casa, trabajo y medicamentos. Pro-
porciona además, servicios de laboratorio. Estos módulos
UNEMES prestan servicio en turnos matutino y vesperti-
no.

La función de las UNEMES es servir de enlace de aten-
ción, entre los hospitales de primer nivel y de segundo ni-
vel, proporcionando algunos servicios básicos, para no sa-
turar la prestación de los servicios de los hospitales.

Además, estos servicios en la actualidad se encuentran in-
corporados al esquema del Seguro Popular, para que ser
operados por los servicios estatales de Salud.

A la larga en 10 años, el beneficio esperado es por la aten-
ción de 4,500 enfermos crónicos y personas en riesgo, es
por 591 millones de pesos, con un ahorro esperado por 476
millones de pesos, es decir, un ahorro anual de 47.6 millo-
nes de pesos en ese periodo.

Con la implementación de estas UNEMES, se evitarían
180 casos de diabetes; el avance en la insuficiencia renal
crónica y la reducción en 18 casos de insuficiencia renal
terminal en diabéticos.
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Por otra parte, estudios del Instituto Nacional de Salud Pú-
blica indican, que el 90% de pacientes fueron atendidos por
todo el equipo multidisciplinario que converge en las
UNEMES; además y muy importante resaltar, que 90.4%
de los pacientes se encuentra en el rango de satisfacción
que recomendaría a otros pacientes, recurrir a este servicio
por alguna enfermedad crónica, como diabetes mellitus e
hipertensión arterial.

Dicho lo anterior, es posible afirmar el éxito en la humani-
zación en la atención de este servicio.

Otro valor de resaltar es el tiempo de espera, el cual, se re-
porta de 19 minutos para recibir una consulta y de 2.4 ho-
ras el tiempo total que pasan en las UNEMES siendo aten-
didos.

Por último, la calificación que dieron los pacientes a la in-
fraestructura para la prestación del servicio, es de 9,5.

En otras palabras, la apuesta es a la prevención en la salud
de la población, con el beneficio primeramente en su salud,
posteriormente en las finanzas públicas y posteriormente
para hacer eficientes los servicios en los hospitales de pri-
mer y segundo nivel que ofrece el sector salud.

Así las cosas, es que consideramos que debe seguirse rea-
lizando la prestación de este servicio que a todas luces, re-
presenta un esfuerzo en la política pública de salud, que
consideramos importante que sea incorporado al Plan Na-
cional de Desarrollo (PND) y al Programa Nacional de Sa-
lud (PNS).

La petición se desenvuelve en este sentido, toda vez que las
UNEMES fueron creadas a raíz de los objetivos que plate-
aron en su momento, el PND y el PNS, y por tanto, valo-
ramos el esfuerzo y los resultados que concluyeron en una
línea de acción determinada, para generar las UNEMES.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y motivado, -con
fundamento en lo dispuesto en el artículo 79, Apartado 2,
Fracción III-, que este asunto sea considerado de urgente y
obvia resolución para someterse a la consideración de esta
honorable soberanía el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta a la Secretaría de Salud a cumplir con
los esfuerzos realizados con las Unidades de Especialida-
des Médicas de Enfermedades Crónicas (UNEMEC), e im-

plementarlas como política pública permanente, mediante
su incorporación al Plan Nacional de Desarrollo y al Pro-
grama Nacional de Salud.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 30 de abril de 2013.—
Diputados: Abel Octavio Salgado Peña, Gabriel Gómez Michel (rúbri-
cas).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. 

CONSTITUCIONALIDAD DE LAS NORMAS
QUE PROTEGEN EL DERECHO A LA VIDA DE LA

PERSONA HUMANA DESDE EL MOMENTO 
DE LA CONCEPCION, EN LOS ESTADOS 

DE GUANAJUATO, OAXACA Y QUERETARO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la SCJN a resolver en favor de la soberanía de las legisla-
turas locales y declarar la constitucionalidad de las normas
que protegen el derecho a la vida de la persona desde el
momento de la concepción en Guanajuato, Oaxaca y Que-
rétaro, en la sentencia que habrá de dictar con motivo de las
controversias constitucionales números 62/2009, 89/2009
y 109/2009, a cargo de la diputada Carmen Lucia Pérez Ca-
marena, del Grupo Parlamentario del PAN

La que suscribe, Carmen Lucía Pérez Camarena, diputada
federal integrante del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional en la LXII Legislatura de la Cámara de Di-
putados, con fundamento en la fracción II del numeral 1, y
numeral 2, todos del artículo 79 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración de esta hono-
rable asamblea proposición con punto de acuerdo, con ca-
rácter de urgente u obvia resolución, bajo las siguientes

Consideraciones

Con pleno respeto a la potestad jurisdiccional que le corres-
ponde a nuestro más alto tribunal, por este medio exhorta-
mos a que resuelva en favor del derecho a la vida desde la
concepción, conforme está expresado en las constituciones
de los Estados referidos, así como a favor del pleno respe-
to a la esfera de competencias que la propia constitución le
otorga a cada Entidad Federativa. Por lo anterior, conside-
ramos que no existe posibilidad de que el reconocimiento
de un derecho humano en una constitución local invada la
esfera de competencias de un municipio, debido a que,
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conforme al artículo 115 constitucional, los municipios ca-
recen de facultades para reconocer derechos humanos o
para legislar en materia de salud. 

El Partido Acción Nacional se pronuncia a favor de respe-
tar el reconocimiento a la vida, conforme lo contempla el
artículo 1o. de la Constitución de Guanajuato, el artículo
2o. de la Constitución de Querétaro y el artículo 12 de la
Constitución de Oaxaca, siendo todos completamente con-
gruentes con el artículo 1o. de la Constitución Federal, así
como con los tratados internacionales que obligan al Esta-
do mexicano. 

Consideramos relevante mencionar dos precedentes impor-
tantes, en los cuales esta Corte ha resuelto a favor del re-
conocimiento del derecho a la vida desde la concepción en
las constituciones de los Estados: las acciones de inconsti-
tucionalidad promovidas en contra de los Estados de Baja
California Sur (11/2011) y San Luis Potosí (62/2009). En
ambos casos, prevalecieron los argumentos a favor de la
soberanía de los Estados para que legislen a favor de la vi-
da, respetando el Pacto Federal y la atribución de compe-
tencias que establece la Constitución. 

Otro precedente importante en la materia es el criterio de la
tesis jurisprudencial 14/2002, cuyo rubro establece: Dere-
cho a la vida del producto de la concepción. Su protec-
ción deriva de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, de los tratados internacionales y de
las leyes federales y locales.

En cualquier órgano jurisdiccional, especialmente en la Su-
prema Corte de Justicia, la validez y el peso de sus deci-
siones no dependen únicamente de mayoría de votos, sino
de las razones que llevan a los jueces a tomar su decisión y
resolver cada caso. El tema que argumentos es de suma
trascendencia, y que se trata del derecho humano más fun-
damental que le corresponde a todo ser humano, especial-
mente cuando se trata de un individuo que no puede exigir
la protección de ese derecho por sí mismo. 

Como diputados y diputadas del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, pedimos, de manera urgente y
respetuosa, que se tomen a consideración los argumentos
expuestos por los suscritos a fin de que se respete el ámbi-
to de competencias de los Estados de Guanajuato, Queré-
taro y Oaxaca, permitiendo que prevalezca el reconoci-
miento constitucional de aquel derecho que supone el
ejercicio de cualquier otro derecho: el derecho a la vida
desde la concepción. Las Constituciones locales han am-

pliado el reconocimiento de este derecho fundamental,
conforme al proceso legislativo previsto por sus propias
constituciones y cumpliendo con todos los requisitos lega-
les para tal efecto. 

Con el respeto debido a su soberanía, exhortamos a su alta
investidura de ministros de la Suprema Corte de Justicia de
la Nación, para que realice un análisis amplio y profundo
de las controversias constitucionales mencionadas y vote a
favor del respeto a la esfera de competencias de los Esta-
dos de  Guanajuato, Querétaro y Oaxaca, permitiendo que
sus Constituciones mantengan el reconocimiento del dere-
cho a la vida desde la concepción, en los mismos términos
que lo establecen actualmente.

Por todo lo anteriormente expuesto, someto a la considera-
ción de esta honorable asamblea, con carácter de urgente u
obvia resolución, la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta a los ministros de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación, con respeto a la plena autonomía ju-
risdiccional y al principio de división de poderes, a que re-
suelvan en favor de la soberanía de las legislaturas locales
y a declarar la constitucionalidad de las normas constitu-
cionales que protegen el derecho a la vida de la persona hu-
mana desde el momento de la concepción, en los Estados
de Guanajuato, Oaxaca y Querétaro, en la sentencia que
habrá de dictar con motivo de las controversias constitu-
cionales 62/2009, 89/2009, 109/2009.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 30 de abril de 2013.— Diputada
Carmen Lucía Pérez Camarena (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Derechos Humanos, para
dictamen. 

PROGRAMA TENDIENTE A REACTIVAR 
LAS PARCELAS ESCOLARES DE LOS EJIDOS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
los titulares de la Secretaría de Desarrollo Agrario Territo-
rial y Urbano, y de la Sagarpa a desarrollar un programa
tendente a reactivar las parcelas escolares de los ejidos, a
cargo de la diputada María Rebeca Terán Guevara, del
Grupo Parlamentario del PRI
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La que suscribe, diputada del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional de la LXII Legislatura,
María Rebeca Terán Guevara, con fundamento en el artícu-
lo 79, numeral 1, fracción II, y numeral 2, del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a consideración de esta
honorable asamblea, proposición con punto de acuerdo con
carácter de urgente resolución, bajo las siguientes

Consideraciones

Antecedentes

Es de señalarse que en el año de 1940, dentro del Código
Agrario de los Estados Unidos Mexicanos, se estableció la
figura denominada “parcela escolar”, la cual estaba orien-
tada hacia el desarrollo educacional de los habitantes del
ejido mediante el aprendizaje y desarrollo de nuevas técni-
cas para trabajar la tierra. Dentro del Reglamento emitido
con motivo dicha figura, se estipuló que la escuela a la que
le fuera asignada la parcela escolar sería titular de los de-
rechos ejidales que la misma amparaba.

Ya en 1971, en la Ley de la Reforma Agraria se respetó la
existencia de la Parcela Escolar, encaminada a la investi-
gación, enseñanza y desarrollo de técnicas de producción
agrícolas a favor del ejido al que pertenece la Parcela Es-
colar.

Finalmente, dentro de la Ley Agraria de 1992 se plasmó
como facultad de la Asamblea Ejidal el deslinde de la su-
perficie que considerara necesaria para el establecimiento
de la parcela escolar. Situación que debería ser observada
dentro de los ejidos que no tuvieran constituida previa-
mente su Parcela Escolar, dado que los que ya la habían
constituido conforme a lo señalado en las legislaciones an-
teriores no podían realizar cambios a la misma.

Consideraciones

Como se puede advertir, desde su inicio la Parcela Escolar
estuvo destinada a la investigación y desarrollo de nuevas
tecnologías de producción que beneficiarían al núcleo eji-
dal, a la vez que el trabajo realizado dentro de la misma ge-
neraría un vínculo estrecho entre las nuevas generaciones y
la actividad relacionada con la producción agrícola.

Sin embargo, en los hechos sabemos que no se cumple de
manera correcta con los objetivos señalados; los altos ni-
veles de emigrantes pertenecientes a grupos ejidales hace
evidente la nula existencia de un vínculo con los estudian-

tes que habitan en los ejidos con el modo de vida que la
producción agrícola representa. 

El desmantelamiento de la plata productiva a nivel nacio-
nal es en parte, consecuencia de lo señalado. Para ser más
específicos, hoy en día la Parcela Escolar comúnmente es
utilizada conforme a los intereses del Comisariado Ejidal y
generalmente son arrendadas o fraccionadas, e inclusive en
algunos casos las Parcelas Escolares se encuentran invadi-
das y fraccionadas por terceros ajenos al Ejido que buscan
urbanizarlas y habitarlas.

Por otro lado, dentro de los ejidos en los que existe y se apro-
vecha de manera correcta la Parcela Escolar, aún cuando en
teoría las escuelas son los titulares de los derechos sobre la
parcela, dentro de los programas de regularización de la te-
nencia de la tierra PROCEDE convertido en FANAR (Fon-
do de Apoyo para Núcleos Agrarios sin Regularizar) los de-
rechos no se están concediendo a las escuelas, propiciando
con esto que en los pocos ejidos en los cuales la Parcela Es-
colar estaba siendo aprovechada de manera correcta, des-
aparezca ésta y los derechos sobre la tierra sean enajenados
o redestinados conforme a las necesidades del ejido. 

Al día de hoy y conforme al censo agropecuario levantado
por el INEGI en 2007 se tenía registro de la existencia de
24 mil 649 ejidos con Parcelas Escolares, mientras que en
el 2001 la cifra proporcionada por el mismo Instituto era de
25 mil 163; posiblemente par éste año ya existan apenas 24
mil parcelas escolares, de las cuales la gran mayoría no son
utilizadas conforme a su naturaleza.

La historia del Ejido ha considerado siempre la necesidad
de designar el territorio necesario para el cumplimiento de
las necesidades colectivas del núcleo agrario, dentro de las
cuales podemos señalar la de contar con espacios designa-
dos a la investigación y educación, necesidad que a partir
de 1940 fue reconocida de manera expresa conforme a lo
señalado en el apartado de antecedentes.

Lamentablemente, hoy en día la realidad es otra, pues co-
mo se ha señalado, año con año son menos las parcelas es-
colares de las que se tiene registro y la mayoría de las exis-
tentes no cumplen con la finalidad para la cual fueron
establecidas, están en desuso, se explotan para intereses
particulares o se encuentran invadidas y están siendo utili-
zadas como zonas habitacionales. 

La reactivación de la Planta Productiva Nacional, requiere
esfuerzos transversales y mayúsculos, los cuales van desde
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la capacitación y concientización de las nuevas generacio-
nes, fomentándoles el interés de incorporarse y desarrollar
el sector agrícola con una visión vanguardista e innovado-
ra, hasta la aplicación de recursos suficientes que permita
imprimir al campo mexicano el impulso necesario para
competir en un mundo cada vez más globalizado en condi-
ciones ventajosas.

La realidad nacional, los problemas de soberanía alimenta-
ria, la falta de competitividad y la desnutrición y la obesi-
dad, deben ser abordados desde una visión integral, en don-
de la Parcela Escolar, puede y debe jugar un papel
trascendental para la población, particularmente en la
orientación de nuevas conductas y en la formación de una
cultura que permita enfrentar con éxito los retos que el pre-
sente siglo plantea.

En virtud de lo antes expuesto, someto a consideración del
pleno de esta asamblea, la presente proposición con

Punto de Acuerdo

Primero. Se exhorta respetuosamente a la Secretaría de
Desarrollo Agrario Territorial y Urbano, así como a la Se-
cretaría de Agricultura Ganadería Desarrollo Rural Pesca y
Alimentación, para que dentro del ámbito de sus compe-
tencias, desarrollen un programa tendiente a reactivar las
parcelas escolares de los ejidos, garantizar que las mismas
sean utilizadas conforme a la función para la cual fueron
implementadas, así como asegurar que los programas de
regularización de la tenencia de la tierra respeten el desti-
no de las Parcelas Escolares y otorguen el título correspon-
diente a la escuela a la cual pertenecen.

Segundo. Se exhorta respetuosamente a los titulares de las
Secretarías de Desarrollo Agrario Territorial y Urbano, de
Agricultura Ganadería Desarrollo Rural Pesca y Alimenta-
ción y de Educación respectivamente, para que impulsen de
manera coordinada programas encaminados a fortalecer el
sector agrícola nacional, a través del fomento de una cultura
de innovación entre las niñas, niños y adolescentes que per-
mita hacer de las parcelas escolares el campo propicio pa-
ra que las nuevas generaciones se interesen en desarrollar
y fortalecer este importante sector de la economía nacional.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 30 de abril de 2013.—
Diputada María Rebeca Terán Guevara (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Reforma Agraria
y de Agricultura y Sistemas de Riego, para dictamen. 

MEDIDAS CORRECTIVAS Y COMPENSATORIAS 
EN DEFENSA DE LA ECONOMIA DE LOS 

PRODUCTORES DE LECHE Y DEL DESARROLLO
DE LA ACTIVIDAD ECONOMICA, 
ASI COMO DE LA ESTABILIDAD 

DE LA PRODUCCION NACIONAL

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Ejecutivo federal a aplicar medidas correctivas y com-
pensatorias en defensa de la economía de los productores
de leche, del desarrollo de la actividad económica y de la
estabilidad de la producción nacional, a cargo del diputado
Francisco González Vargas, del PRI, y suscrita por inte-
grantes de diversos grupos parlamentarios

Los que suscribimos, diputados Francisco González Var-
gas, Darío Badillo Ramírez, José Antonio Rojo García de
Alba, Mirna Esmeralda Hernández Morales, Dulce María
Muñiz Martínez, Emilse Miranda Munive, Martha Gutié-
rrez Manrique, Víctor Hugo Velazco Orozco y José Alber-
to Rodríguez Calderón; integrantes del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Revolucionario Institucional; Pedro Porras
Pérez del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática y Erick Marte Rivera Villanueva del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional; todos
del estado de Hidalgo, integrantes de la LXII Legislatura
del Honorable Congreso de la Unión, con fundamento en el
artículo 6, numeral 1, fracción 1; 79, numeral 1, fracción II,
y numeral 2, del Reglamento de la Cámara de Diputados,
someten a consideración de esta honorable asamblea, una
proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al
Ejecutivo Federal a intervenir, de manera urgente, para que
se apliquen las medidas correctivas y compensatorias en
defensa de la economía de los productores de leche y del
desarrollo de la actividad económica, así como de la esta-
bilidad de la producción nacional, que se genera con el sis-
tema producto pecuario bovinos leche, al tenor de las si-
guientes

Consideraciones

En México la actividad económica de producción de leche,
sobre todo de los pequeños productores, enfrenta grandes
desafíos al presentarse situaciones adversas, tales como la
apertura de la frontera a la libre importación de lácteos.

Para los productores nacionales se presenta una fuerte des-
ventaja ante los Estados Unidos y otros países que subsi-
dian y exportan leche, así como ante las empresas que do-
minan el mercado de los lácteos.
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Otro factor externo que se suma a la problemática produc-
tiva es la presión que se ejerce recientemente sobre el pre-
cio internacional de la leche en polvo y que se prevé siga
esa tendencia a la alza,  reportada de 85. 5 % a 118 % en el
período 2006-2007. 

El Programa Nacional Pecuario 2007-2012 establece las
principales directrices que el Gobierno Federal aplica para
el desarrollo sostenido y sustentable de las diferentes ramas
de la ganadería. 

En ese documento se señala que la producción mundial de
leche se concentra en ocho países con más del 50% de la
producción y, en consecuencia, el mercado mundial es do-
minado por pocos países y empresas. La producción mun-
dial en los últimos ocho años ha tenido un incremento
anual de 1.9 %.

Estadísticas de la Sagarpa informan que el año 2011,  la
importación de 4 mil 889 millones de litros de leche y las
estimaciones para el año 2012 prevén una producción na-
cional de 12 mil millones de litros de leche. 

Algunos datos relevantes del sistema producto bovinos le-
che:

Once estados producen 81% de la leche en el país, siendo
Jalisco, Coahuila y Durango los que más aportan en con-
junto (la cuarta parte del líquido). Jalisco es la entidad más
constante durante un lapso de diez años manteniéndose co-
mo líder de producción. 

De acuerdo con el Inegi, la leche es el tercer producto ali-
menticio más consumido en los hogares (uno de cada diez
pesos del gasto de los hogares corresponde a dicho pro-
ducto). 

Con base en las recomendaciones de la FAO y la UNES-
CO, la leche es considerada a nivel mundial como un ali-
mento ideal y necesario para una sana nutrición, un ali-
mento indispensable en la dieta humana. 

Para un gran número de países, principalmente los des-
arrollados, constituye un activo invaluable, ligado con so-
beranía alimentaria, soporte de la economía y articulador
entre el campo y la industria. 

El sistema de producción de leche en México presenta
fuertes contrastes, y los escenarios internacionales se com-
plican. 

La FAO pronostica  que la producción a bajos costos en los
países con estas ventajas, llegaron a su límite de expansión,
en el caso de la leche, de la producción   mundial sólo se
comercializa el 6.7% lo que nos advierte de una escases y
carestía en los próximos años.

Ante esta perspectiva es oportuno señalar que la empresa
descentralizada Liconsa, representa un factor especial y de-
terminante para la viabilidad económica de los pequeños y
medianos productores de leche.

Hoy Liconsa compra a los productores nacionales la canti-
dad de dos millones de litros diarios del líquido fresco. De
esta forma promueve y hace accesible el consumo de leche
nacional como elemento sano y de excelente calidad.

A manera comparativa de los valores nutricionales entre la
leche y un refresco, se tienen los siguientes datos de inves-
tigación: la fracción de proteínas de la leche corresponde
regularmente del 3 al 4 % en tanto que un refresco carbo-
natado sin alcohol, contiene  generalmente 0 % de proteí-
nas.

Cabe destacar que, estudios elaborados por el Instituto Na-
cional de Salud Pública, demuestran que los niños que con-
sumen de manera constante leche Liconsa, tienen menores
tasas de anemia y registran mayor desarrollo mental y físi-
co, registran un promedio de 2.5 cm más en estatura.

La intervención de Liconsa permite fortalecer a los pro-
ductores, ante las desventajas de precio que fija la indus-
tria.

Aunado a lo anterior, la misión, visión y objetivos estraté-
gicos de Liconsa, al establecer su función en apoyo de la
niñez, jefas de familia y otros sectores vulnerables, se hace
posible asegurar una atención eficaz a la población objeti-
vo del programa de abasto social.

Otro de los objetivos estratégicos de Liconsa, estrecha-
mente ligado al proceso de producción de leche, consiste
en promover la reducción gradual y parcial de las necesi-
dades de importación de leche.

Liconsa contribuye con estos segmentos económicos, se-
gún se registra en la estadística oficial: en el año 2011 la
captación de leche fresca por Liconsa llegó a 770 millones
de litros y del total de importaciones de polvo sólo adqui-
rió un 30 %, equivalente a casi 30 mil toneladas.
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La oportunidad para el productor de leche y para Liconsa
queda asegurada por el crecimiento de su población objeti-
vo y el mercado abierto, y la disponibilidad del producto
nacional, lo que permitirá ampliar la red de puntos de ven-
ta y las rutas de distribución.

No obstante lo anterior, el desconocimiento de la calidad y
bondad del producto, representan una amenaza para con-
quistar más espacios del mercado.

En suma, objetivos comunes en un círculo virtuoso pro-
ducción – consumo, que debe ser fortalecido, para el bene-
ficio colectivo con sentido social.

En virtud de lo anterior, se hace pertinente el robusteci-
miento presupuestal y desarrollo tecnológico de Liconsa,
ya que su participación institucional representa un factor de
crecimiento sostenible de la producción, el fortalecimiento
del mercado nacional, así como mayor alcance en el cum-
plimiento de un objetivo de soberanía alimentaria.

El Frente Nacional de Productores y Consumidores de Le-
che, AC, presenta consideraciones y posicionamientos co-
mo los siguientes:

• México actualmente produce 29.4 millones de litros
diarios, importa 4 mil 889 millones de litros equivalen-
tes y se pronostica una población  de 125 millones de
habitantes para el 2020, lo que significa la necesidad de
producir 40 millones de litros diarios  para mantener el
consumo actual de 320 mililitros por persona.

• México decidió impulsar la industrialización e im-
plantó la apertura comercial, libera el precio de la leche
y  establece  nuevas normas oficiales, (como la NOM.
155). 

• Dicha Norma Oficial, propicia la confusión de los con-
sumidores, toda vez que se presentan al mercado pro-
ductos con características distintas al producto original.

• Esta circunstancia pone en riesgo 550 mil empleos di-
rectos y 500 mil indirectos del sector ganadero nacional,
toda vez que se desplaza el producto original por subs-
titutos aparentes que confunden al consumidor (informe
UAM Xochimilco y PROFECO: fórmulas lácteas,   ela-
boradas con base a fórmulas de suero, sólidos vegetales
y adición de substancias químicas para homogeneiza-
ción y estabilización).

• El gobierno mexicano durante el plazo del TLC alien-
ta las importaciones al exentarlas en el pago del arancel
provocando una perdida fiscal por más de 3 mil  millo-
nes de dls. derivado de los más de 2 millones de tonela-
das de leche en polvo importadas en los 14 años del pe-
riodo de desregulación contemplados en el TLCAN.

Esas decisiones obligan, sin estar preparados,  a los pro-
ductores mexicanos  a competir con los precios internacio-
nales de la leche en polvo, subsidiada de origen por los
principales países exportadores.

Se generan consecuentemente efectos negativos como dis-
torsión de mercado, quiebra de productores y competencia
desleal con la industria.

La organización de productores y consumidores de leche
señala la falta de una autoridad regulatoria que asuma la
responsabilidad de ordenar el mercado. 

Tal es el caso de que en 1998 la leche al público valía $5.21
el litro, el productor recibía $2.86.

De 1998 a 2012 al público  le aumentó a $13.20 el litro de
leche pasteurizada ($7.11pesos).

Al productor le aumentaron de $2.86 a $5.15 por litro
($2.29) y la industria y el detallista al menudeo aumenta-
ron en 205% sus rentas por la venta de un litro de leche de
2.35 a $7.17 por litro ($4.82 pesos).

Los productores de leche señalan que actualmente producir
un litro de leche oscila  por arriba de los $6.10 pesos  por
litro en promedio a nivel nacional.

La industria  asentada en México lo paga en promedio
$5.40 pesos. Lo que representa que los productores absor-
ban una pérdida de 0.70 ctvs. por  litro en promedio.

Otro dato que refleja la severa crisis de los pequeños y me-
dianos productores de leche se refleja al comparar datos del
Inegi: en 1991 contabiliza 790 mil unidades de producción,
que supone el mismo número de productores. 

El censo del año 2007 reporta la existencia de 259,475 uni-
dades, de las cuales el 90 % tienen menos de 60 vacas. Fue-
ron a la quiebra más de 530 mil productores.  

Por otra parte, los procesos productivos ganaderos son ca-
da vez más intensivos y por tanto generan mayor demanda
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de abastecimiento de granos, generando la presión hacia el
sector agrícola y de importaciones. 

Coincidimos plenamente con la opinión y sentir de los pro-
ductores de leche y sus organizaciones, asimismo con los
resultados de diagnósticos realizados por diversas institu-
ciones, cuando se afirma que ante estos retos y escenarios
que presenta el subsector ganadero, deben abordarse accio-
nes estratégicas de política pública para:

• Producir más y más rápido, sin deteriorar los recursos
naturales, tierra y agua,

• Atender una demanda nacional creciente de alimentos
inocuos, cada vez con más valor agregado distribuido
equitativamente en todos los eslabones de la cadena
producción consumo,

• Mantener la viabilidad de las empresas productoras de
leche medianas y pequeñas, procediendo a revisar y
adecuar las Reglas de Operación correspondientes,

• Conservar y modernizar la infraestructura productiva, 

• Promover el desarrollo genético, tecnológico y sanita-
rio de la ganadería,

• Promover el crecimiento sustentable, el desarrollo re-
gional equilibrado y la generación de empleos,

• Impulsar la organización económica de los producto-
res, a efecto de que cuenten con fortalezas que les per-
mitan la autogestión sustentable, el crecimiento y la re-
producción de su economía,

• Fortalecer la vinculación con los centros de investiga-
ción de las instituciones de educación superior,

• Establecer un sistema integral a través de diferentes
apoyos a la producción, que permita compensar el dife-
rencial entre el aumento en los costos de producción y
su ingreso, para alcanzar una mayor productividad y ca-
lidad por unidad de producción,

• Generar un nuevo mecanismo de asistencia técnica di-
recta y asesoría en organización económica, de manera
diferencial y a partir de las condiciones específicas de
potencial productivo.

• Crear mecanismos de financiamiento real que permi-
tan el fomento de la actividad.

Expresamos aquí nuestro compromiso solidario a los gana-
deros mexicanos para, junto con ellos, cuidar y fomentar
esta actividad, por demás,  profundamente ligada a nuestra
cultura nacional y punto fundamental de nuestra soberanía
alimentaria.

Por lo anterior, con objeto de impulsar la producción y for-
talecer el mercado nacional, para obtener niveles más altos
de productividad y competitividad, de tal manera que tan-
to el productor primario, como los procesadores, y los que
impulsan y comercializan el producto final obtengan sufi-
ciente y equitativa utilidad por su trabajo, a través del efi-
ciente funcionamiento de la cadena del sistema lechero na-
cional; y con fundamento en el artículo 6, numeral 1,
Fracción 1; 79, numeral 1, fracción II, y numeral 2 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, nos permitimos pre-
sentar a esta soberanía la siguiente proposición con 

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta al Ejecutivo Federal, a efecto de que in-
tervenga para lo siguiente:

A) La Secretaría de Economía intervenga para determi-
nar, equitativamente, el precio por litro de leche, en apo-
yo a  los pequeños y medianos productores nacionales;

B) La Secretaría de Economía intervenga, en la regula-
ción del mercado para que se garantice al consumidor la
autenticidad y calidad de los productos que se ofrecen;

C) La Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo
Rural, Pesca y Alimentación, y la Secretaría de Desa-
rrollo Social intervengan, para destinar durante el pre-
sente ejercicio fiscal, recursos compensatorios por sete-
cientos millones de pesos, para que se fortalezca la
operación y cobertura de Liconsa, con el objetivo de
que, los más de 11 mil productores proveedores de esta
empresa paraestatal, reciban un precio que garantice el
desarrollo de su actividad productiva; pueda ampliarse
la cobertura del objeto social institucional y se fortalez-
ca el mercado nacional.

Palacio Legislativo, a 7 de marzo de 2013.— Diputados: Francisco
González Vargas, Mirna Esmeralda Hernández Morales (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Economía, para dictamen.
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